




FEDETO
Federación Empresarial Toledana

PRESIDENTE
Javier de Antonio Arribas

VICEPRESIDENTES
María de los Ángeles Martínez Hurtado
Humberto Carrasco González
Cuca Díaz de la Cuerda
Pedro Hermida Ugena

SECRETARIO GENERAL
Manuel Madruga Sanz

Han colaborado en este número:

REDACCIÓN:
César Rivera Martín
Tel. 925 22 87 10
prensa@fedeto.es

LABORAL: Ruth Corchero Sánchez
CONTRATACIÓN PÚBLICA: 
María Luisa Nevado Maestre
MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO:
Arancha Heredero Herrera
ECONOMÍA: Ernesto García de la Paz
FISCAL: Ana González Hernández
INNOVACIÓN: Israel Delgado Martínez
COMERCIO EXTERIOR: Javier Aroco
PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES
María Elena Corral Alejandro
Susana García Sánchez
Mónica Carrillo

PUBLICIDAD
César Rivera Martín 925 22 87 10
Alfredo Hervás Leria
alfredocomercial@fedeto.es
Tel: 609 23 60 64

TOLEDO
Paseo de Recaredo, 1. Tel: 925 22 87 10
fedeto@fedeto.es

CENTRO DE FORMACIÓN (TOLEDO)
Paseo de la Rosa, 4. Tel: 925 25 77 07
fedetoformacion@fedeto.es

TALAVERA DE LA REINA
C/ Gregorio de los Ríos, 1. Tel: 925 82 45 60
fedetotalavera@fedeto.es

QUINTANAR DE LA ORDEN
C/ Yesares, 33. Tel: 925 56 42 58
fedetoquintanar@fedeto.es

ILLESCAS-LA SAGRA
Plaza Hermanos Fernández Criado, 5. Tel: 925 53 23 34
fedetoillescas@fedeto.es

MADRIDEJOS-MANCHA TOLEDANA
Avenida de Andalucía, 2 (Antiguo IES Valdehierro). 
Tel: 659 405 924
fedetomadridejos@fedeto.es

 3FEDETO • Nº 453 / 2026



11-N: UNA HUELGA POLÍTICA DISEÑADA 
PARA SEÑALAR AL EMPRESARIO, ASÍ QUE 

HABLEMOS DE POLÍTICA DE VIVIENDA

Editorial
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La huelga general convocada 
para el próximo 11 de noviem-
bre, impulsada por UGT y 
CCOO con el apoyo explícito 
del Gobierno, no puede ana-
lizarse como una movilización 
laboral. Su propia génesis y 
el contenido de las reivindi-
caciones que la acompañan 
revelan un evidente trasfondo 
político que desborda amplia-
mente el ámbito ordinario de 
las relaciones entre empresas 
y trabajadores. La convoca-
toria incorpora cuestiones 
como la vivienda, el control 
de los precios o la pérdida de 
poder adquisitivo y pretende 
trasladar al mundo del traba-
jo problemas cuya naturaleza, 
causas y posibles soluciones 
dependen en gran medida de 
decisiones políticas, legisla-
tivas, urbanísticas, fi scales y 
administrativas. 

La secuencia de los aconteci-
mientos resulta especialmente 
signifi cativa. La convocatoria 
se produce después del re-
chazo parlamentario de dos 
reales decretos-leyes en ma-
teria de vivienda y después de 
que UGT y CCOO anunciaran 
públicamente su intención de 
incorporar al mundo del tra-
bajo a las movilizaciones rela-
cionadas con este problema. A 
juicio de FEDETO, es a partir 
de ese momento cuando se in-
tenta construir una conexión 
entre reivindicaciones labo-
rales y una crisis residencial 
que tiene raíces mucho más 
profundas y que no puede ex-
plicarse ni resolverse desde la 
relación entre empresarios y 
trabajadores. 

Desde el máximo respeto al 
derecho de huelga, precisa-
mente porque forma parte 
esencial de nuestro sistema 
democrático y de relaciones 
laborales, debemos decir con 
claridad que no compartimos 

ese planteamiento. Una cosa 
es ejercer legítimamente el de-
recho a la movilización y otra 
muy distinta convertir un pro-
blema estructural de vivienda 
en un confl icto entre trabaja-
dores y empresas o utilizarlo 
para situar al empresario, al 
promotor y al pequeño pro-
pietario entre los responsables 
principales de una situación 
que no han creado y cuyas 
causas fundamentales esca-
pan en buena medida a su ca-
pacidad de decisión. Esa es la 
cuestión que no puede quedar 
diluida detrás de las consignas 
de una convocatoria con un 
evidente componente político.
FEDETO no pretende entrar 
en la confrontación entre el 
Gobierno y la oposición ni 
corresponde a una organiza-
ción empresarial determinar 
cómo debe resolverse esa 
disputa política. Pero sí nos 
corresponde defender el ám-
bito de las relaciones laborales 
cuando se pretende trasladar 
a él una confrontación que 
nace fuera de la empresa. No 
puede hacerse responsable al 
empresario de que falte suelo 
fi nalista, de que los planes de 
ordenación se eternicen, de 
que determinadas licencias 
necesiten años para resolver-
se, de que España disponga 
de un parque reducido de vi-
vienda social o de que durante 
demasiado tiempo no se haya 
desarrollado la capacidad ne-
cesaria para construir al ritmo 
al que crecen las necesidades 
residenciales. 

Y precisamente por eso con-
viene empezar por separar la 
política del diagnóstico. La 
vivienda constituye uno de 
los problemas económicos y 
sociales más graves de España 
y está afectando directamente 
a trabajadores, jóvenes y fa-
milias. Negarlo sería absurdo. 
Pero igualmente equivocado 

sería utilizar esa gravedad 
para buscar un falso culpable. 

Estamos ante una crisis es-
tructural y multicausal. La 
falta de vivienda, la escasez de 
suelo preparado, la lentitud 
urbanística, los prolongados 
procedimientos administra-
tivos, la insufi ciencia de vi-
vienda social, la inseguridad 
jurídica, los costes asociados a 
la promoción y las difi cultades 
para recuperar la capacidad 
constructora del país forman 
parte de un problema que se 
ha ido acumulando durante 
años.

La cuestión de fondo es que la 
oferta de vivienda no está cre-
ciendo al ritmo al que aumen-
ta la demanda en las zonas 
donde la presión residencial 
es mayor. El Banco de España 
estima que entre 2021 y 2025 
se acumuló un diferencial 
próximo a 750.000 viviendas 
entre la creación de hogares 
y la producción de vivienda 
nueva. La formación de nue-
vos hogares, la inmigración y 
la concentración de población 
y empleo en determinadas 
ciudades y zonas turísticas 
han incrementado las necesi-
dades residenciales, mientras 
la capacidad para construir y 
poner nuevas viviendas en el 
mercado no ha avanzado a la 
misma velocidad. 

Este es probablemente uno de 
los datos que mejor permite 
entender el problema. Si du-
rante varios años se crean mu-
chos más hogares que vivien-
das, la tensión no desaparece 
por decreto ni puede corregir-
se únicamente actuando sobre 
los ingresos. Cuando aumenta 
de forma sostenida el número 
de personas que necesitan vi-
vienda y la oferta no responde 
al mismo ritmo, los precios so-
portan una presión creciente. 

Mejorar los salarios es desea-
ble y necesario en una eco-
nomía que aspire a elevar el 
bienestar de sus ciudadanos, 
pero ninguna subida salarial 
puede sustituir a una política 
capaz de aumentar de manera 
estable la cantidad de vivien-
da disponible. Mientras sigan 
faltando viviendas allí donde 
se concentran población y 
empleo, seguirá existiendo un 
problema de accesibilidad.

Los propios datos obligan ade-
más a huir de explicaciones 
demasiado simples. España 
atraviesa una tensión residen-
cial muy seria, pero no cons-
tituye una excepción absoluta 
dentro de Europa. El informe 
elaborado a partir de datos 
ofi ciales muestra que desde 
2015 el precio de la vivienda 
ha crecido en España muy por 
encima de la media de la Unión 
Europea, aunque otros países 
han experimentado incremen-
tos acumulados superiores. Lo 
especialmente preocupante 
es la aceleración reciente y el 
deterioro de la relación entre 
el precio de la vivienda y la 
renta de los hogares. Es decir, 
el problema existe y es grave, 
pero no necesita exageraciones 
para ser reconocido. Lo que 
necesita es rigor para identi-
fi car qué factores están detrás 
de esa tensión y cuáles pueden 
corregirse. 

Uno de esos factores es el 
tiempo. España no puede as-
pirar a aumentar rápidamente 
la oferta de vivienda si trans-
formar suelo en suelo edifi ca-
ble requiere procedimientos 
que se prolongan durante 
años. Los planeamientos ur-
banísticos, los desarrollos de 
suelo y las licencias constitu-
yen elementos esenciales para 
garantizar un crecimiento or-
denado de las ciudades, pero 
dejan de cumplir correcta-
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mente su función cuando los 
plazos resultan incompatibles 
con la velocidad a la que cam-
bian las necesidades económi-
cas y sociales. El Banco de Es-
paña identifi ca expresamente 
la lentitud de los desarrollos 
urbanísticos y la escasez de 
suelo fi nalista entre las res-
tricciones estructurales de la 
oferta residencial, mientras la 
OCDE describe los procesos 
de planifi cación en España 
como largos y complejos. 

No se trata de eliminar contro-
les ambientales, urbanísticos, 
patrimoniales o técnicos. Se 
trata de administrarlos mejor. 
Una Administración efi cien-
te no es aquella que autoriza 
cualquier actuación, sino la 
que puede resolver en plazos 
razonables, con normas claras 
y criterios previsibles. Cuando 
una promoción permanece 
paralizada durante años es-
perando una decisión admi-
nistrativa, el problema no se 
limita al retraso. Durante ese 
tiempo se mantienen inmo-
vilizados el suelo y el capital, 
se pagan intereses, proyectos, 

garantías, impuestos y costes 
empresariales, y las viviendas 
que podrían estar llegando al 
mercado continúan sin existir. 
Cada año adicional de espera 
añade costes y retrasa la in-
corporación de nueva oferta.

Resulta difícil reclamar al 
sector privado un esfuerzo 
extraordinario para construir 
vivienda y, simultáneamen-
te, mantener procedimientos 
administrativos que hacen 
extraordinariamente lento 
conseguirlo. Si queremos más 
vivienda, los plazos de planea-
miento, gestión y licencias tie-
nen que formar parte del de-
bate con la misma intensidad 
que el precio fi nal. Una polí-
tica de vivienda que ignore el 
tiempo necesario para produ-
cirla está ignorando una parte 
esencial del problema.

También debe formar parte 
del debate la fi scalidad. La 
promoción, la construcción, la 
adquisición y posteriormente 
la propiedad de una vivienda 
están sometidas a distintas 
fi guras tributarias, tasas y 

cargas fi scales. La cuestión no 
consiste en negar la necesidad 
de los impuestos ni en recla-
mar que una actividad econó-
mica quede al margen de las 
obligaciones fi scales. La pre-
gunta es otra: ¿está diseñado 
el conjunto de esa fi scalidad 
de manera coherente con el 
objetivo público de aumentar 
la oferta y hacer la vivienda 
más accesible?

Los impuestos son costes y 
esos costes no desaparecen. 
Pueden ser soportados por el 
promotor, pueden reducir el 
margen de una operación, pue-
den repercutirse parcialmente 
en el precio fi nal o pueden de-
terminar que un proyecto deje 
de ser viable. Pero siempre tie-
nen un efecto económico. Por 
eso reclamar viviendas más 
asequibles exige analizar tam-
bién qué parte del coste de pro-
ducirlas depende de decisiones 
fi scales y administrativas. Si 
se quiere aumentar la oferta, 
conviene revisar cualquier ele-
mento público que pueda estar 
difi cultando innecesariamente 
ese objetivo.

Otra cuestión fundamental es 
la seguridad jurídica. El peque-
ño propietario forma parte de 
la oferta residencial española y 
sus decisiones dependen ine-
vitablemente de la percepción 
de riesgo. Cuando una persona 
que alquila una vivienda teme 
sufrir impagos prolongados, 
una ocupación o enormes di-
fi cultades para hacer cumplir 
un contrato, puede optar por 
vender, retirar la vivienda del 
alquiler residencial o buscar 
modalidades en las que perci-
ba una mayor seguridad. Esa 
reacción puede gustar más o 
menos, pero forma parte de la 
realidad económica y debe te-
nerse en cuenta si el objetivo es 
aumentar la oferta.

La protección de las familias 
vulnerables constituye una 
obligación indiscutible de los 
poderes públicos. Precisa-
mente por eso esa protección 
debe organizarse mediante 
políticas sociales y recursos 
públicos. No parece razonable 
convertir una responsabilidad 
colectiva en una obligación 
económica soportada por un 
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ciudadano concreto por el 
simple hecho de ser propie-
tario de una vivienda. Prote-
ger al inquilino vulnerable y 
garantizar simultáneamente 
el derecho de propiedad y el 
cumplimiento de los contra-
tos no son objetivos incom-
patibles. Una política madura 
debe ser capaz de proteger 
a ambas partes y, al mismo 
tiempo, generar confi anza su-
fi ciente para que más vivien-
das permanezcan en el merca-
do del alquiler. 

La responsabilidad pública 
se hace todavía más evidente 
cuando se analiza la vivienda 
social. España dispone de un 
parque de alquiler social re-
ducido en comparación con 
buena parte de Europa. La 
base armonizada de la OCDE 
utilizada en el informe sitúa 
a España alrededor del 1,2 % 
del parque residencial, frente 
a una media de la Unión Eu-
ropea próxima al 7,8 %. La 
distancia es sufi cientemente 
signifi cativa para comprender 
que existe una responsabili-
dad pública que no puede des-
plazarse sobre propietarios 
particulares. 

Si una parte de la población no 
puede acceder a una vivienda 
a precios de mercado, la solu-
ción pasa necesariamente por 
disponer de un parque mucho 
mayor de vivienda asequible y 
social. Eso exige suelo, inver-
sión y continuidad. No bastan 
anuncios ni compromisos que 
cambien con cada legislatura. 
La política social de vivienda 
necesita activos reales y per-
manentes capaces de ofrecer 
una respuesta estable a quie-
nes más lo necesitan.

Existe además otro límite que 
con frecuencia recibe menos 
atención: para construir vi-
viendas hacen falta empresas 
y trabajadores capaces de ha-
cerlo. La crisis de 2008 pro-
dujo la desaparición de una 
parte importante del tejido 
empresarial de la construc-
ción y provocó que numerosos 
profesionales abandonaran el 
sector. Ahora que necesitamos 
incrementar con rapidez la 
producción residencial, des-

cubrimos que la capacidad no 
puede recuperarse de un día 
para otro.

El Banco de España identifi ca 
precisamente la insufi ciencia 
de mano de obra como una de 
las restricciones estructurales 
de la oferta residencial. Esto 
signifi ca que la Formación 
Profesional es también política 
de vivienda. Formar trabajado-
res cualifi cados, atraer jóvenes 
hacia los ofi cios, modernizar 
e industrializar el sector y fa-
cilitar, cuando sea necesario, 
procedimientos ordenados 
para incorporar profesionales 
extranjeros son condiciones 
indispensables para que cual-
quier objetivo de construcción 
pueda convertirse en realidad. 
Podemos anunciar cientos de 
miles de viviendas, pero al-
guien tiene que construirlas.

Tampoco resulta aceptable 
convertir al empresario en 
responsable general de la in-
fl ación y de la pérdida de po-
der adquisitivo. La evolución 
de los precios responde a múl-
tiples factores: energía, com-
bustibles, materias primas, fi -
nanciación, impuestos, costes 
laborales, productividad, ofer-
ta y demanda. Muchas de esas 
variables no son decididas 
por las empresas, aunque las 
empresas tengan que incor-
porarlas a sus costes. La elec-
tricidad, los tipos de interés, 
determinados impuestos o los 
precios internacionales de las 
materias primas condicionan 
directamente la producción y 
la distribución de bienes y ser-
vicios. Presentar al empresa-
rio como causante general de 
la subida de los precios supo-
ne reducir a un único actor un 
fenómeno económico extraor-
dinariamente complejo. 

Esto no signifi ca negar res-
ponsabilidades empresariales 
ni pedir ausencia de regu-
lación. Las empresas deben 
competir, cumplir las normas 
y asumir sus obligaciones. 
Signifi ca reconocer que una 
economía necesita empresas 
capaces de invertir, crecer, 
contratar y producir. Y en 
materia de vivienda esa nece-
sidad resulta especialmente 

evidente. Si España quiere 
construir mucho más, necesi-
ta promotores, constructoras, 
proveedores, técnicos y tra-
bajadores. Es contradictorio 
reclamar inversión privada y 
presentar sistemáticamente 
al inversor como sospechoso; 
pedir más vivienda mientras 
se transmite desconfi anza ha-
cia quien tiene que producir-
la; o exigir una reducción de 
precios sin analizar los costes 
públicos y privados que se in-
corporan al producto fi nal.

La crisis de vivienda no pue-
de convertirse en una guerra 
entre trabajadores, empresa-
rios, propietarios e inquili-
nos. Todos ellos soportan de 
una forma u otra sus conse-
cuencias. El trabajador que 
no puede encontrar aloja-
miento a una distancia razo-
nable de su empleo tiene un 
problema, pero también lo 
tiene la empresa que necesita 
contratarlo. El inquilino ne-
cesita estabilidad y un precio 
asumible, pero el propietario 
necesita seguridad y garan-
tías de cumplimiento. Las 
familias con rentas más ba-
jas necesitan vivienda social, 
mientras las Administracio-
nes necesitan generar suelo 
y promoverla. Las empresas 
necesitan una rentabilidad 
razonable para invertir, 
mientras la sociedad necesi-
ta competencia y producción 
sufi ciente. La política debe-
ría consistir precisamente en 
hacer compatibles todos esos 
intereses, no en convertirlos 
artifi cialmente en enemigos.

Por eso la huelga general del 
11 de noviembre puede expre-
sar malestar y puede cumplir 
una función de presión políti-
ca, pero no puede presentarse 
como la respuesta a un pro-
blema que exige actuaciones 
de naturaleza muy diferente. 
Una huelga no transforma 
terreno en suelo fi nalista. No 
reduce los años necesarios 
para aprobar un planeamien-
to. No resuelve una licencia. 
No construye vivienda social. 
No forma albañiles, electri-
cistas, fontaneros o técnicos. 
No ofrece seguridad jurídica 
al propietario. Y, en defi ni-

tiva, no construye una sola 
vivienda.

La solución exige menos bús-
queda de falsos culpables y 
más reformas. Si falta vivien-
da, hay que crear las condi-
ciones para producirla. Si falta 
suelo fi nalista, hay que acelerar 
su gestión. Si los procedimien-
tos administrativos tardan 
demasiado, hay que moderni-
zarlos. Si faltan trabajadores, 
hay que formarlos y facilitar 
su incorporación. Si el par-
que social es insufi ciente, las 
Administraciones deben am-
pliarlo. Si existe inseguridad 
jurídica, hay que corregirla. Si 
determinados costes fi scales o 
regulatorios difi cultan innece-
sariamente la producción de 
vivienda, hay que revisarlos.

Trabajadores y empresarios 
no deberían ser adversarios en 
este problema. En buena me-
dida comparten el mismo inte-
rés que no es otro que disponer 
de una economía capaz de ge-
nerar empleo, salarios sosteni-
bles y vivienda sufi ciente en los 
lugares donde la gente necesita 
vivir. Convertir una crisis es-
tructural en un confl icto entre 
ambos puede ser políticamente 
útil para algunos, pero no acer-
ca ninguna solución.

España necesita abandonar 
la política de señalar falsos 
culpables y empezar a con-
centrarse en resultados. Más 
suelo preparado, más vivien-
das terminadas, más vivienda 
asequible y social, licencias 
en plazos razonables, más 
trabajadores cualifi cados, se-
guridad jurídica, más inver-
sión y una colaboración real 
entre la Política, las Adminis-
traciones y las Empresas.

La vivienda no se resolverá 
enfrentando a quienes tienen 
que participar en la solución. 
Se resolverá cuando todos los 
instrumentos disponibles em-
piecen a trabajar en la misma 
dirección. Y esa dirección no 
puede ser otra que conseguir 
que construir vivienda sea más 
rápido, más seguro y menos 
costoso, y que acceder a ella sea 
cada vez más posible para un 
mayor número de ciudadanos. 



¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones? 

Respetamos absolutamente 
el derecho de huelga, como 
no puede ser de otra manera, 
pero creemos que en esta con-
vocatoria se mezclan cuestio-
nes que pertenecen a ámbitos 
diferentes. La vivienda cons-
tituye un problema gravísimo 
para muchas familias y los em-
presarios somos los primeros 
interesados en que nuestros 
trabajadores puedan acceder 
a ella. Sin embargo, convertir 
una crisis estructural de vi-
vienda en un confl icto entre 
empresas y trabajadores con-
duce a un diagnóstico equivo-
cado. Las empresas no deci-
den cuánto suelo se pone en el 
mercado, cuánto tarda un pla-
neamiento urbanístico, cuán-
to dura la concesión de una 
licencia o cuánta vivienda so-
cial existe. Por eso rechazamos 
que se presente al empresario 
como responsable de proble-
mas sobre los que, en muchos 
casos, tiene una capacidad de 
decisión muy limitada. 

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral? 

Exactamente. Sus causas 
principales son mucho más 
amplias. Estamos hablando 
de suelo, urbanismo, política 
de vivienda, fi scalidad, fi nan-
ciación, seguridad jurídica, 
vivienda pública y capacidad 
constructora. Si transforma-
mos todo eso en un enfren-
tamiento entre trabajador y 
empresario estaremos discu-
tiendo sobre quién es culpable 
en vez de discutir sobre cómo 
conseguimos más vivienda. Y 
empresarios y trabajadores 

tienen aquí muchos más in-
tereses comunes de los que a 
veces se pretende transmitir.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico 
del problema de la vivien-
da? 

La primera conclusión es que 
no existe una única causa. Te-
nemos una demanda que ha 
aumentado y se ha concentra-
do territorialmente mientras 
la oferta ha sido incapaz de 
responder con la misma velo-
cidad. Se crean hogares, crece 
la población en determinadas 
áreas, se concentra empleo en 
algunos territorios y, mien-
tras tanto, existen difi cultades 
para generar suelo, desarro-
llar planeamientos, obtener 
licencias, fi nanciar proyec-
tos y encontrar trabajadores 
cualifi cados. A todo ello se 

añade un parque de vivienda 
social muy reducido. Si que-
remos resolver el problema 
hay que actuar simultánea-
mente sobre esos obstáculos 
y abandonar las explicaciones 
excesivamente sencillas por-
que la demanda crece más rá-
pidamente de lo que la oferta 
puede responder. 

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa? 

Hay que ser rigurosos. Los 
precios han subido y su ace-
leración reciente es muy pre-
ocupante, pero los datos no 
permiten decir que España 
sea el único país europeo con 
este problema ni el peor en 
todos los indicadores. Desde 
2015 el precio de la vivien-
da ha aumentado en España 
considerablemente más que 

la media de la Unión Europea, 
pero otros países han registra-
do incrementos acumulados 
superiores. Lo especialmente 
preocupante es la intensidad 
reciente de la subida del precio 
que, en mi opinión, se deben 
a factores estructurales pro-
ducidos por una inadecuada 
política de vivienda. Por tanto, 
el problema existe y es serio, y 
no necesitamos compararnos 
para reconocer su gravedad. 

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas? 

Es probablemente uno de los 
datos que mejor explican la 
situación. El Banco de Espa-
ña estima un diferencial acu-
mulado cercano a 750.000 
viviendas entre 2021 y 2025 
entre la creación de hogares 
y la producción de vivienda 
nueva. Eso signifi ca que cada 
año incorporamos nueva de-
manda mientras la produc-
ción no es capaz de acompa-
ñarla. Cuando muchas más 
personas buscan vivienda de 
las que el mercado puede pro-
porcionar, los precios se ten-
sionan. No es la única explica-
ción, pero sí constituye una de 
las evidencias estructurales 
más sólidas que tenemos. 

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema? 

Los salarios son fundamen-
tales y todos queremos una 
economía que permita remu-
neraciones mejores. Pero au-
mentar los ingresos sin resol-
ver la escasez de vivienda no 
elimina el problema estruc-
tural. Si cien familias compi-
ten por cincuenta viviendas, 
disponer de mayor capacidad 
económica no crea las otras 
cincuenta. Además, unos sa-

ENTREVISTA

Desde 2015 el precio de la 
vivienda ha aumentado en 
España considerablemente 

más que la media de la Unión 
Europea, pero otros países 
han registrado incrementos 

acumulados superiores.

Javier de Antonio Arribas
Presidente de FEDETO
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larios sostenibles necesitan 
productividad, inversión y 
empresas competitivas. Por 
eso la respuesta tiene que ac-
tuar sobre las dos dimensio-
nes: mejorar las condiciones 
económicas de las familias y 
aumentar de manera conti-
nuada la oferta de vivienda. 
Pensar que todo puede so-
lucionarse exclusivamente 
desde la nómina resulta insu-
fi ciente.

¿Se está culpando injus-
tamente al promotor y a 
las empresas del precio 
de la vivienda? 

En demasiadas ocasiones se 
les presenta como si pudie-
ran decidir unilateralmente el 
precio fi nal. Una promoción 
necesita suelo, fi nanciación, 
proyectos, técnicos, trabaja-
dores, materiales, permisos 
y años de inversión antes de 
llegar al mercado. El promo-
tor asume riesgos y soporta 
costes cuya cuantía depende 
muchas veces de decisiones 
externas. Eso no signifi ca 
que las empresas no tengan 
responsabilidades ni que no 
deban existir reglas y compe-
tencia. Signifi ca algo bastante 
elemental: si España necesita 
construir muchas más vivien-
das, resulta contradictorio 
convertir a quienes deben 
producirlas en adversarios de 
la política de vivienda.

¿Qué peso tienen el suelo, 
el planeamiento urbanís-
tico y las licencias? 

Un peso enorme. La lentitud 
de los desarrollos urbanísti-
cos y la escasez de suelo fi na-
lista son restricciones estruc-
turales de la oferta. Además, 
los procesos de planifi cación 
son largos y complejos. No 
se trata de eliminar contro-
les ambientales, urbanísticos 
o técnicos, sino de conse-
guir que funcionen en plazos 
compatibles con la realidad 
económica. Cada año que una 
promoción permanece para-
lizada signifi ca viviendas que 
no llegan al mercado y costes 
que continúan acumulándose. 

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con 
la vivienda? 

Como mínimo debería ana-
lizarse seriamente su efecto 
sobre el precio y sobre la via-
bilidad de las promociones. La 
vivienda soporta impuestos y 
tasas durante distintas fases 
de su producción, transmi-
sión y propiedad. No estamos 
planteando que desaparezcan 
los impuestos. Lo que pregun-
tamos es si todas esas cargas 
están diseñadas de manera 
coherente con el objetivo de-
clarado de aumentar la oferta 
y hacerla más accesible. Si una 
Administración quiere más vi-
vienda, pero simultáneamente 
encarece innecesariamente el 
proceso de producirla, existe 
una contradicción que convie-
ne corregir.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario? 

El pequeño propietario cons-
tituye una parte de la oferta 
de alquiler y sus decisiones 
dependen de la percepción de 
riesgo. Si considera que puede 
sufrir impagos prolongados, 
difi cultades extraordinarias 
para hacer cumplir un con-
trato u ocupaciones ilegales, 
puede decidir no alquilar, 
vender o buscar modalidades 
diferentes. Al mismo tiempo, 
una familia vulnerable necesi-
ta protección. No son objetivos 
incompatibles. Lo razonable es 
que las políticas sociales sean 
asumidas por el conjunto de 
la sociedad mediante recursos 
públicos y que los contratos 
dispongan de mecanismos 
efi caces de cumplimiento. No 
podemos resolver la vulnera-
bilidad de unas familias trasla-
dando toda la responsabilidad 
a otra familia que posee una 
vivienda. 

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble? 

Sin ninguna duda. La base 
armonizada de la OCDE sitúa 
el alquiler social español al-

rededor del 1,2 % del parque 
residencial, frente al 7,8 % 
de la Unión Europea. Es una 
distancia sufi cientemente im-
portante como para compren-
der que las Administraciones 
tienen una responsabilidad 
directa. Si existen hogares que 
no pueden acceder a precios 
de mercado, necesitamos un 
parque social y asequible mu-
cho más amplio y estable. Esa 
obligación pública no puede 
descansar sobre el pequeño 
propietario. 

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios? 

No. La evolución de los pre-
cios depende de muchos fac-
tores como energía, materias 
primas, fi nanciación, impues-
tos, costes laborales, produc-
tividad, oferta y demanda. Las 
empresas soportan una parte 
importante de esos costes 
y, en numerosas ocasiones, 
tampoco pueden controlarlos. 
Una infl ación como la nuestra 
no puede explicarse simple-
mente señalando al empre-
sario. Si queremos proteger 
el poder adquisitivo necesita-
mos una economía más pro-
ductiva, más competitiva, con 
menos costes improductivos y 
menos impuestos.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta? 

Ese es otro de los grandes pro-
blemas. Tras la crisis inmo-
biliaria desaparecieron nu-
merosas empresas y muchos 
trabajadores abandonaron la 
construcción. Ahora quere-
mos aumentar rápidamente 
la producción y descubrimos 
que faltan empresas, profesio-
nales y determinados ofi cios. 
La insufi ciencia de mano de 
obra es uno de los límites es-
tructurales que tenemos. Por 
eso la Formación Profesional, 
la incorporación ordenada 
de trabajadores extranjeros 
mediante contratación en sus 

países de origen y la moderni-
zación del sector son también 
política de vivienda. 

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empe-
zar a solucionar el pro-
blema? 

Aumentar la oferta donde 
realmente existe demanda. 
Para ello necesitamos suelo 
fi nalista, procedimientos ur-
banísticos más ágiles, licen-
cias en plazos razonables, más 
vivienda social y asequible, 
seguridad jurídica en el alqui-
ler, trabajadores cualifi cados 
y condiciones que permitan 
invertir. También necesitamos 
estabilidad regulatoria. Una 
promoción tarda años y quien 
arriesga capital tiene que po-
der prever razonablemente las 
reglas con las que terminará su 
proyecto. No hay una medida 
milagrosa. Necesitamos que 
muchas políticas empiecen a 
trabajar en la misma dirección.

¿Qué mensaje trasladaría 
fi nalmente ante la huelga 
del 11 de noviembre? 

Que la falta de vivienda es un 
problema muy grave y todos 
queremos que el poder adqui-
sitivo de las familias aumente, 
pero eso no signifi ca que la 
culpa la tenga el empresario. 
Por lo tanto, que no polaricen 
más a la sociedad y que dejen 
de intentar enfrentar a traba-
jadores y empresarios. Una 
huelga sirve para expresar el 
problema de la vivienda y, for-
zadamente incluyen el tema 
salarial y del acuerdo nacional 
para la negociación colectiva, 
pero eso no genera suelo, no 
acelera una licencia, no for-
ma albañiles ni electricistas, 
no crea un parque público de 
alquiler y no construye una 
sola vivienda. Se han equivo-
cado al señalar al empresario 
como culpable. Necesitamos 
reformas, inversión y colabo-
ración. La pregunta no debería 
ser a quién podemos culpar, 
sino qué tenemos que cambiar 
para que dentro de unos años 
existan muchas más viviendas 
disponibles. 
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a huelga general del 
próximo 11 de no-
viembre se basa en 
varias falsas verda-

des. La primera es que se 
nos diga que el problema 
de la vivienda tiene una 
vertiente laboral cuando 
su único objetivo es polí-
tico y tiene que ver con el 
aprovechamiento del pro-
blema de la vivienda como 
arma arrojadiza electoral. 
Pero, claro, para que puedan 
participar los sindicatos la 
convocatoria tiene que incor-
porar (forzosamente) reivindi-
caciones laborales. Y estirando 
los argumentos y la falta de 
vergüenza incorpora, forzada-
mente, los salarios y el Acuerdo 
Nacional para la Negociación 
Colectiva. Y así, los sindicatos 
apoyan así al Gobierno y el Go-
bierno apoya a los sindicatos, 
proclamando que defi enden los 
derechos sociales y la libertad. 
Pero lo que la realidad pone 
delante de nuestros ojos es que
cuando un Gobierno pue-
de disponer caprichosa y 
arbitrariamente de la pro-
piedad privada de los ciu-
dadanos, según sus necesi-
dades político-electorales, 
lo que está en juego ya no 
es la propiedad privada, es 
la libertad. Y el deterioro de la 
libertad empeora si para lograr 
esos objetivos se polariza a la 
sociedad.

Lo que está pasando es que la 
política de vivienda en España 
ni está ni se la espera, más allá 
de decretos que tienen por ob-
jeto elevar la ocupación ilegal y 
el impago de la renta del alqui-
ler a la categoría de derechos 
sociales. Entonces ¿por qué 
Gobierno y sindicatos colocan 
al empresario en el centro de 
la diana de la crítica social? 
Porque es lo más fácil para 
desviar la atención del verda-

dero problema que no es otro 
que una política de vivienda 
equivocada, insufi ciente y, en 
cuestiones esenciales, inexis-
tente. Lo que Gobierno y sin-
dicatos deberían reconocer es 
que la crisis de vivienda tiene 
su origen en la falta suelo, en 
que los planeamientos urba-
nísticos tardan años en desa-
rrollarse, en que la concesión 
de licencias se eterniza, en 
que hay poca vivienda social, 
en que los impuestos sobre 
la vivienda incrementan los 
precios fi nales y en que existe 
inseguridad jurídica. Y todo 
ese existe porque tenemos una 
legislación urbanística absur-
damente compleja, inefi caz e 
inefi ciente. 

Gobierno y sindicatos pueden 
discrepar de las organizacio-
nes empresariales, pueden 
defender una mayor inter-
vención, otra fi scalidad o una 
regulación distinta a lo que 
proponemos. Es legítimo en 

democracia.  Lo que no lo es, 
es que mientan empleando 
falsas verdades para trasladar 
a las empresas la responsabili-
dad principal de un problema 
que se ha ido acumulando du-
rante muchos años por deci-
siones e inacciones que nada 
tienen que ver con las relacio-
nes laborales.

Y la falsa verdad dice que 
el problema de la vivienda 
existe porque los salarios 
son bajos y que, por tanto, 
basta con subirlos para 
resolverlo. Ya escuchamos 
esta cantinela en tertulias y 
movilizaciones. Pero esta falsa 
verdad se desmiente hacien-
do un ejercicio muy sencillo. 
Imaginemos que en el merca-
do existen 800.000 viviendas 
disponibles y 1,4 millones de 
familias intentando acceder 
a ellas. Imaginemos que ma-
ñana todas las empresas de 
España suben los salarios a 
todos los trabajadores del país 

un 50%. ¿Qué pasaría? Pues, 
que a 1,4 millones de fami-
lias se sumarían otro millón 
o dos millones de personas 
que, teniendo más poder ad-
quisitivo, buscarían invertir 
en el mercado inmobiliario y 
competirían por el mismo nú-
mero de vivienda. El resultado 
de esta política-fi cción: que el 
precio de las viviendas subiría 
exponencialmente por la ley 
de la oferta y la demanda. Por 
supuesto, la subida de salarios 
no modifi caría la política de 
vivienda que es el problema 
estructural más infl acionista 
de los precios de la vivienda.

La falsa verdad dice, 
también, que los precios 
suben porque los em-
presarios quieren más 
márgenes. Sin embargo, 
cualquiera que gestione una 
empresa sabe que la realidad 
funciona de una manera muy 
distinta porque la electrici-
dad, el combustible, la fi nan-
ciación, las materias primas, 
el transporte, los seguros, los 
salarios, las cotizaciones y los 
impuestos son costes empre-
sariales que suben sin que el 
empresario pueda hacer nada 
para evitarlo. Y son costes que 
infl uyen en el precio fi nal de 
los bienes y servicios que las 
empresas ponen en el mer-
cado. Bueno, los empresarios 
ni siquiera puede repercutir 
todas esas subidas de costes 
porque la competencia y la 
capacidad de compra de sus 
clientes les obligan a absor-
ber una parte, reduciendo sus 
propios márgenes. Pensemos 
simplemente en el precio de 
combustible. Cuando sube se 
encarece el transporte, el des-
plazamiento, la distribución 
… Ahora bien, el precio del 
combustible puede bajar si el 
Gobierno quiere, porque los 
impuestos especiales y el IVA 

FALSAS VERDADES 
QUE COLOCAN AL EMPRESARIO EN LA 

DIANA DE LA CRÍTICA 
QUE COLOCAN AL EMPRESARIO EN LA 

DIANA DE LA CRÍTICA 
QUE COLOCAN AL EMPRESARIO EN LA 

SOCIAL

Manuel Madruga Sanz
Secretario General de Fedeto
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Y la falsa verdad dice que el 
problema de la vivienda existe 
porque los salarios son bajos 

y que, por tanto, basta con 
subirlos para resolverlo.
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suponen casi el 50% del pre-
cio que pagamos y, si quiere, 
puede bajarlos. ¿Por qué no 
los bajan? ¡Ah! ¿Y qué valor 
añadido tiene un impuesto 
especial para que, además, se 
le aplique el IVA? ¿No es esto 
voracidad recaudatoria? Go-
bierno y sindicatos deberían 
ser serios y reconocer que las 
empresas no deciden el precio 
de la energía, ni los impuestos 
que la gravan, ni los tipos de 
interés, ni las materias primas, 
ni los costes regulatorios que 
soportan.

La falsa verdad dice que, 
si una vivienda es cara, 
basta con fi jar por ley 
un precio más bajo para 
convertirla en una vivien-
da accesible. Veamos si es 
cierto. Seguimos teniendo 
800.000 viviendas y 1,4 millo-
nes de familias que quieren ac-
ceder a ellas. Imaginemos que 
el Gobierno decide por decreto 
que ningún alquiler podrá su-
perar los 600 euros mensua-
les. ¿Cuántas viviendas nuevas 
ha creado esta política de vi-
vienda? Ninguna. ¿Qué pasa-
ría entonces? Pues que habría 
más familias interesadas en 
ser arrendatarios, pero me-
nos propietarios interesados 
en ser arrendadores. Dicho de 
otro modo, la demanda subiría 
todavía más y la oferta se re-
duciría aún más. Conclusión: 
topar el precio del alquiler no 
es la política de vivienda que 
necesita España porque la úni-
ca política de vivienda efecti-
va es fomentar la creación de 
nuevas viviendas.

La falsa verdad quiere 
convencernos, además, de 
que una vivienda anuncia-
da es una vivienda cons-
truida. El Gobierno anuncia 
la creación de miles de vivien-
das públicas, un anuncio que, 
de ser cierto, sí aumentaría 
la oferta. Este tipo de anun-
cios generan esperanza y las 
familias empiezan a ahorrar. 
El problema es que anunciar 
miles de viviendas no signifi ca 
disponer de miles de vivien-
das. Una familia no vive en 
una vivienda anunciada, vive 
en una vivienda terminada. 
Esto que acabo de decir es una 

obviedad, perdónenme, pero 
como la política fi cción supera 
con creces la lógica de la gente 
normal conviene contarlo.

La falsa verdad dice que 
aumentando los impues-
tos al promotor de vi-
viendas se crearían más 
viviendas públicas. El 
problema es que la voracidad 
recaudatoria puede hacer que 
resulte inviable construir y, 
cuando eso ocurre, desapare-
cen las viviendas que se iban 
a construir, los puestos de tra-
bajo vinculados al proyecto, la 
actividad de arquitectos, inge-
nieros, constructores, instala-
dores y proveedores y también 
una parte de los impuestos 
que toda esa actividad habría 
generado. La falsa verdad se 
encuentra así ante la paradoja 
de querer recaudar más para 
fi nanciar vivienda pública y 
conseguir menos inversión 
privada, menos viviendas y 
una recaudación inferior a la 
calculada. Llegados a este 
punto, la falsa verdad dirá 
que si no se construyen 
viviendas es por culpa de 
los usureros promotores 
que quieren ganar más y 
pagar menos impuestos, 
atentando contra el es-
tado del bienestar. ¡Que 
demagogia! ¡Que hipocresía! 
¡Qué asco!

La falsa verdad dice que 
la protección social del 
inquilino vulnerable debe 
recaer sobre el propieta-
rio de la vivienda. Bueno, 
esta es una política de vivien-
da muy cómoda para el que 
la propone. Por un lado, con-
sigue presentarse a sí mismo 
como el adalid de la protección 
social de los vulnerables y, por 
otro lado, desplaza esa pro-
tección al propietario, al que 
señala de insensible social. El 
problema es que esa quimera 
genera inseguridad jurídica. 
¿Hay que proteger a una fami-
lia vulnerable? Por supuesto. 
Pero esa protección constituye 
una obligación del conjunto de 
la sociedad y debe fi nanciarse 
mediante políticas públicas y 
recursos públicos. Si despla-
zamos esa responsabilidad al 
pequeño propietario le conver-

timos en sustituto obligatorio 
del Estado. Y, claro, pies para 
qué os quiero el propietario 
huye del mercado del alquiler 
como alma que lleva el Diablo. 

Como con todas las falsas 
verdades anteriores no 
se crean más viviendas, 
la única solución que le 
queda mentiroso es fa-
bricar una nueva falsa 
verdad: no va a haber 
más desahucios y será 
legítimo quitar viviendas 
a los grandes tenedores 
y a cualquiera que tenga 
una vivienda vacía y no 
se doblegue ante la nueva 
normalidad de la políti-
ca- fi cción de vivienda. En 
defi nitiva, puede llegar a 
proponer la legitimación 
de un atentado contra la 
propiedad privada. Y aquí, 
ya lo he dicho antes, se tocan 
los pilares de la democracia y 
de la libertad. La propiedad 
privada forma parte de la ar-
quitectura de una sociedad 
libre, proporciona un espa-
cio de autonomía frente a los 
demás y frente al propio po-
der y, aunque nos les guste a 
Gobierno y sindicatos, no es 
un privilegio que concede el 
poder ni un permiso provi-
sional cuyo contenido pueda 
cambiar en base a las necesi-
dades político-electorales de 
cada momento. Puede regu-
larse, puede someterse a obli-
gaciones y debe cumplir una 
función social, pero no puede 
vaciarse de contenido hasta 
convertir al propietario en 
alguien que conserva el título 
mientras pierde la capacidad 
de decidir sobre aquello que 
es suyo. 

Otra falsa verdad consiste 
en dar por sentado que los 
impuestos soportados por 
una vivienda son justos y 
necesarios para sostener 
el estado del bienestar. 
Frente a esto cabe afi rmar que 
adquirir una vivienda forma 
parte de ese mismo estado 
del bienestar. Dicho esto, lo 
siento, pero la fi scalidad sobre 
la vivienda debe ser revisada 
sobre todo si nos fi jamos el 
objetivo de crear más vivien-
das. ¡Ojo! revisarla no signifi -

ca defender que no se paguen 
impuestos, signifi ca pregun-
tarnos si los impuestos sobre 
la vivienda son coherentes 
con los objetivos que decla-
ramos. Dicho de otro modo, 
si necesitamos más vivienda, 
los impuestos no pueden ge-
nerar efectos infl acionarios. Y 
los generan porque los costes 
fi scales de una vivienda desde 
que esta se proyecta hasta que 
se vende pueden llegar a pre-
sentar entre el 20 y el 25% del 
precio fi nal. Pero a ellos añadi-
mos todos los impuestos que 
se pagan después de su prime-
ra adquisición, como sucesio-
nes o donaciones, patrimonio, 
transmisiones patrimoniales 
y actos jurídicos documenta-
dos, plusvalías, vemos que son 
cargas fi scales confi scatorias. 
¿Cuántas veces se paga el pre-
cio de una vivienda en impues-
tos a lo largo de su vida útil?

Después de recorrer todo 
este camino, vuelvo a la 
huelga del 11 de noviem-
bre y pregunto a Gobierno 
y sindicatos ¿Por qué no 
tenemos sufi ciente sue-
lo preparado para cons-
truir? ¿Por qué se tardan 
años en desarrollarlo? 
¿Por qué las licencias se 
eternizan? ¿Por qué te-
nemos tan poca vivienda 
social? ¿Por qué se con-
siente e incluso se fomen-
ta la ocupación ilegal? 
¿Por qué la falta de pago 
de las rentas del alquiler 
se traslada al propieta-
rio? ¿Por qué se nos ins-
tala permanentemente en 
la inseguridad jurídica? 
¿Por qué los impuestos 
sobre la promoción, cons-
trucción y venta de una 
vivienda alcanza el 20% 
de su precio fi nal? ¿Por 
qué los impuestos aplica-
dos a la vivienda después 
de su primera adquisi-
ción pueden superar con 
el tiempo su precio de 
mercado? Las respuestas 
a estas preguntas señalan 
al verdadero culpable de 
la situación actual de la 
vivienda en España. ¡Ma-
nifi éstense contra él y de-
jen al empresario en paz 
de una vez! 
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LA VIVIENDA EN ESPAÑA: 
UNA CRISIS DE ESCASEZ QUE EXIGE 

AUMENTAR LA OFERTA
a vivienda se ha 
convertido en uno 
de los problemas 
económicos y socia-

les más graves de España. 
La difi cultad para comprar 
o alquilar afecta de manera 
especialmente intensa a jó-
venes, familias de rentas me-
dias y hogares vulnerables, 
pero su alcance ya desborda 
el ámbito estrictamente so-
cial. Allí donde el empleo y la 
población crecen con mayor 
intensidad, el acceso a una 
vivienda adecuada condi-
ciona también la movilidad 
laboral, la capacidad de las 
empresas para contratar y, 
en último término, la com-
petitividad de los territorios. 
El punto de partida, por 
tanto, debe ser reconocer la 
gravedad del problema sin 
reducirlo a una explicación 
única ni convertirlo en una 
disputa entre colectivos que, 
en realidad, se necesitan mu-
tuamente. 

Los datos ofi ciales permiten 
precisar el diagnóstico. El 
Banco de España estima que 
entre 2021 y 2025 se acumu-
ló un diferencial cercano a 
750.000 viviendas entre la 
creación de nuevos hogares 
y la producción de vivienda 
nueva. La cifra no equivale a 
afi rmar que existan 750.000 
familias sin casa, porque in-
tervienen también viviendas 
vacías, segundas residencias, 
cambios de uso y diferencias 
territoriales. Sí muestra, sin 
embargo, una presión es-
tructural evidente: la forma-
ción de hogares ha avanzado 
a una velocidad muy supe-
rior a la capacidad de incor-
porar nueva oferta allí donde 
la demanda se concentra.

Esa insufi ciencia ayuda a en-
tender por qué los precios 
han seguido aumentando con 
tanta intensidad. El índice 
armonizado de Eurostat si-
túa a España en 2026-T2 un 
100,6% por encima de la me-
dia de 2015, frente a un 68,6% 
para la Unión Europea. Espa-
ña no es una excepción abso-
luta, porque ocupa el puesto 
14 de 26 países comparables 
en la subida acumulada des-
de 2015, pero la aceleración 
reciente sí es muy intensa. El 
aumento interanual alcanza 
el 12,1%, frente al 4,7% de 
la Unión Europea. El diag-
nóstico correcto no es que 
España sea un caso aislado, 
sino que atraviesa una ten-
sión residencial severa, con 
una respuesta insufi ciente de 
la oferta y una aceleración de 
precios particularmente fuer-
te en el momento actual.

La accesibilidad confi rma 
esa misma idea. La relación 
entre precio de la vivienda y 
renta disponible, medida por 
la OCDE, se ha deteriorado 
con claridad desde 2015. En 
2025 el índice anual se sitúa 
en 124,9, lo que signifi ca que 
la relación precio-renta es un 
24,9% mayor que en el año 
base. El dato debe interpretar-
se con precisión. No equivale a 
años de salario ni permite afi r-
mar por sí solo cuánto tarda 
una familia en comprar una 
vivienda. Sí demuestra que, 
desde 2015, los precios han 
avanzado más deprisa que la 
renta disponible. Al mismo 
tiempo, el nivel nacional de 
2025 continúa por debajo del 
máximo de 2008, lo que acon-
seja evitar comparaciones 
simplistas con la etapa ante-
rior a la crisis fi nanciera.

La explicación de este des-
equilibrio tampoco puede 
reducirse a un único factor. 
La demanda ha crecido por la 
formación de nuevos hogares, 
la inmigración, la concentra-
ción de población y empleo 
en determinadas áreas urba-
nas y turísticas y, en algunos 
mercados, la demanda no 
residente. Al mismo tiempo, 
la oferta encuentra límites 
conocidos: escasez de suelo 
fi nalista, lentitud de los de-
sarrollos urbanísticos, pro-
cedimientos administrativos 
complejos, insufi ciencia de 
mano de obra y aumento de 
costes de construcción. La 
OCDE y el Banco de España 
coinciden en señalar que el 
problema es estructural y que 
la respuesta residencial se 
produce con demasiada lenti-
tud frente a una demanda que 
cambia con rapidez.

Por eso resulta poco útil pre-
sentar al promotor, al em-
presario o al pequeño pro-
pietario como responsables 
principales de una crisis que 
depende de muchas decisio-
nes y restricciones. Quien 
promueve vivienda toma de-
cisiones dentro de un marco 
urbanístico, regulatorio, fi s-
cal y fi nanciero que condicio-
na lo que puede construirse, 
cuándo puede hacerse y a 
qué coste. Del mismo modo, 
quien pone una vivienda en 
alquiler valora riesgos, segu-
ridad jurídica y expectativas. 
Es legítimo regular, exigir 
responsabilidades y proteger 
a compradores e inquilinos, 
pero no puede ignorarse que 
una parte de la solución pasa 
precisamente por conseguir 
que exista más oferta, tanto 
pública como privada.

La vivienda social es otro ele-
mento esencial. La base ar-
monizada de la OCDE sitúa 
el alquiler social en España 
en torno al 1,2% del parque 
residencial, frente a apro-
ximadamente el 7,8% de la 
Unión Europea. La diferen-
cia es sufi cientemente am-
plia para afi rmar que España 
dispone de un colchón públi-
co reducido para atender a 
quienes no pueden acceder 
al mercado. 

Esa carencia no puede com-
pensarse trasladando de 
forma indefi nida al pequeño 
propietario responsabili-
dades que corresponden al 
conjunto de la sociedad. La 
protección de los hogares 
vulnerables debe ser compa-
tible con el derecho de pro-
piedad y con el cumplimien-
to de los contratos, y debe 
sostenerse con políticas y re-
cursos públicos sufi cientes.

La salida, por tanto, no con-
siste en elegir entre mercado 
y Administración. España 
necesita inversión privada, 
un parque público y asequi-
ble mucho mayor, suelo pre-
parado, procedimientos más 
ágiles, seguridad jurídica, ca-
pacidad constructora y profe-
sionales sufi cientes. También 
necesita vivienda terminada, 
suelo realmente disponible, 
tiempos efectivos de tramita-
ción y capacidad de incorpo-
rar oferta allí donde se crean 
los hogares. Administrar 
la escasez puede repartir el 
problema, pero no lo resuel-
ve. Resolverlo exige crear las 
condiciones para que la oferta 
residencial pueda responder 
de forma sostenida a una de-
manda que ya existe.

L
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¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivindi-
caciones? 

Entendemos la preocupación 
social que existe detrás de esas 
reivindicaciones, porque el ac-
ceso a la vivienda se ha con-
vertido en un condicionante 
muy serio para numerosas 
familias. Pero nos preocupa 
que se pretenda convertir un 
conjunto de desequilibrios es-
tructurales en una controver-
sia laboral entre trabajadores 
y empresas. Estamos ante un 
problema que afecta a la eco-
nomía en su conjunto y que 
exige políticas de suelo, vi-
vienda, urbanismo, inversión 
y empleo. Si el debate comien-
za buscando un falso culpable 
perderemos un tiempo que 
deberíamos dedicar a resolver 
las causas verdaderas que, por 
cierto, son estructurales.

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral? 

Es una crisis que no nace 
dentro de la relación laboral. 
Una empresa puede mejorar 
salarios en la medida en que 
lo permita su productividad, 
pero no puede aprobar un 
planeamiento, transformar 
suelo, conceder una licencia ni 
aumentar el parque de vivien-
da social. El error consiste en 
trasladar automáticamente al 
ámbito laboral cuestiones que 
requieren la actuación coordi-
nada de distintos niveles de la 
Administración y del conjunto 
de los agentes económicos.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico del 
problema de la vivienda? 

Tenemos que hablar de des-
equilibrio. La demanda ha 
crecido por la creación de 
hogares, los movimientos de 

población y la concentración 
de actividad económica en 
determinados lugares, mien-
tras la oferta ha reaccionado 
con demasiada lentitud. A 
partir de ahí aparecen otros 
condicionantes como el suelo 
insufi ciente, procedimientos 
urbanísticos complejos, costes 
crecientes, falta de profesio-
nales, fi nanciación y un par-
que social reducido. Sería tan 
erróneo negar la incidencia 
de la demanda como atribuir 
toda la situación a una sola 
decisión política o a un único 
actor privado. Esa es precisa-
mente una de las conclusiones 
más claras a las que podemos 
llegar. 

¿Es España realmente una 
anomalía inmobiliaria 
dentro de Europa? 

No deberíamos utilizar esa 
expresión sin matices. España 
presenta una tensión residen-
cial muy seria y una acelera-
ción de precios particularmen-
te intensa en este momento, 

pero el análisis europeo de-
muestra que no estamos ante 
un fenómeno exclusivamente 
español. Desde 2015 existen 
países con aumentos acumu-
lados superiores. Lo que sí 
debemos reconocer es que Es-
paña combina actualmente un 
fuerte crecimiento de precios, 
un deterioro importante de la 
relación precio-renta derivada 
de una explosión de los pre-
cios por la escasez de vivienda 
residencial, una oferta nueva 
que sale de lo residencial y un 
parque social pequeño. Ese 
conjunto de factores merece 
una respuesta urgente. 

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas? 

Es esencial porque propor-
ciona una medida concreta 
de la insufi ciencia de ofer-
ta. El diferencial acumulado 
próximo a 750.000 viviendas 
entre 2021 y 2025 indica que 

nuestra capacidad productiva 
residencial no ha acompa-
ñado la creación de hogares. 
Además, el fenómeno está 
territorialmente concentrado. 
No todas las provincias ni to-
das las ciudades presentan la 
misma presión, de modo que 
tampoco podemos aplicar las 
mismas soluciones en todas 
partes. Necesitamos políticas 
capaces de reconocer dónde 
existe demanda real y actuar 
allí con mayor intensidad. 

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema? 

Una política de vivienda no 
puede descansar solo sobre 
los salarios. La accesibilidad 
depende de los ingresos, evi-
dentemente, pero también 
del precio y, por lo tanto, de la 
cantidad de vivienda disponi-
ble. Si la oferta continúa rígida 
y la demanda crece, una par-
te de la mejora de capacidad 
adquisitiva puede terminar 
encontrándose con precios 
más elevados. Necesitamos 
una economía capaz de gene-
rar mejores salarios a través 
de mayor productividad y, 
paralelamente, un mercado 
residencial capaz de aumentar 
signifi cativamente su oferta.

¿Se está culpando injusta-
mente al promotor y a las 
empresas del precio de la 
vivienda? 

Existe una tendencia a simpli-
fi car demasiado. El promotor 
participa en el mercado y na-
turalmente toma decisiones 
económicas, pero actúa den-
tro de un marco que determi-
na la disponibilidad de suelo, 
los plazos administrativos, la 
fi nanciación, la fi scalidad y las 
condiciones regulatorias. No 
se puede exigir un incremento 
extraordinario de la produc-
ción y simultáneamente crear 
un entorno en el que resulte 
cada vez más difícil poner en 
marcha una promoción. Las 
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empresas tienen que cumplir 
las normas, pero también 
necesitamos que existan em-
presas dispuestas a invertir 
y competir para producir vi-
vienda.

¿Qué peso tienen el suelo, 
el planeamiento urbanís-
tico y las licencias? 

Son elementos determinan-
tes. Lo relevante no es solo 
que exista terreno, sino que 
haya suelo preparado jurídi-
camente y materialmente para 
edifi car. El proceso para llegar 
hasta ese punto es muy largo 
y complejo y esto restringe 
la oferta. La solución pasa 
por simplifi car, digitalizar y 
coordinar mejor los procedi-
mientos sin renunciar a los 
controles necesarios. Efi cacia 
administrativa no signifi ca 
menos garantías, signifi ca ga-
rantías que se resuelven en un 
tiempo razonable. 

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con la 
vivienda? 

Debería examinarse desde el 
punto de vista de los incenti-
vos que genera. Si queremos 
aumentar la producción, te-
nemos que preguntarnos si 
determinados tributos y tasas 
facilitan ese objetivo o lo difi -
cultan. No hablamos de dejar 
sin fi nanciación a las Admi-
nistraciones ni de establecer 
privilegios, sino de analizar 
económicamente cada car-
ga. Una política de vivienda 
coherente debería procurar 
que la fi scalidad no penalice 
innecesariamente la inversión 
productiva destinada preci-
samente a generar nuevas vi-
viendas.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario? 

La estabilidad regulatoria es 
indispensable. Un mercado 
de alquiler necesita inquilinos 
protegidos y propietarios que 
tengan confi anza en el cum-
plimiento de los contratos. 
Cuando desaparece cualquie-
ra de las dos condiciones, el 

sistema funciona peor. Las 
situaciones de vulnerabilidad 
necesitan una respuesta pú-
blica sufi ciente y no pueden 
quedar exclusivamente a car-
go del titular particular de una 
vivienda. El objetivo debe ser 
ampliar la oferta de alquiler, 
no generar incentivos para 
que se reduzca.

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble? 

Claramente. En este ámbito la 
comparación europea resulta 
especialmente signifi cativa. 
España cuenta con un por-
centaje de alquiler social muy 
inferior a la media de la Unión 
Europea. Eso limita nuestra 
capacidad para ofrecer una 
respuesta estable a hogares 
que no pueden acceder a pre-
cios de mercado. Construir 
un verdadero parque social 
requiere continuidad durante 
años, suelo y recursos públi-
cos, además de fórmulas de 
colaboración que permitan 
multiplicar la capacidad de 
actuación. 

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios? 

No. Una empresa compra 
energía, materias primas, fi -
nanciación, transporte y ser-
vicios y soporta obligaciones 
fi scales y regulatorias. Esos 
costes han aumentado y ter-
minan condicionando los pre-
cios. De todas forma, le diré 
que las empresas no trasladan 
cualquier incremento de cos-
tes porque perderían clientes 
y mercado. El debate debe 
centrarse en cómo contener 
costes, mejorar productividad 
y favorecer competencia, no 
en construir una explicación 
basada en señalar a un falso 
culpable.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta? 

No en las condiciones actua-
les. Uno de los problemas que 
señalan las fuentes ofi ciales 

es precisamente la escasez 
de mano de obra. Durante la 
crisis anterior se perdió tejido 
productivo y numerosos pro-
fesionales abandonaron el sec-
tor. Recuperar esa capacidad 
necesita tiempo. Formación 
profesional, incorporación de 
jóvenes, modernización de 
procesos, industrialización y, 
cuando sea necesario, meca-
nismos ordenados de contra-
tación son elementos que tie-
nen que formar parte de una 
estrategia residencial.

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empezar 
a solucionar el problema? 

Primero, reconocer que el 
problema es estructural y 
necesita estabilidad más allá 
de una legislatura. Segundo, 
movilizar suelo y reducir los 
plazos administrativos. Ter-
cero, favorecer la inversión y 
aumentar la capacidad em-
presarial y laboral del sector. 
Cuarto, construir un parque 
de vivienda asequible y social 
mucho mayor. Y quinto, ofre-
cer seguridad y previsibilidad 
tanto a propietarios como a 
inquilinos. Las medidas ais-
ladas tendrán un impacto li-
mitado si el resto del sistema 
continúa funcionando de la 
misma manera.

¿Qué mensaje trasladaría 
fi nalmente ante la huelga 
del 11 de noviembre? 

Que no debemos convertir 
una preocupación comparti-
da en un motivo adicional de 
polarización. Trabajadores y 
empresas sufren las conse-
cuencias de la escasez de vi-
vienda. El trabajador porque 
le resulta más difícil acceder 
a ella y la empresa porque tie-
ne mayores difi cultades para 
incorporar y mantener pro-
fesionales en determinados 
lugares. Necesitamos sentar 
en la misma mesa a Admi-
nistraciones, organizaciones 
empresariales y sindicatos 
para hablar de soluciones 
concretas. Confrontar puede 
servir para señalar posicio-
nes, construir viviendas exige 
cooperación.

Durante la crisis anterior 
se perdió tejido productivo 
y numerosos profesionales 

abandonaron el sector. 
Recuperar esa capacidad 

necesita tiempo.

La solución pasa por 
simplifi car, digitalizar 
y coordinar mejor los 

procedimientos sin renunciar 
a los controles necesarios.



LA VIVIENDA EN ESPAÑA: 
CUANDO LA DEMANDA AVANZA Y LA 

OFERTA SE QUEDA ATRÁS
l debate sobre vivien-
da suele empezar por 
la constatación in-
discutible de que los 

precios han subido de manera 
muy intensa. La cuestión re-
levante es cómo interpretar 
esa subida y qué puede dedu-
cirse de ella. Los datos ofi cia-
les permiten alejarse tanto de 
la minimización del problema 
como de la afi rmación de que 
España constituye una ano-
malía completamente aisla-
da en Europa. La realidad es 
más precisa y, por eso, ofrece 
un punto de partida más útil 
para diseñar soluciones.

El índice armonizado de pre-
cios de vivienda de Eurostat, 
con base 2015 igual a 100, 
sitúa a España en 200,60 en 
el segundo trimestre de 2026. 
Esto supone un aumento no-
minal del 100,6% respecto a la 
media de 2015. El incremento 
es muy superior al 68,6% re-
gistrado por la Unión Euro-
pea en el mismo periodo. Sin 

embargo, cuando se ordenan 
los países con información 
comparable, España ocupa el 
puesto 14 de 26. Trece países 
han registrado una subida 
acumulada superior. El dato 
no resta gravedad al encareci-
miento español, pero impide 
sostener que la evolución de 
largo plazo sea un fenómeno 
exclusivamente nacional.

La fotografía cambia cuando 
se observa la aceleración re-
ciente. En 2026-T2 el precio 
de la vivienda aumenta en 
España un 12,1% interanual, 
frente al 4,7% de la Unión 
Europea. En esa compara-
ción España se sitúa entre los 
mercados con mayor creci-
miento, en sexto lugar entre 
los países comparables. Es, 
por tanto, razonable hablar 
de una presión especialmen-
te intensa en el momento ac-
tual. La conclusión rigurosa 
es que España no es el único 
país europeo con fuertes su-
bidas acumuladas, pero sí 

atraviesa una fase reciente de 
crecimiento de precios mu-
cho más rápida que la media 
comunitaria.

La difi cultad para acceder a 
una vivienda no puede expli-
carse diciendo simplemente 
que los salarios en España 
sean bajos o que hayan per-
manecido prácticamente 
congelados. Los salarios y 
las rentas han crecido, pero 
el precio de la vivienda lo ha 
hecho con mucha mayor in-
tensidad. La propia relación 
precio/renta utilizada por 
la OCDE muestra que des-
de 2015 el precio residencial 
ha avanzado claramente por 
encima de la renta disponi-
ble: el índice español alcanza 
124,9 en 2025 y 128,5 en el úl-
timo trimestre de ese año. Es 
decir, el problema no es que 
los ingresos no hayan avan-
zado, sino que la vivienda se 
ha alejado de ellos porque su 
precio ha crecido mucho más 
deprisa.

La explicación fundamental 
hay que buscarla en la inca-
pacidad de la oferta para res-
ponder al crecimiento de la 
demanda. Entre 2021 y 2025 
se acumuló un diferencial 
cercano a 750.000 viviendas 
entre la creación de hogares 
y la producción de vivienda 
nueva. Cuando se incorporan 
nuevos hogares al mercado y 
no se construye vivienda sufi -
ciente allí donde se necesita, 
la presión sobre los precios 
aumenta inevitablemente. 
Por eso el problema de ac-
cesibilidad no se resolverá 
convirtiéndolo únicamente 
en una cuestión salarial: hay 
que actuar sobre la escasez de 
vivienda, movilizar suelo, re-
ducir los tiempos de planea-
miento y licencias y recuperar 
la capacidad de construcción.

A esa insufi ciencia de nueva 
oferta se añade el compor-
tamiento del mercado del 
alquiler. La inseguridad jurí-
dica percibida por el pequeño 

E
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propietario, especialmente 
ante el riesgo de impagos 
prolongados, ocupaciones o 
difi cultades para recuperar la 
vivienda y hacer cumplir un 
contrato, puede desincentivar 
que determinados inmuebles 
permanezcan en el alquiler 
residencial. El propietario 
que percibe demasiado riesgo 
puede vender, retirar la vi-
vienda del mercado o buscar 
fórmulas de arrendamiento 
que considere más seguras. El 
resultado vuelve a ser el mis-
mo: menos oferta disponible 
en un mercado que ya parte 
de una situación de escasez. 
Por eso proteger a las familias 
vulnerables debe ser una res-
ponsabilidad de las políticas 
públicas, compatible con ofre-
cer seguridad jurídica al pro-
pietario y garantizar el cum-
plimiento de los contratos.

También conviene evitar otra 
simplifi cación. El promedio 
nacional no describe de for-
ma idéntica la situación de 
todos los hogares ni de todos 
los territorios. La Comisión 

Europea sitúa la tasa de so-
brecarga de costes de vivien-
da en España en el 7,2% en 
2025, ligeramente por debajo 
del 7,7% de la Unión Euro-
pea. Sin embargo, la carga 
aumenta de forma muy in-
tensa entre hogares en riesgo 
de pobreza y en determinadas 
áreas urbanas. Los atrasos en 
hipoteca o alquiler también 
superan la media europea. 
Por eso no es correcto afi rmar 
que el promedio nacional de-
muestre ausencia de proble-
ma. Lo que demuestra es que 
la tensión está distribuida de 
manera desigual y golpea con 
especial dureza a grupos y 
mercados concretos.

Esa concentración territo-
rial es decisiva. El Banco de 
España señala que más de la 
mitad del diferencial entre 
creación de hogares y vivien-
da nueva de 2021 a 2025 se 
concentra en seis provincias: 
Madrid, Barcelona, Alicante, 
València, Murcia y Málaga. 
Esto ayuda a explicar por qué 
un país puede disponer de vi-

viendas vacías en determina-
das zonas y, al mismo tiempo, 
padecer una escasez aguda 
allí donde se genera empleo y 
llegan nuevos hogares. La vi-
vienda es un bien inmóvil. Un 
inmueble desocupado en un 
territorio con poca demanda 
no resuelve automáticamente 
las necesidades residenciales 
de una zona con fuerte creci-
miento demográfi co y laboral.

La comparación europea, 
por tanto, debe servir para 
entender el problema, no 
para relativizarlo ni para 
exagerarlo. España compar-
te con otros países tensiones 
de precios, pero presenta 
una combinación propia de 
factores: crecimiento rápido 
de hogares en determinadas 
áreas, oferta nueva insufi -
ciente, planeamiento lento, 
escasez de suelo fi nalista, 
falta de profesionales y un 
parque de vivienda social 
particularmente reducido. 
La política pública puede 
actuar sobre varios de esos 
elementos, pero necesita ha-

cerlo a partir de indicadores 
comparables y evitando con-
vertir una cifra aislada en 
una explicación total.

La principal consecuencia de 
esta lectura es que el debate 
debería desplazarse desde 
la búsqueda de un culpa-
ble único hacia la capacidad 
efectiva de ampliar la oferta 
y mejorar la accesibilidad. Si 
los precios crecen más depri-
sa que las rentas, la solución 
sostenible pasa por conseguir 
que la vivienda deje de ser es-
tructuralmente escasa en los 
mercados más tensionados y 
por reforzar, al mismo tiem-
po, la protección de quienes 
no pueden acceder a ella. Ni 
la comparación con Europa 
elimina el problema español 
ni la intensidad del proble-
ma autoriza a simplifi car sus 
causas. Precisamente porque 
la situación es grave, necesita 
un diagnóstico más riguroso 
y menos proclive a convertir 
la vivienda en un campo de 
confrontación política per-
manente.
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ENTREVISTA
¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones? 

Toda movilización refl eja 
preocupaciones que deben 
ser escuchadas, y el acceso a 
la vivienda es indudablemen-
te una de ellas. Dicho esto, 
deberíamos procurar que el 
debate contribuya a construir 
soluciones y no a profundizar 
enfrentamientos. La vivienda 
afecta a trabajadores, em-
presas, inversores, jóvenes 
y familias y se ha convertido 
también en una cuestión de 
competitividad. Por tanto, 
merece un análisis que vaya 
más allá del confl icto laboral 
y que incorpore urbanismo, 
inversión, movilidad, regu-
lación, fi scalidad y política 
social.

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral? 

Es un problema estructural 
que no tiene su base en los 
salarios. De hecho, muchas 
de sus causas se encuentran 
en ámbitos donde la empre-
sa tiene poca capacidad de 
actuación directa porque co-
rresponden al campo de las 
decisiones políticas. El reto es 
conectar política de vivienda 
y política económica, porque 
una ciudad o un territorio que 
atrae empleo debe ser capaz 
también de alojar a quienes 
hacen posible esa actividad.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico 
del problema de la vivien-
da? 

Tenemos una demanda cre-
ciente y territorialmente con-
centrada frente a una oferta 
con difi cultades para reaccio-
nar. Esa es la idea central. 

Después debemos analizar 
por qué la oferta es rígida y lo 
es por la falta de suelo, trami-
taciones eternas, capacidad 
empresarial, mano de obra, 
costes, fi nanciación y regu-
lación. También debemos 
reconocer que determinadas 
presiones de demanda tienen 
distinta intensidad según el 
territorio. Por ello necesita-
mos políticas basadas en da-
tos y capaces de diferenciar 
situaciones. Una solución 
uniforme para todo el país 
difícilmente responderá igual 
de bien a mercados residen-
ciales muy diferentes.

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa? 

La comparación europea ofre-
ce una lección interesante. 
España no es una excepción 
absoluta. Otros mercados 
han registrado crecimientos 
acumulados superiores. Sin 
embargo, la aceleración espa-

ñola de 2026 es muy intensa y 
claramente superior a la me-
dia europea. La conclusión 
útil no es afi rmar que somos 
un caso único, sino recono-
cer que tenemos una tensión 
especialmente seria en este 
momento y que deberíamos 
aprender tanto de nuestros 
propios errores como de las 
experiencias de otros países. 

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas? 

Es una señal esencial para 
cualquier análisis económi-
co. Si el número de hogares 
aumenta persistentemente 
por encima del número de 
viviendas que incorporamos, 
acumulamos una necesidad 
residencial insatisfecha. El 
Banco de España estima ese 
diferencial en aproximada-
mente 750.000 viviendas en-
tre 2021 y 2025. Pero también 

debemos observar dónde se 
produce, porque una vivienda 
no puede trasladarse de un 
territorio con poca demanda 
a otro donde se concentra el 
empleo. La localización de la 
oferta resulta tan importante 
como su cantidad. 

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema? 

Una economía dinámica debe 
aspirar a mejorar los salarios, 
pero debemos vincular esa 
evolución a la productividad 
y al crecimiento empresarial. 
Desde el punto de vista resi-
dencial, además, los ingresos 
son únicamente una parte de 
la ecuación. La relación entre 
precio y renta se ha deterio-
rado de manera clara desde 
2015, pero ello no se debe 
tanto a la cuantía del salario 
como a una tensión muy gra-
ve en la oferta de viviendas 
que hace que el precio se dis-
pare por encima de lo que se-
ría razonable y, por tanto, que 
se desplace del salario medio.  

¿Se está culpando injus-
tamente al promotor y a 
las empresas del precio 
de la vivienda? 

Creo que conviene evitar 
cualquier demonización. Sin 
iniciativa pública y privada 
no vamos a disponer del vo-
lumen de vivienda que ne-
cesitamos. La promoción es 
una actividad económica que 
moviliza capital, empleo, pro-
fesionales, materiales y fi nan-
ciación. Naturalmente tiene 
que estar regulada y debe 
existir competencia, pero si 
hacemos inviable la inversión 
obtendremos justamente el 
resultado contrario al que 
buscamos: menos oferta. La 
política pública debe esta-
blecer reglas claras y, dentro 
de ellas, facilitar que distin-
tos operadores compitan por 
producir más y mejor.

María de los Ángeles Martínez Hurtado
Presidenta de la Cámara de Comercio de Toledo y del 
Consejo Regional de Cámaras de Comercio de CLM

Una economía dinámica debe 
aspirar a mejorar los salarios, 

pero debemos vincular esa 
evolución a la productividad y 

al crecimiento empresarial. 

NOTICIAS
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¿Qué peso tienen el sue-
lo, el planeamiento urba-
nístico y las licencias? 

Son fundamentales porque 
condicionan el tiempo que ne-
cesita una inversión para con-
vertirse en una vivienda real. 
Desde la óptica empresarial, 
el tiempo es un coste. Desde 
la óptica social, también lo es, 
porque cada vivienda retra-
sada es una vivienda que una 
familia no puede utilizar. Las 
fuentes ofi ciales confi rman 
que la el tiempo para desarro-
llar proyectos urbanísticos y 
la falta de suelo constituyen 
obstáculos relevantes. Por 
eso necesitamos agilidad y 
mayor previsibilidad. 

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con 
la vivienda? 

Toda fi scalidad debería eva-
luarse también por los efec-
tos económicos que produce. 
Si un tributo encarece una 
inversión necesaria o altera 
de manera signifi cativa su 
viabilidad, conviene saberlo 
y decidir conscientemente si 
ese resultado es el deseado. 
No se trata de plantear una 
eliminación indiscriminada 
de impuestos, sino de garan-
tizar coherencia entre los ob-
jetivos. Si queremos vivienda 
asequible, deberíamos anali-
zar todos los elementos públi-
cos y privados que terminan 
formando parte de su coste.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario? 

La confi anza es uno de los 
activos más importantes de 
cualquier mercado. Un pro-
pietario necesita saber que 
el contrato se cumplirá y un 
inquilino necesita saber que 
sus derechos estarán prote-
gidos. Si cualquiera de esas 
dos seguridades desaparece, 
se reduce la disposición a 
participar en el mercado. Las 
políticas de apoyo a personas 
vulnerables deben ser sufi -
cientemente fuertes como 
para que la protección social 

no descanse en el propieta-
rio. El objetivo tiene que ser 
sumar vivienda al alquiler 
estable, no restarla.

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble? 

Sí. Probablemente es uno de 
los ámbitos donde la compa-
ración internacional resulta 
más clara. Nuestro parque 
social de alquiler es pequeño 
frente a la media europea se-
gún la OCDE. Un parque ase-
quible permanente funciona 
además como estabilizador y 
ofrece una respuesta a quie-
nes, incluso en condiciones 
económicas normales, no 
pueden acceder al mercado.

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios? 

No parece razonable con-
vertir un fenómeno macro-
económico complejo en una 

responsabilidad empresarial 
genérica. Los precios incor-
poran energía, fi nanciación, 
transporte, materias primas, 
salarios, impuestos y nume-
rosos costes regulatorios. Las 
empresas operan dentro de 
ese entorno y compiten entre 
ellas. Una economía con ma-
yor productividad y compe-
tencia es precisamente una 
de las mejores herramientas 
para contener costes y mejo-
rar salarios reales.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta? 

La capacidad productiva 
es hoy una restricción real. 
Podemos movilizar suelo y 
aprobar proyectos, pero des-
pués necesitamos empresas 
y trabajadores capaces de 
ejecutarlos. La escasez de 
mano de obra demuestra que 
la política residencial tam-
bién necesita una política 
de Formación Profesional, 
cualifi cación, innovación, 

construcción industrializa-
da y atracción ordenada de 
profesionales inmigrantes 
son partes de una misma es-
trategia. 

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empe-
zar a solucionar el pro-
blema? 

La primera sería establecer 
un marco estable que sobre-
viva al corto plazo político. A 
partir de ahí, movilizar suelo 
en los lugares donde exista 
demanda, agilizar los proce-
dimientos sin reducir garan-
tías, ampliar vivienda social, 
facilitar inversión, aumentar 
la seguridad del alquiler y 
fortalecer la capacidad del 
sector de la construcción. 
También deberíamos medir 
resultados como las vivien-
das efectivamente termina-
das, suelo realmente pre-
parado y tiempos reales de 
tramitación. La política debe 
evaluarse por las viviendas 
que llegan a las familias, no 
solo por los anuncios.

¿Qué mensaje traslada-
ría fi nalmente ante la 
huelga del 11 de noviem-
bre? 

Que este problema necesi-
ta más diálogo económico 
y menos confrontación. La 
vivienda se ha convertido en 
una condición para el creci-
miento, la movilidad laboral 
y la cohesión social. Un tra-
bajador que no puede vivir 
cerca de su empleo tiene un 
problema. La empresa que 
no puede contratarlo tam-
bién. Por eso la solución no 
consiste en decidir quién 
está a un lado y quién al otro. 
Necesitamos Administracio-
nes, sindicatos, empresas y 
organizaciones sociales tra-
bajando sobre objetivos con-
cretos: más vivienda, más 
vivienda asequible, más agi-
lidad, más seguridad y mayor 
capacidad productiva. Esa 
sería una respuesta mucho 
más efi caz a una preocupa-
ción que, en realidad, todos 
compartimos.

Un propietario 
necesita saber que 

el contrato se cumplirá y 
un inquilino necesita saber 
que sus derechos estarán 

protegidos.

Una economía con mayor 
productividad y competencia 

es precisamente una de las 
mejores herramientas para 
contener costes y mejorar 

salarios reales.
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EL DÉFICIT DE OFERTA 
ES EL DATO ESTRUCTURAL QUE 

NO PUEDE IGNORARSE
a discusión sobre 
vivienda admite mu-
chas perspectivas, 
pero hay un dato, 

la creación de hogares, que 
ocupa una posición central 
en el diagnóstico porque ha 
superado de forma sostenida 
a la producción de vivienda 
nueva. El Banco de España 
estima que entre 2021 y 2025 
se acumuló un diferencial 
cercano a 750.000 viviendas. 
La cifra exige una lectura 
cuidadosa, porque no es un 
censo de familias sin aloja-
miento ni puede trasladarse 
mecánicamente a cada mu-
nicipio. Es, sin embargo, una 
señal contundente de que 
la oferta ha respondido con 
demasiada lentitud frente al 
crecimiento de la demanda 
residencial.

La concentración geográfi ca 
refuerza esa conclusión. Se-
gún el Banco de España, el 
52,5% del diferencial se lo-
caliza en Madrid, Barcelona, 
Alicante, València, Murcia y 
Málaga. Esto confi rma que la 
crisis de vivienda no se dis-
tribuye de manera uniforme. 
Existen territorios con menor 
presión y otros en los que el 
empleo, la población, la mi-
gración y la formación de ho-
gares crecen a un ritmo que 
la construcción no consigue 
acompañar. En esos lugares, 
la escasez se traduce en ma-
yor competencia por cada 
vivienda disponible y termina 
presionando sobre precios y 
alquileres.

La OCDE llega a una lectu-
ra coherente mediante otra 
medida. Entre 2022 y 2024 
se emitieron en España alre-
dedor de 345.000 permisos 
de construcción, frente a una 

creación neta aproximada de 
604.000 hogares. Las cifras 
no deben sumarse con otras 
estimaciones porque utilizan 
periodos y defi niciones di-
ferentes, pero apuntan en la 
misma dirección:  la incorpo-
ración de nueva oferta no ha 
seguido el ritmo de las nuevas 
necesidades residenciales. La 
cuestión fundamental no es 
solo cuánta población tiene 
España, sino cuántos hogares 
se forman y dónde se forman.

La evolución social explica 
parte de este fenómeno. Los 
hogares pueden aumentar, 
aunque la población lo haga 
a un ritmo menor, porque 
cambia su tamaño, crece el 
número de personas que vi-
ven solas y una misma po-
blación puede repartirse en 
más unidades residenciales. 
A ello se añade la llegada de 
nuevos residentes, la concen-
tración del empleo en áreas 
metropolitanas y zonas tu-
rísticas y la demanda no resi-
dente en algunos territorios. 
Todos estos factores elevan 
la necesidad de vivienda, 
pero no tendrían el mismo 
efecto sobre los precios si 
la oferta pudiera reaccionar 
con mayor rapidez.

Ahí aparece la verdadera di-
fi cultad. Una vivienda nue-
va no puede producirse de 
manera inmediata. Antes de 

construir hay que disponer 
de suelo apto, completar el 
planeamiento, urbanizar, 
obtener informes y licencias, 
fi nanciar la operación, con-
tratar profesionales, ejecutar 
la obra y fi nalmente poner 
el inmueble en el mercado. 
Cuando cada una de esas fa-
ses se prolonga, la respuesta 
de la oferta llega tarde. El 
Banco de España identifi ca 
entre las restricciones es-
tructurales la insufi ciencia 
de mano de obra, la lentitud 
de los desarrollos urbanísti-
cos y la escasez de suelo fi na-
lista. También menciona el 
aumento de costes de cons-
trucción.

Por eso la escasez no puede 
resolverse únicamente re-
gulando el precio fi nal. Una 
norma puede modifi car las 
condiciones de un contra-
to o establecer límites, pero 
no crea por sí misma las vi-
viendas adicionales que ne-
cesitan los nuevos hogares. 
En un mercado donde la 
demanda supera claramente 
a la oferta, la presión puede 
desplazarse de un mecanis-
mo a otro. Si el precio queda 
limitado, la selección puede 
endurecerse mediante mayo-
res garantías, nóminas más 
elevadas o perfi les de me-
nor riesgo. La protección al 
inquilino es necesaria, pero 
debe ir acompañada de po-

líticas que aumenten la can-
tidad de vivienda disponible.

Tampoco basta con señalar 
la existencia de viviendas 
vacías como prueba de que 
no hace falta construir. La 
localización es determinan-
te. Una vivienda desocupada 
en un territorio con pérdida 
de población no puede tras-
ladarse a una zona donde se 
concentran empleo y nuevos 
hogares. Parte del parque 
vacío puede movilizarse me-
diante rehabilitación, garan-
tías al alquiler y políticas de 
recuperación, y debe hacerse. 
Pero incluso una moviliza-
ción ambiciosa no elimina la 
necesidad de producir nueva 
vivienda en aquellos merca-
dos donde la oferta existente 
no se corresponde con la de-
manda real.

La respuesta necesita com-
binar instrumentos. El sec-
tor privado debe contar con 
condiciones que permitan 
invertir y construir, y la Ad-
ministración debe ampliar el 
parque público y asequible, 
preparar suelo, reducir tiem-
pos administrativos y ofre-
cer seguridad jurídica. Si el 
objetivo es aliviar la presión 
sobre los hogares, no puede 
medirse el éxito por anuncios 
o compromisos futuros, sino 
por viviendas terminadas y 
disponibles. El dato de los 
750.000 no es una consigna 
ni una cifra para la confron-
tación. Es una advertencia: 
durante varios años, España 
ha creado hogares más de-
prisa de lo que ha producido 
vivienda. Mientras ese des-
equilibrio no empiece a corre-
girse, la tensión sobre precios 
y accesibilidad seguirá siendo 
difícil de resolver.

L
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El Banco de España estima 
que entre 2021 y 2025 se 
acumuló un diferencial 

cercano a 750.000 viviendas. 
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SUELO, PLANEAMIENTO Y LICENCIAS: 
CUANDO LA OFERTA LLEGA TARDE, EL 
COSTE LO PAGA TODO EL MERCADO

onstruir vivienda 
exige mucho más 
que disponer de te-
rreno. Entre un sue-

lo y una vivienda terminada 
existe una cadena larga de 
decisiones urbanísticas, in-
formes, autorizaciones, obras 
de urbanización, fi nanciación 
y licencias. Cada una de esas 
etapas cumple una función y 
ninguna política seria debería 
confundirse con la elimina-
ción de controles necesarios. 
El problema surge cuando 
los procedimientos son tan 
lentos y complejos que la 
capacidad de responder a la 
demanda queda bloqueada 
durante años.

El Banco de España identifi ca 
expresamente la lentitud de 
los desarrollos urbanísticos 
y la escasez de suelo fi nalis-
ta entre las principales res-
tricciones estructurales de la 
oferta residencial. La OCDE 
coincide en describir los pro-
cesos de planifi cación en Es-
paña como largos y complejos 
y recomienda simplifi carlos, 
digitalizarlos y aumentar la 
certidumbre. Esa coinciden-
cia es importante porque 
desplaza el debate desde la 
impresión subjetiva hacia la 
constatación de que el tiempo 
administrativo forma parte 
del problema de oferta. La 
regla general que los planea-
mientos tardan en confeccio-
narse de diez a quince años 
en España. Lo que resulta 
paradójico porque el planea-
miento intenta anticipar ne-
cesidades futuras, e manera 
que, si se demora demasiado, 
existe el riesgo de que la rea-
lidad que pretendía ordenar 
haya cambiado cuando entra 
en vigor. El crecimiento de 
una ciudad, la localización 

del empleo, las infraestructu-
ras necesarias y la demanda 
residencial no permanecen 
congelados. Cuando la plani-
fi cación llega tarde, la nueva 
oferta también. Y cuando la 
oferta llega tarde en un mer-
cado tensionado, los hogares 
compiten durante más tiem-
po por el mismo número in-
sufi ciente de viviendas.

La concesión de licencias 
plantea un problema seme-
jante. Su tramitación y con-
cesión superan los plazos 
legalmente previstos en dos, 
tres y hasta cuatro años, es-
pecialmente si intervienen 
informes de distintas admi-
nistraciones. El coste de esa 
demora no desaparece mien-
tras el expediente permane-
ce pendiente porque el suelo 
sigue fi nanciado, los equipos 
técnicos continúan generan-
do gastos, las garantías y los 
impuestos se mantienen y el 
capital permanece inmovili-
zado. El proyecto no está pa-
rado desde el punto de vista 

económico, sigue acumulan-
do costes antes de poder em-
pezar a producir.

Ese efecto importa porque 
ayuda a explicar por qué la 
burocracia puede terminar 
incorporándose al precio. 
No signifi ca que cada euro 
de coste administrativo se 
traslade automáticamente al 
comprador ni que el margen 
empresarial sea irrelevante. 
Signifi ca que una promoción 
tiene un coste fi nanciero y 
operativo que aumenta cuan-
do el tiempo se prolonga. En 
un mercado con poca oferta, 
retrasar la entrada de nuevas 
viviendas también mantiene 
durante más tiempo la pre-
sión sobre las existentes.

Y es aquí donde se produce 
la contradicción de exigir al 
sector privado que aumente 
rápidamente la oferta y no se 
obligue a la Administración a 
resolver con rapidez los trá-
mites necesarios para poder 
hacerlo. La solución no pasa 

por rebajar estándares am-
bientales, técnicos o patrimo-
niales, sino por organizar me-
jor los procedimientos. Una 
administración efi ciente no 
es la que autoriza todo, sino 
la que decide con criterios 
claros, previsibles y dentro 
de plazos compatibles con la 
actividad económica. Digita-
lización, coordinación entre 
organismos y reglas más sen-
cillas pueden reducir tiempo 
sin reducir garantías.

También es necesario distin-
guir entre suelo existente y 
suelo fi nalista. España dispo-
ne de territorio, pero no todo 
terreno está preparado para 
edifi car. Para convertirse en 
un solar apto necesita clasifi -
cación, planeamiento, repar-
celación cuando corresponda, 
urbanización, accesos, servi-
cios y autorizaciones. La polí-
tica de vivienda debe atender 
a esa cadena completa. No 
basta con anunciar suelo po-
tencial si después no puede 
transformarse en oferta efec-
tiva en un plazo razonable.

La vivienda necesita una 
gestión pública capaz de 
acompasar sus tiempos a la 
realidad social. Si la deman-
da crece hoy y la oferta tarda 
muchos años en reaccionar, 
el desequilibrio se acumula. 
Por eso reducir los tiempos 
de planeamiento y licencia 
no es una reivindicación 
corporativa aislada. Es una 
política de vivienda. Cada 
procedimiento que se re-
suelve antes, con las mismas 
garantías, acerca la oferta al 
momento en que realmente 
se necesita y reduce uno de 
los factores que contribuyen 
a encarecer y retrasar el pro-
ducto fi nal.

C
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ENTREVISTA
¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones?

Respetamos plenamente 
el derecho de huelga, pero 
creemos que el problema de 
la vivienda no debe conver-
tirse en un enfrentamiento 
entre empresarios y trabaja-
dores. El problema es que la 
oferta de vivienda no crece 
al ritmo de la demanda. La 
solución pasa por abordar 
las causas estructurales del 
problema, facilitar la cons-
trucción de más viviendas y 
agilizar su puesta en el mer-
cado. Necesitamos colabora-
ción no enfrentamientos que 
no resuelven las difi cultades 
de acceso a la vivienda. Ade-
más, no basta con hablar de 
cuánto suben los salarios, 
debemos fi jarnos en cuánto 
dinero llega realmente al bol-
sillo de los trabajadores. Una 
reducción de la tributación 
sobre las rentas del trabajo, 
especialmente en los tramos 
bajos y medios, podría pro-
porcionar mayor liquidez a 
muchas familias y ayudarles 
a afrontar el alquiler, la hi-
poteca y el resto de los gastos 
cotidianos.

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral?

No. Y eso lo evidencia la ac-
titud sindical. Los sindicatos 
se han sumado a la huelga 
promovida por el sindicato 
de inquilinas. Aprovechar 
una coyuntura para convertir 
la huelga en laboral resulta 
forzado. Debemos distinguir 
entre la negociación salarial 
y las políticas de vivienda. El 
objetivo debe ser que haya 
más viviendas disponibles 

y que las familias puedan 
acceder a ellas, no trasladar 
a la negociación laboral una 
responsabilidad que corres-
ponde a un conjunto mucho 
más amplio de factores es-
tructurales.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico 
del problema de la vi-
vienda?

Que la demanda ha creci-
do mucho más deprisa que 
nuestra capacidad para cons-
truir nuevas viviendas y po-
nerlas en el mercado. Debe-
mos preguntarnos por qué, 
y la respuesta es clara: falta 
de suelo preparado, desarro-
llos urbanísticos complejos, 
licencias que se demoran, 
costes elevados, difi cultades 
de fi nanciación y escasez 
de profesionales. Desde el 
punto de vista del pequeño 
propietario que alquila, falta 
seguridad jurídica. 

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa?

No creo que debamos obse-
sionarnos con determinar si 
España es una anomalía in-
mobiliaria dentro de Europa. 
Cada país tiene sus propias 
circunstancias y las solucio-
nes que funcionan en otros 
lugares no siempre son direc-
tamente trasladables a nues-
tra realidad. En España tene-
mos un problema porque la 
demanda de vivienda ha cre-
cido más deprisa que nues-
tra capacidad para construir 
nuevas viviendas, y eso exige 
actuar sobre las causas que 
limitan la oferta. Además, la 
propiedad sigue siendo una 
aspiración para muchas fa-
milias, por lo que las políticas 
de vivienda deberían centrar-
se también en facilitar el ac-
ceso a la compra, revisando 
los costes fi scales, los gastos 
iniciales y los mecanismos de 
fi nanciación.

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas vi-
viendas?

Es el origen estructural del 
problema. El crecimiento de 
la población no ha encontrado 
respuesta en la oferta, condi-
cionada como ya he dicho por 
la falta de suelo preparado, los 
plazos administrativos, los cos-
tes y la capacidad limitada del 
sector para construir más. Por 
eso, necesitamos incrementar 
nuestra capacidad productiva 
y conseguir que las viviendas 
se terminen y lleguen al mer-
cado. No basta con anunciarlas 
o planifi carlas. Si queremos re-
ducir el défi cit y aliviar la pre-
sión sobre los precios, tenemos 
que construir las viviendas que 
hacen falta allí donde existe 
demanda.

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema? 

Los salarios son importantes 
y deben evolucionar conforme 
lo permita la productividad de 
las empresas, pero no pode-
mos confundir dos cuestiones 
diferentes. Los salarios han 
crecido, mientras que el precio 
de la vivienda lo ha hecho con 
mucha mayor intensidad. La 
explicación no puede reducirse 
a decir que existe un problema 
salarial. Si una ciudad genera 
miles de nuevos hogares y no 
produce sufi cientes viviendas, 
tendremos tensión indepen-
dientemente de cuánto discu-
tamos sobre los salarios. 

¿Se está culpando injusta-
mente al promotor y a las 
empresas del precio de la 
vivienda?

Con demasiada frecuencia se 
habla de la construcción de 
viviendas como si producirlas 

Mayte García-Lozoya
Presidenta de la Asociación de Empresas de la Construcción 

y Afi nes de la Provincia de Toledo (AECA-TOLEDO)

En España tenemos un problema 
porque la demanda de vivienda ha 

crecido más deprisa que nuestra 
capacidad para construir nuevas 

viviendas, y eso exige actuar sobre 
las causas que limitan la oferta.
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fuera un proceso inmediato. 
El proceso es largo y complejo. 
Es necesario disponer de desa-
rrollo del suelo y planifi cación 
urbanística ágil, A ello se aña-
de la elaboración de proyec-
tos técnicos, la obtención de 
licencias y autorizaciones, y la 
búsqueda de fi nanciación. Y, 
además, hay que disponer de 
profesionales cualifi cados, ma-
quinaria, energía, materiales e 
instalaciones. Todo ello, sin ol-
vidar la normativa técnica que 
es muy exigente. El promotor 
se encuentra en primera línea 
ante la opinión pública, porque 
la sociedad solo ve el precio de 
la vivienda y desconoce todo 
el proceso que ha sido nece-
sario para llegar a la entrega 
de llaves. Si queremos que se 
construyan más viviendas y 
más rápido debemos dotar al 
sistema de mayor agilidad y 
previsibilidad, simplifi car los 
procedimientos, reducir los re-
trasos injustifi cados, mejorar 
la coordinación entre las Ad-
ministraciones y proporcionar 
seguridad jurídica. 

¿Qué peso tienen el suelo, 
el planeamiento urbanísti-
co y las licencias?

Son factores determinantes, 
porque condicionan cuándo 
puede comenzar realmente la 
construcción de una vivienda. 
De hecho, constituyen algunos 
de los principales obstáculos 
para agilizar la promoción 
residencial, especialmente 
cuando los procedimientos se 
prolongan durante años. Una 
constructora puede disponer 
de capacidad, fi nanciación y 
trabajadores, pero no puede 
iniciar una obra si el suelo no 
está preparado urbanística-
mente o si no cuenta con las 
autorizaciones necesarias. Por 
eso, el problema surge cuando 
los plazos administrativos y ur-
banísticos no se corresponden 
con la rapidez con la que crece 
la necesidad de vivienda. Ade-
más, durante todo ese tiempo 
los costes siguen acumulándo-
se. Por eso, resulta imprescin-
dible revisar los procedimien-
tos, mejorar la coordinación 

entre las Administraciones y 
facilitar las condiciones que 
permiten hacerlas posibles rá-
pidamente.

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con la 
vivienda?

Sí. Y voy a poner un solo ejem-
plo: reducir el IVA de la vivien-
da nueva del 10 % al 4 % su-
pondría un ahorro de 10.800 
euros en una vivienda de 
180.000 euros. Para muchas 
familias, esa cantidad repre-
senta una parte muy impor-
tante del ahorro que necesitan 
reunir para comprar. Actuar 
sobre los impuestos asociados 
a la construcción, adquisición 
y transmisión con medidas 
equilibradas facilitaría un 
ajuste más rápido de oferta y 
demanda.

¿Qué papel desempeñan la 
seguridad jurídica y el pe-
queño propietario?

La seguridad jurídica es fun-
damental porque si el pequeño 
propietario no tiene confi an-
za en que sus derechos están 
protegidos puede decidir no 
alquilar y eso reduce la ofer-
ta disponible, perjudicando a 
quienes buscan una vivienda. 
Por supuesto, las familias vul-
nerables necesitan protección, 
pero esa responsabilidad debe 
apoyarse en políticas públicas 
y recursos sufi cientes, sin tras-
ladar toda la carga a un propie-
tario particular. 

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble?

Sí, España necesita más vi-
vienda pública y asequible 
para atender a las familias que 
no encuentran una respuesta 
adecuada en el mercado. Pero 
debemos recordar que anun-
ciar viviendas no equivale a 
ponerlas a disposición de los 
ciudadanos: hay que disponer 
de suelo, fi nanciación, proyec-
tos, empresas, trabajadores y 
capacidad de ejecución. Por 
eso, la colaboración públi-

co-privada puede contribuir 
a acelerar la construcción. La 
Administración debe fi jar los 
objetivos sociales y garantizar 
que las viviendas lleguen a 
quienes las necesitan, mientras 
que la capacidad técnica y pro-
ductiva de las empresas puede 
ayudar a convertir esos objeti-
vos en realidad. Lo importante 
es pasar de los anuncios a los 
resultados. Necesitamos más 
vivienda pública y asequible, 
pero, sobre todo, viviendas ter-
minadas y disponibles para las 
familias.

¿Es justo responsabilizar a 
las empresas de la pérdida 
de poder adquisitivo y del 
aumento general de los 
precios?

No. El coste de una vivienda 
depende de muchos factores 
que no dependen de la volun-
tad del empresario porque él 
no fi ja el precio de sus costes, 
los fi ja el mercado. Por eso, 
más que buscar culpables, de-
bemos analizar cómo podemos 
reducirlos, porque si queremos 
que la vivienda sea más accesi-
ble, necesitamos actuar sobre 
los factores que encarecen su 
producción. 

¿Existe capacidad sufi cien-
te para construir todas las 
viviendas que hacen falta?

Es una de nuestras principales 
preocupaciones. Tras la crisis 
de 2008, el sector perdió mu-
chas empresas y profesionales, 
y esa capacidad productiva 
no se recupera de un día para 
otro. Ahora necesitamos cons-
truir más viviendas, pero nos 
encontramos con difi cultades 
para incorporar trabajadores 
cualifi cados y ampliar la ca-
pacidad de las empresas. Por 
eso, necesitamos invertir en 
formación profesional, atraer 
a jóvenes, mejorar el atractivo 
del sector y facilitar, cuando 
sea necesario, la contratación 
ordenada de profesionales ex-
tranjeros. También debemos 
ofrecer estabilidad para que 
las empresas puedan invertir 
y crecer. Una política de vi-

vienda que no tenga en cuenta 
quién va a construir las vivien-
das estará incompleta. Pode-
mos fi jar objetivos ambiciosos, 
pero necesitamos empresas, 
trabajadores y capacidad pro-
ductiva para convertirlos en 
viviendas reales.

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empezar 
a solucionar el problema?

Ya lo he comentado varias 
veces, es prioritario disponer 
de suelo preparado, agilizar el 
planeamiento y la concesión 
de licencias, manteniendo to-
das las garantías y evitando 
retrasos injustifi cados. Tene-
mos que recuperar la capaci-
dad empresarial y laboral del 
sector, garantizar estabilidad 
normativa y seguridad jurí-
dica, ampliar la vivienda pú-
blica y asequible mediante la 
colaboración público-privada. 
Y debemos impulsar la indus-
trialización de los procesos 
y mejorar la productividad, 
además de estudiar medidas 
fi scales y fi nancieras que faci-
liten el acceso de las familias a 
la compra y al alquiler. Porque 
el problema no se resolverá 
únicamente con anuncios o 
planes, sino construyendo las 
viviendas que la sociedad ne-
cesita.

¿Qué mensaje trasladaría 
fi nalmente ante la huelga 
del 11 de noviembre?

Compartimos la preocupación 
por el acceso a la vivienda y 
respetamos plenamente el 
derecho de huelga, pero cree-
mos que debemos distinguir 
entre expresar una reivindi-
cación y resolver el problema. 
El desequilibrio entre oferta 
y demanda no se corrige en-
frentando a empresarios y 
trabajadores. La solución exi-
ge menos confrontación y 
más medidas efi caces, por-
que el objetivo no debe ser 
buscar falsos culpables, sino 
conseguir que las viviendas 
que necesitan las familias se 
construyan y estén a su al-
cance.
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EL PROMOTOR NO ES EL PROBLEMA, 

a vivienda suele ana-
lizarse como un de-
recho, un activo o un 
gasto familiar, pero 

con demasiada frecuencia se 
olvida su dimensión básica 
ya que una vivienda nueva es 
también el resultado de una 
actividad productiva. Antes de 
que una familia pueda com-
prarla o alquilarla, alguien ha 
tenido que adquirir o aportar 
suelo, fi nanciarlo, urbanizar, 
proyectar, contratar técnicos 
y trabajadores, comprar ma-
teriales, cumplir la normativa, 
asumir riesgos y construir. Esa 
cadena no convierte cualquier 
actuación empresarial en co-
rrecta ni elimina la necesidad 
de regulación. Sí obliga a reco-
nocer que aumentar la oferta 
requiere empresas capaces y 
dispuestas a producirla.

La experiencia posterior a 
2008 es relevante. La crisis 
provocó la desaparición de 
numerosas empresas y la sa-
lida de muchos profesionales 
de la construcción. La produc-
ción de vivienda nueva se re-
dujo durante años y la capaci-
dad del sector no se recuperó 
al mismo ritmo que la forma-
ción de hogares. Hoy, cuando 
los datos ofi ciales muestran 
un diferencial acumulado 
muy elevado entre vivienda 
nueva y hogares creados, Es-
paña necesita precisamente 
más capacidad constructora. 
Señalar de forma genérica al 
promotor como causa princi-
pal del problema resulta con-
tradictorio con la necesidad de 
que existan más operadores 
capaces de transformar suelo 
en vivienda.

La actividad promotora asu-
me además un horizonte 
temporal largo. La inversión 
comienza mucho antes de que 
aparezca el producto fi nal. 

Durante ese periodo se sopor-
tan costes de suelo, urbaniza-
ción, proyectos, fi nanciación, 
impuestos, tasas, garantías 
y equipos profesionales. Si 
el planeamiento o las licen-
cias se retrasan, la inversión 
continúa generando costes. 
Si la regulación cambia de 
forma imprevisible durante 
el desarrollo del proyecto, au-
menta la incertidumbre. Y si 
la rentabilidad esperada deja 
de compensar el riesgo, una 
promoción puede aplazarse o 
no realizarse. En un mercado 
con escasez, cada proyecto 
que no llega a ejecutarse es 
oferta que no aparece.

Esto no signifi ca que la polí-
tica pública deba garantizar 
benefi cios ni renunciar a con-
trolar el sector. La competen-
cia, la responsabilidad em-
presarial y la protección de 
compradores e inquilinos son 
imprescindibles. La cuestión 
es otra. Un sistema que nece-
sita más vivienda debe evitar 
elevar innecesariamente las 
barreras de entrada y los cos-
tes de producirla. Si solo los 
grandes operadores pueden 
soportar años de tramitación, 
incertidumbre y exigencias 
fi nancieras crecientes, el re-
sultado puede ser una mayor 
concentración del mercado. 
Facilitar que empresas me-
dianas y nuevos promotores 
compitan también puede for-
mar parte de una política de 
vivienda orientada a aumen-
tar oferta.

El sector público tampoco 
puede sustituir por completo 
esta capacidad productiva. 
España necesita ampliar de 
forma sostenida la vivienda 
social y asequible, y el redu-
cido peso del alquiler social 
en comparación con la Unión 
Europea demuestra que exis-
te un amplio margen de ac-
tuación pública. Pero incluso 
una inversión pública mucho 
mayor necesitaría construc-
toras, técnicos, materiales y 
trabajadores. La cuestión no 
es elegir entre vivienda públi-
ca o privada, sino conseguir 
que ambas crezcan y se com-
plementen.

La colaboración público-pri-
vada puede ser especialmente 
útil cuando la Administración 
aporta suelo o fi ja condiciones 
de asequibilidad y el sector 
privado aporta fi nanciación, 
organización y capacidad téc-
nica. El documento de conte-
nidos plantea fórmulas en las 
que el suelo público mantie-
ne su titularidad mientras la 
empresa construye y explota 
durante un periodo bajo con-
diciones defi nidas. El objeti-
vo no es sustituir la política 
pública por el mercado, sino 
utilizar capacidades distintas 
para producir antes una vi-
vienda que de otro modo po-
dría tardar más en llegar.

El lenguaje importa porque 
condiciona las políticas. Si 
se presenta toda promoción 
como una actividad mera-

mente especulativa, se tiende 
a ignorar el proceso produc-
tivo que existe entre un te-
rreno y un edifi cio habitable. 
La promoción puede incluir 
comportamientos especula-
tivos, como cualquier otro 
mercado puede incluir prác-
ticas que deben corregirse, 
pero no puede reducirse a 
ellos. Sin promoción no exis-
te vivienda nueva, del mismo 
modo que sin construcción 
no existe la capacidad mate-
rial de levantarla.

España necesita más vivienda 
donde existe demanda y, para 
ello, necesita más suelo dis-
ponible, procedimientos más 
ágiles, fi nanciación, profesio-
nales y empresas. Defender 
unas condiciones razonables 
para invertir no equivale a 
pedir privilegios. Equivale 
a reconocer que el capital y 
la capacidad empresarial se 
dirigen hacia proyectos en 
los que el riesgo y el retorno 
resultan previsibles. Si la po-
lítica de vivienda quiere que 
aparezca oferta, debe conse-
guir que producirla sea via-
ble, competitiva y segura.

El debate debería abandonar, 
por tanto, la imagen de una 
guerra entre empresa y ciu-
dadanía. El trabajador nece-
sita una vivienda accesible y 
la empresa necesita trabaja-
dores que puedan vivir cerca 
de su empleo. El promotor 
necesita compradores o in-
quilinos y la sociedad nece-
sita viviendas terminadas. 
Hay intereses distintos que 
deben equilibrarse, pero tam-
bién una dependencia mutua 
evidente. En un contexto de 
escasez, el empresario que 
transforma suelo y construye 
no sobra. Forma parte de la 
capacidad que España necesi-
ta recuperar.

L
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Un sistema que necesita más 
vivienda debe evitar elevar 

innecesariamente las barreras de 
entrada y los costes de producirla.





ESPECIAL POLÍTICA DE VIVIENDA

PROTEGER AL INQUILINO 
NO PUEDE SIGNIFICAR DESPROTEGER 

AL PROPIETARIO
l mercado del alqui-
ler está formado en 
su mayor parte por 
particulares que po-

seen una vivienda. Para estos 
propietarios, un periodo pro-
longado de impago, un con-
fl icto contractual o un daño 
grave, como la ocupación ile-
gal, puede afectar de manera 
directa a sus ingresos y a su 
patrimonio. Ignorar esa rea-
lidad puede conducir a polí-
ticas que pretendan proteger 
al inquilino y terminen redu-
ciendo la oferta residencial 
disponible.

El problema está en la inse-
guridad jurídica que percibe 
el pequeño propietario cuan-
do no puede recuperar con 
rapidez una vivienda ante 
un incumplimiento o cuando 
soporta durante demasiado 
tiempo costes sin recibir la 
renta pactada. Esa percep-
ción condiciona decisiones 
económicas. Un propietario 
puede vender, optar por mo-
dalidades de arrendamiento 
que considere menos arries-
gadas, seleccionar perfi les 
con mayores garantías o 
mantener temporalmente la 
vivienda fuera del mercado. 
Cada una de esas decisiones 
reduce o restringe la oferta 
destinada al alquiler residen-
cial ordinario.

Algunas de esas decisiones 
son determinados usos al-
ternativos, como el alquiler 
turístico, de habitaciones o de 
temporada, pueden limitar la 
oferta residencial ordinaria 
con una incidencia territo-
rial desigual. La relación con 
la seguridad percibida por el 
propietario no puede cuanti-
fi carse de forma general con 
los datos disponibles, pero 

el razonamiento económico 
es claro, cuando cambia la 
relación entre rentabilidad y 
riesgo, cambian también las 
decisiones sobre el uso del 
inmueble.

Esto no implica dejar des-
protegido al inquilino. La 
estabilidad contractual, la 
previsibilidad de las rentas y 
la protección de las familias 
vulnerables son objetivos le-
gítimos. El problema aparece 
cuando una obligación social 
que corresponde al conjunto 
de la sociedad se concentra 
sobre un propietario indivi-
dual. Si una familia no pue-
de pagar y la Administración 
considera necesario proteger 
su permanencia en la vivien-
da, la respuesta debería apo-
yarse en recursos públicos, 
garantías o ayudas que repar-
tan el coste. De ese modo se 
protege al hogar vulnerable 
sin convertir al propietario en 
fi nanciador involuntario de 
una política social.

El equilibrio es especialmen-
te importante porque Espa-
ña necesita más alquiler, no 
menos. Cuando la oferta es 
escasa, cualquier retirada 
adicional intensifi ca la com-
petencia entre demandantes. 
Un control o una protección 
que benefi cie a quien ya ocu-
pa una vivienda puede coexis-

tir con mayores difi cultades 
para quien todavía está bus-
cándola. Si hay más personas 
interesadas que viviendas 
disponibles, la selección pue-
de trasladarse hacia avales, 
nóminas, antigüedad laboral 
o exigencias de solvencia. Los 
hogares más frágiles pueden 
terminar encontrando más 
barreras incluso aunque el 
precio nominal quede limi-
tado.

La política de alquiler debe, 
por tanto, combinar protec-
ción y producción. Garantías 
públicas frente al impago 
en determinados supuestos, 
mecanismos rápidos de reso-
lución de confl ictos, seguros 
y cobertura frente a daños 
pueden reducir el riesgo per-
cibido por el pequeño pro-
pietario. A cambio, pueden 
favorecerse contratos más 
estables y una permanencia 
mayor de las viviendas en el 
mercado residencial ordina-
rio. El objetivo no es inclinar 
todo el sistema hacia una de 
las partes, sino conseguir que 
al propietario le resulte razo-
nable alquilar y al inquilino le 
resulte posible permanecer.

La dimensión social del pro-
blema es todavía más evi-
dente cuando se observa la 
escasez de vivienda pública y 
asequible. La base armoniza-

da de la OCDE sitúa el alqui-
ler social español en torno al 
1,2% del parque residencial, 
muy por debajo del 7,8% de 
la Unión Europea. Mientras 
ese colchón público sea re-
ducido, la presión sobre el 
mercado privado será mayor 
y las situaciones de vulnera-
bilidad tenderán a resolverse 
mediante medidas que afec-
tan a relaciones contractua-
les privadas. Aumentar el 
parque social no solo ayuda 
a quienes necesitan una vi-
vienda protegida; también 
permite que la política social 
dependa menos de cargar 
obligaciones sobre propieta-
rios concretos.

La seguridad jurídica no debe 
confundirse con ausencia de 
regulación. Signifi ca reglas 
claras, procedimientos pre-
visibles y capacidad de hacer 
cumplir los contratos en pla-
zos razonables. El inquilino 
necesita saber que no será so-
metido a decisiones arbitra-
rias y el propietario necesita 
saber que un incumplimiento 
grave tendrá respuesta. La 
protección de uno y la seguri-
dad del otro no son objetivos 
incompatibles.

Convertir el alquiler en una 
confrontación permanente 
entre propietarios e inquili-
nos puede tener rendimiento 
político, pero no aumenta la 
oferta. España necesita que 
más viviendas entren y per-
manezcan en el alquiler resi-
dencial. Para conseguirlo, la 
regulación debe reducir ries-
gos innecesarios, proteger la 
vulnerabilidad con recursos 
públicos y generar confi anza 
sufi ciente para que el peque-
ño propietario siga formando 
parte de la solución.

E
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Convertir el alquiler en una 
confrontación permanente entre 
propietarios e inquilinos puede 

tener rendimiento político, 
pero no aumenta la oferta.
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ENTREVISTA
¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones? 

Desde el mundo de los autó-
nomos vemos estas cuestio-
nes desde una realidad muy 
concreta. Muchos autónomos 
son pequeñas empresas en 
las que empresario y trabaja-
dor comparten prácticamente 
los mismos problemas coti-
dianos como el alquiler, la 
hipoteca, el combustible, la 
energía, la fi nanciación o los 
impuestos. Por eso cuesta en-
tender que se intente dibujar 
una frontera absoluta entre 
unos y otros. Respetamos 
el derecho de huelga, pero 
creemos que responsabilizar 
al empresario del coste de la 
vivienda o de la subida de los 
precios es señalar a un falso 
culpable para desviar la aten-
ción del verdadero problema 
que es político. 

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral? 

No. El origen del problema 
está mucho más allá de la nó-
mina. Un autónomo no pue-
de decidir que aparezca suelo 
edifi cable, que una licencia se 
conceda rápidamente o que 
haya más viviendas dispo-
nibles en alquiler. Convertir 
todos esos problemas en una 
disputa entre quien paga 
una nómina y quien la recibe 
simplifi ca excesivamente una 
realidad que necesita muchas 
más soluciones.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico del 
problema de la vivienda? 

Desde nuestra perspectiva, 
el problema se entiende muy 
bien cuando se observa que 
cada vez hay más demanda 
en determinados lugares y no 

aparecen sufi cientes vivien-
das para atenderla. Después 
vienen el resto de difi culta-
des, como la falta de suelo, 
licencias, fi nanciación, mate-
riales, impuestos, falta de tra-
bajadores y inseguridad jurí-
dica. Un pequeño empresario 
sabe perfectamente lo que 
signifi ca que un expediente se 
retrase, que aumente el coste 
fi nanciero o que cambien las 
reglas mientras tiene dinero 
comprometido. La vivienda 
concentra todos esos proble-
mas al mismo tiempo.

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa? 

La situación española es 
muy grave, pero no somos 
un caso aislado. Otros países 
europeos han experimentado 
incrementos de precios in-
cluso superiores. Ahora bien, 

la subida reciente en España 
es especialmente intensa y la 
relación entre el precio de la 
vivienda y la renta se ha de-
teriorado claramente. Para 
un autónomo esa precisión 
importa, porque necesitamos 
diagnósticos reales. Exagerar 
no ayuda, pero minimizar 
tampoco. 

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas? 

Lo explica prácticamente 
todo desde una perspectiva 
muy sencilla. Si durante va-
rios años se crean muchos 
más hogares que viviendas, 
cada vez hay más personas 
intentando acceder a una 
oferta que no crece sufi cien-
temente. Para el pequeño 
empresario esto no es una 

estadística abstracta, puede 
signifi car que un trabajador 
rechace un empleo porque no 
puede encontrar alojamiento 
o que una familia tenga que 
dedicar una parte excesiva de 
sus ingresos a vivir. 

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema? 

Los autónomos queremos pa-
gar mejores salarios cuando 
nuestra actividad lo permite, 
porque necesitamos buenos 
profesionales y queremos 
conservarlos. Pero el salario 
tiene que salir de la produc-
tividad y de la capacidad real 
del negocio. Además, una 
mejora salarial no produce 
automáticamente nuevas vi-
viendas. Si el coste residen-
cial sigue creciendo porque 
la oferta es insufi ciente, cada 
subida salarial corre detrás 
de un problema que continúa 
avanzando. Hay que mejorar 
los ingresos, sí, pero también 
hay que conseguir que exista 
más vivienda.

¿Se está culpando injus-
tamente al promotor y a 
las empresas del precio 
de la vivienda? 

Creo que muchas veces se 
habla de la empresa como si 
todas fueran una gran cor-
poración. Una promoción 
puede ser desarrollada tam-
bién por empresas medianas 
que arriesgan una parte muy 
importante de su patrimonio 
y de su capacidad fi nancie-
ra. Cada retraso, cada coste 
inesperado y cada cambio 
regulatorio pesa mucho más 
cuanto menor es la empresa. 
Si elevamos demasiado las 
barreras, paradójicamente 
podemos terminar expulsan-
do a los pequeños operado-
res y dejando únicamente a 
quienes tienen mayor capa-
cidad fi nanciera. Eso reduce 
competencia en lugar de au-
mentarla.

Ángel López Vallejo
Presidente de los Autónomos 

de CLM (CEAT-CLM)

Respetamos el derecho de 
huelga, pero creemos que 

responsabilizar al empresario 
del coste de la vivienda o de 
la subida de los precios es 

señalar a un falso culpable.
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¿Qué peso tienen el suelo, 
el planeamiento urbanís-
tico y las licencias? 

Para cualquier autónomo que 
haya tenido que solicitar una 
autorización, la importancia 
de los plazos administrativos 
es fácil de comprender. En 
vivienda esos plazos se mul-
tiplican porque intervienen 
muchos procedimientos y 
Administraciones. Mientras 
una autorización no llega, el 
préstamo sigue generando 
intereses, los técnicos tienen 
que cobrar y la inversión 
permanece parada. No pedi-
mos ausencia de controles. 
Pedimos saber qué se exige y 
obtener una respuesta en un 
periodo razonable. Esa segu-
ridad es fundamental para 
quien arriesga su propio di-
nero.

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con 
la vivienda? 

Sí, desde el punto de vista de 
sus efectos. Los autónomos 
sabemos que ningún impues-
to es invisible. Todo coste 
acaba infl uyendo en el precio, 
en el margen o en la decisión 
de realizar una inversión. 
Una promoción incorpora 
suelo, construcción, fi nan-
ciación, profesionales, tasas 
e impuestos. Si queremos que 
se produzca más vivienda, 
conviene revisar si toda esa 
carga está estructurada de la 
manera más efi ciente posible. 
No se trata de pedir que na-
die deje de contribuir, sino de 
evitar que el sistema castigue 

precisamente la actividad que 
necesitamos aumentar.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario? 

Aquí tenemos una especial 
sensibilidad porque detrás 
de la expresión “propietario” 
muchas veces hay una familia 
o un autónomo que ha com-
prado un inmueble con sus 
ahorros. Si deja de percibir la 
renta durante mucho tiempo, 
los gastos no desaparecen. 
Esa incertidumbre infl uye 
en la decisión de alquilar. Al 
mismo tiempo, nadie quiere 
dejar sin respuesta a una fa-
milia vulnerable. La solución 
razonable es que la política 
social la asuman los poderes 
públicos y que existan ga-
rantías efi caces para ambas 
partes. Proteger al inquilino 
no exige desproteger al pro-
pietario.

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble? 

Sí, porque hay una parte de 
la población que, aun funcio-
nando correctamente el mer-
cado, necesitará apoyo. Lo 
que no puede hacerse es sus-
tituir un parque social insufi -
ciente cargando esa función 
sobre particulares. España 
tiene un porcentaje de alqui-
ler social claramente inferior 
a la media europea en la serie 
comparable que utiliza el in-
forme. Las Administraciones 
deben ampliar esa oferta y 
mantenerla en el tiempo. 

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios? 

Un autónomo lo sabe me-
jor que nadie porque recibe 
las facturas antes de fi jar 
sus propios precios. Cuando 
sube la electricidad, el com-
bustible, un préstamo, el al-
quiler, una materia prima o 
una cotización, el pequeño 
negocio tiene que absorberlo 
o intentar trasladar una par-
te. A veces ni siquiera puede 
trasladarlo porque perdería 
clientes. Por eso resulta in-
justo afi rmar genéricamente 
que el empresario crea la in-
fl ación. Muy frecuentemente 
es uno de quienes la sufren.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta? 

Nos falta capacidad y, es-
pecialmente, profesionales 
cualifi cados. Las empresas 
encuentran difi cultades para 
cubrir determinados ofi cios 
y el problema será mayor 
si queremos multiplicar la 
construcción. Necesitamos 
recuperar el atractivo de la 
Formación Profesional y de 
los ofi cios, facilitar el relevo 
generacional y modernizar 
el sector. Cuando no existan 
trabajadores sufi cientes en 
nuestro mercado, también 
habrá que establecer vías 
ordenadas para incorporar 
profesionales. Sin personas 
que construyan, los planes 

de vivienda se quedan sobre 
el papel.

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empezar 
a solucionar el problema? 

Desde el punto de vista de 
un autónomo diría que me-
nos tiempo perdido, más se-
guridad y reglas más claras. 
Después, suelo disponible, 
licencias ágiles, fi nancia-
ción viable, vivienda social y 
formación. No necesitamos 
que cada año aparezca una 
regulación completamente 
distinta. Quien empieza una 
inversión tiene que saber 
razonablemente cuál será el 
marco en el que la termina-
rá. La previsibilidad también 
abarata porque reduce riesgo.

¿Qué mensaje trasladaría 
fi nalmente ante la huelga 
del 11 de noviembre? 

Que no se coloque al autóno-
mo en el lado equivocado de 
una batalla artifi cial. El pe-
queño empresario también 
paga hipoteca o alquiler, tam-
bién ve cómo suben los costes 
y también tiene hijos que tie-
nen difi cultades para emanci-
parse. Queremos precios más 
estables y vivienda accesible, 
exactamente igual que nues-
tros trabajadores. Lo que pe-
dimos es que las soluciones se 
dirijan a las causas, es decir, 
construir más, agilizar proce-
dimientos, ampliar vivienda 
social, formar profesionales y 
ofrecer seguridad. Empresa-
rios y trabajadores no somos 
enemigos en este problema.

Si el coste residencial sigue creciendo 
porque la oferta es insufi ciente, cada subida salarial 

corre detrás de un problema que continúa avanzando. 
Hay que mejorar los ingresos, sí, pero también hay que 

conseguir que exista más vivienda.
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LA CARENCIA DE VIVIENDA 
SOCIAL OBLIGA A REFORZAR LA 

RESPONSABILIDAD PÚBLICA
na de las conclusio-
nes más claras a las 
que podemos llegar 
analizando los dife-

rentes estudios que existen 
sobre la vivienda en España 
del análisis comparado es el 
reducido peso de la vivienda 
social de alquiler en Espa-
ña. La base armonizada de 
la OCDE sitúa este parque 
alrededor del 1,2% del total 
residencial, frente al aproxi-
madamente 7,8% de la Unión 
Europea. La distancia es sufi -
cientemente amplia para afi r-
mar que España dispone de 
un instrumento público mu-
cho más pequeño que el de 
numerosos países europeos.

Países Bajos, Austria y Dina-
marca superan ampliamente 
el 20% en esa base, y Francia 
e Irlanda también se sitúan 
muy por encima de España. 
La comparación no signifi ca 
que esos modelos puedan 
trasladarse de forma auto-
mática ni que un porcenta-
je concreto resuelva por sí 
solo el acceso a la vivienda. 
Sí muestra que cuando el 
mercado se tensiona y deter-
minados hogares no pueden 
pagar precios de mercado, 
España tiene menos capaci-
dad pública para ofrecer una 
alternativa estable.

Esta debilidad importa por-
que condiciona el resto de 
la política de vivienda. Si el 
parque social es reducido, 
las situaciones de vulnera-
bilidad terminan resolvién-
dose con mayor frecuencia 
mediante ayudas tempora-
les o mediante obligaciones 
impuestas sobre el pequeño 
propietario que alquila. La 
protección de familias vul-
nerables es una responsa-

bilidad pública que no debe 
recaer sobre el pequeño pro-
pietario, pero lo que se ob-
serva es que un parque social 
insufi ciente limita las opcio-
nes de la Administración y 
aumenta la presión sobre el 
pequeño propietario.

Aumentar la vivienda social 
y asequible requiere conti-
nuidad. No basta con anun-
ciar promociones que tardan 
años en materializarse ni con 
construir vivienda protegida 
que pierda su función al cabo 
de un periodo y se incorpore 
al mercado libre. Un parque 
permanente capaz de aten-
der a distintas generaciones. 
Esa orientación responde a 
una lógica sencilla, si el es-
fuerzo público desaparece 
del parque asequible con el 
tiempo, cada nueva crisis 
obliga a empezar de nuevo.

El suelo público puede des-
empeñar un papel relevante. 
La Administración puede 
conservar su titularidad y 
utilizar fórmulas que per-
mitan construir vivienda 
asequible sin desprenderse 
defi nitivamente del patrimo-
nio. El derecho de superfi cie, 
la cesión de uso u otros me-

canismos de colaboración 
pueden combinar control 
público de las condiciones 
con capacidad privada de 
fi nanciación y ejecución. La 
clave está en fi jar de antema-
no precios, plazos, duración 
del régimen y mecanismos 
de control, de manera que la 
inversión contribuya a crear 
un parque estable.

La colaboración público-pri-
vada no debe plantearse 
como una renuncia a la po-
lítica pública. El Estado, las 
comunidades autónomas y 
los ayuntamientos mantie-
nen la responsabilidad de de-
fi nir objetivos, aportar suelo 
cuando proceda, fi nanciar, 
regular y garantizar que la vi-
vienda cumple su función so-
cial. La empresa aporta capa-
cidad técnica, organización 
y, en determinados modelos, 
capital. Dado que incluso 
una gran expansión de la 
inversión pública requeriría 
constructoras, materiales y 
trabajadores, desaprovechar 
la capacidad privada reduci-
ría la velocidad de respuesta.

El reto principal es pasar de 
los anuncios a los resulta-
dos. Una familia no vive en 

una vivienda proyectada ni 
en una cifra presupuestaria, 
vive en una vivienda termi-
nada y disponible. La políti-
ca pública debería medirse 
por el número de unidades 
que entran efectivamente 
en alquiler asequible, por el 
tiempo que permanecen pro-
tegidas y por su localización 
respecto a empleo, transpor-
te y servicios. También por 
la capacidad de recuperar 
vivienda existente mediante 
rehabilitación cuando eso re-
sulte más efi ciente que cons-
truir desde cero.

Reforzar el parque social no 
elimina la necesidad de au-
mentar la oferta privada. Son 
dos piezas distintas de una 
misma respuesta. El mer-
cado puede atender a una 
parte amplia de la demanda 
si existen condiciones para 
producir y alquilar, pero hay 
hogares cuyos ingresos no 
permiten acceder a precios 
de mercado incluso en un 
escenario de mayor oferta. 
Para ellos, la vivienda social 
es una infraestructura básica 
de protección.

España necesita, por tanto, 
asumir que la dimensión pú-
blica de la vivienda no puede 
descansar de manera princi-
pal sobre el pequeño propie-
tario ni sobre medidas co-
yunturales. La comparación 
europea muestra una caren-
cia estructural que requiere 
años de inversión, suelo, 
estabilidad normativa y coo-
peración. Cuanto antes se 
construya un parque social 
permanente y sufi ciente, me-
nor será la necesidad de tras-
ladar a relaciones privadas 
problemas que corresponden 
al conjunto de la sociedad. 

U
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Una de las conclusiones más 
claras a las que podemos llegar 

analizando los diferentes estudios 
que existen sobre la vivienda en 
España del análisis comparado 

es el reducido peso de la vivienda 
social de alquiler en España.
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NECSITAMOS FOMENTAR 
A LAS EMPRESAS Y TRABAJADORES 
PARA CONSTRUIR LAS VIVIENDAS 

QUE SE NECESITAN
ncluso si mañana 
desaparecieran los 
principales obstá-
culos de suelo y tra-

mitación, España seguiría 
encontrando un límite impor-
tante para aumentar la oferta 
residencial que no es otro 
que la capacidad material 
que tenemos para construir. 
Podemos identifi car la insufi -
ciencia de mano de obra entre 
las restricciones estructurales 
de la inversión residencial. El 
problema no es coyuntural ni 
puede entenderse sin recor-
dar el impacto de la crisis de 
2008 sobre el tejido empresa-
rial y profesional de la cons-
trucción.

Tras el estallido de la burbu-
ja desaparecieron numerosas 
empresas, otras redujeron 
drásticamente su actividad y 
muchos trabajadores aban-
donaron el sector para incor-
porarse a otras ocupaciones. 
Durante años, la producción 
de vivienda nueva perma-
neció muy por debajo de la 
etapa anterior. Cuando la de-
manda volvió a crecer, la ca-
pacidad empresarial y laboral 
no se recuperó con la misma 
rapidez. Esa asimetría ayu-
da a explicar por qué ahora 
resulta difícil incrementar la 
producción al ritmo que exige 
la formación de hogares.

La escasez de profesionales 
afecta a numerosos ofi cios. 
Construir una vivienda re-
quiere albañiles, electricis-
tas, fontaneros, soldadores, 
operadores de maquinaria, 
especialistas en climatiza-
ción, técnicos, arquitectos, 
ingenieros y una red amplia 

de proveedores. La falta de 
cualquiera de esas capacida-
des puede retrasar proyec-
tos, elevar costes y limitar el 
número de obras que pueden 
ejecutarse simultáneamente. 
Por eso la política de vivienda 
también debe ser una política 
de formación y de empleo.

La Formación Profesional 
ocupa aquí un lugar central. 
Si España necesita construir 
más durante varios años, 
necesita crear una cantera 
estable de profesionales cua-
lifi cados. La respuesta no 
puede consistir únicamente 
en cursos puntuales cuando 
la escasez ya se ha producido. 
Hace falta una planifi cación 
vinculada a la demanda real 
del sector, con itinerarios 
atractivos para jóvenes y po-
sibilidades de recualifi cación 
para adultos. Recuperar el 
prestigio y la estabilidad de 
los ofi cios de construcción es 
parte de reconstruir la capaci-
dad productiva perdida.

Son necesarios procedimien-
tos administrativos sencillos, 
ordenados y seguros para 
contratar trabajadores ex-
tranjeros en origen cuando 
no sea posible cubrir determi-

nadas necesidades en el mer-
cado laboral español. La in-
migración presenta aquí una 
doble dimensión. Aumenta la 
demanda residencial porque 
toda persona necesita una 
vivienda, pero también puede 
aportar parte de la mano de 
obra necesaria para producir 
nuevas viviendas. Una polí-
tica coherente debe contem-
plar ambas realidades y evi-
tar tratarlas como si fueran 
incompatibles.

La falta de empresas es el 
otro componente del pro-
blema. Una gran expansión 
de vivienda, pública o priva-
da, exige constructoras ca-
paces de asumir proyectos, 
proveedores sufi cientes y 
promotores que coordinen 
inversiones complejas. Si el 
mercado cuenta con menos 
operadores, la capacidad de 
ejecución se reduce. Además, 
unas barreras administrati-
vas, regulatorias y fi nancieras 
demasiado elevadas pueden 
difi cultar la entrada de em-
presas medianas y nuevos 
promotores, dejando mayor 
peso en manos de quienes 
tienen más capacidad para 
soportar largos periodos de 
tramitación.

La industrialización puede 
aliviar parte de esta restric-
ción. Trasladar determinados 
procesos desde la obra a ins-
talaciones industriales espe-
cializadas puede mejorar la 
estandarización y reducir pla-
zos. No elimina la necesidad 
de trabajadores ni resuelve el 
suelo o las licencias, pero pue-
de permitir producir más con 
una fuerza laboral limitada.

Todo ello tiene una consecuen-
cia importante para el debate 
público. Si España necesita 
aumentar la oferta, no puede 
tratar la capacidad empresarial 
y laboral como una variable se-
cundaria. Las políticas que se 
centran únicamente en el pre-
cio fi nal o en la regulación del 
contrato olvidan que antes de 
existir una vivienda tiene que 
haber alguien capaz de cons-
truirla. Sin empresas, trabaja-
dores, técnicos y proveedores 
sufi cientes, cualquier objetivo 
de producción quedará limi-
tado por la realidad física del 
sector.

La reconstrucción de esa 
capacidad requiere tiempo, 
precisamente por eso debe 
empezar cuanto antes. El 
défi cit acumulado entre ho-
gares y vivienda nueva no se 
corrige en un año ni median-
te una sola norma. Se corrige 
sosteniendo durante un pe-
riodo prolongado un nivel de 
producción mayor, y para ello 
hacen falta recursos humanos 
y empresariales. La vivienda 
no se resuelve únicamente 
con legislación. Se resuelve 
también con manos, conoci-
miento, empresas y capaci-
dad de ejecución.

I
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Las políticas que se centran 
únicamente en el precio fi nal o en 
la regulación del contrato olvidan 
que antes de existir una vivienda 
tiene que haber alguien capaz de 

construirla.
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ENTREVISTA
¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones?

La convocatoria de huelga es 
un derecho legítimo para pre-
sionar a las administraciones 
que tendrían que sentirse in-
terpeladas ante un problema 
tan acuciante e importante 
para la vida de las personas. 
La verdad es que esta huelga 
afecta a muchas personas que 
no son responsables del pro-
blema, pero también puede 
acabar siendo un problema 
para quienes ahora creen que 
no les afectara.

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral?

No tienen una relación direc-
ta. Por mucho que se eleven 
los salarios, si el precio de la 
vivienda sigue subiendo nun-
ca habrá equilibrio entre pre-
cio de la vivienda y salarios.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico del 
problema de la vivienda?

Es un problema polifacético 
que hay que abordar de ma-
nera diferente porque no es 
el mismo problema en Toledo 
que en Talavera. Incluso, den-
tro de Toledo no es el mismo 
problema el casco que las ur-
banizaciones. Necesitamos 
más vivienda de la que somos 
capaces de producir y, ade-
más, producimos demasiado 
despacio. ¿Cuánto tiempo 
pasa desde que surge la ne-
cesidad hasta que una familia 
adquiere la vivienda? Años. El 
suelo tarda mucho en desarro-
llarse, los planeamientos son 
demasiado lentos, los infor-
mes de distintas Administra-
ciones que no siempre están 

coordinados, las licencias 
tardan mucho más de lo ra-
zonable, no hay mano de obra 
sufi ciente y tenemos parque 
público muy limitado.

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa?

No ayuda en nada la compa-
ración, salvo para conocer 
qué mecanismos les permi-
ten reaccionar mejor cuando 
aumenta la demanda, cómo 
gestionan el suelo, cuánto 
tarda una licencia, cómo pro-
ducen vivienda asequible y 
qué fórmulas de colaboración 
utilizan. De hecho, España 
fue una anomalía porque 
construía mucho más que en 
el resto de Europa y el precio 
no dejo de subir. Si un proce-
dimiento funciona mejor en 
otro lugar, estudiémoslo y si 
existe una forma de mantener 
todas las garantías y reducir 
los tiempos administrativos, 
utilicémosla.

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas?

Es fundamental porque ex-
plica por qué la presión se va 
acumulando. Entre 2021 y 
2025 se ha estimado un des-
fase acumulado próximo a 
750.000 viviendas. Desde el 
punto de vista urbanístico esto 
preocupa porque la vivienda 
tiene unos tiempos de produc-
ción muy largos. El urbanismo 
debe anticiparse a la ciudad, 
no llegar detrás de ella.

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No re-
solvería eso una parte im-
portante del problema?

Mejorar los salarios mejora 
la capacidad económica de 
las familias y eso es positivo. 
Pero si en una ciudad hay 
más familias buscando vi-
vienda que viviendas dispo-

nibles, aumentar los ingre-
sos no hace que aparezcan 
nuevos pisos. Una subida 
salarial no convierte suelo 
pendiente en suelo edifi ca-
ble, no termina un desarrollo 
urbanístico, no redacta un 
proyecto y no concede una 
licencia. Por tanto, necesi-
tamos mejores condiciones 
económicas para las familias 
y simultáneamente una po-
lítica que permita producir 
más vivienda. 

¿Se está culpando injus-
tamente al promotor y a 
las empresas del precio 
de la vivienda?

El mercado ejerce compensa-
ciones al alza o a la baja para 
equilibrar los precios. Pero 
cuando sucede todo lo que 
he dicho antes y los plazos 
de adquisición se alargan no 
se pueden producir a tiempo 
las viviendas que necesita-
mos. Tenemos que conseguir 
que promover y construir siga 
siendo posible. 

¿Qué peso tienen el suelo, 
el planeamiento urbanís-
tico y las licencias?

Enorme. Se habla mucho de 
grandes reformas y existen 
soluciones prácticas inme-
diatas. Un proyecto puede 
estar correctamente redac-
tado y cumplir la normativa 
y, sin embargo, quedar dete-
nido durante meses o años 
esperando una resolución 
administrativa. Durante ese 
tiempo el promotor sopor-
ta costes, el arquitecto no 
puede avanzar a la siguiente 
fase, la constructora no em-
pieza y las viviendas no lle-
gan a las familias. Pero este 
problema se puede evitar. 
El Colegio de Arquitectos y 
el Ayuntamiento hemos fi r-
mado un convenio que per-
mite agilizar la tramitación 
de licencias. Y agilizar no es 
controlar menos, es contro-

Ángel Sánchez Fernández
Presidente del Colegio 

de Arquitectos de Toledo 

La convocatoria de huelga es un 
derecho legítimo para presionar a las 

administraciones que tendrían que 
sentirse interpeladas ante un problema 

tan acuciante e importante para la 
vida de las personas. 
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lar mejor y hacerlo a tiem-
po. Hemos propuesto esta 
misma fórmula en Tavera 
de la Reina e Illescas porque 
ante una necesidad de ofer-
ta como la actual, los plazos 
dejan de ser burocracia para 
convertirse en un problema 
económico y social.

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con 
la vivienda?

Debemos preguntarnos la 
fi scalidad está ayudando a 
conseguir más oferta o está 
añadiendo costes que difi -
cultan ese objetivo. No digo 
que la vivienda no deba tri-
butar, pero hay que entender 
que cada coste forma parte 
de la viabilidad del proyecto. 
Cuando hablamos de vivien-
da asequible, en la que los 
márgenes son más ajustados, 
esos costes pueden marcar la 
diferencia entre que una ope-
ración sea posible o no lo sea. 
La fi scalidad debería formar 
parte de una estrategia gene-
ral porque, si queremos más 
vivienda asequible, tenemos 
que favorecer todo aquello 
que ayude a producirla, re-
habilitarla o incorporarla al 
mercado.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario?

Si una persona tiene una vi-
vienda y percibe que ponerla 
en alquiler implica asumir 
un riesgo que no puede ges-
tionar, buscará alternativas. 
Puede venderla, mantenerla 
fuera del mercado o elegir 
otra modalidad. El resultado 
es menos oferta residencial. 
La protección de una familia 
vulnerable es una respon-
sabilidad social que debe 
asumir el conjunto de la so-
ciedad mediante políticas 
públicas. El propietario debe 
tener garantía de que un in-
cumplimiento contractual 
será resulto en tiempos razo-
nables. El equilibrio es posi-
ble. El estado y las comuni-
dades tendrían que tener un 

parque público de vivienda 
para situaciones vulnerables, 
como ocurre en algunos paí-
ses europeos.

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble?

Sí, porque hay muchas fami-
lias que lo necesitan. En esto 
el estado, en sus vertientes 
nacional, autonómica y local, 
tiene una responsabilidad 
directa porque para producir 
vivienda pública necesitamos 
suelo, proyectos, licencias, 
fi nanciación, constructoras 
y profesionales. Es necesario 
que dialogue con los Colegios 
Profesionales y las Organiza-
ciones Empresariales, para 
crear el marco más adecua-
do para lograr ese objetivo. 
También deberíamos estu-
diar mejor la rehabilitación 
y el patrimonio construido. 
Hay inmuebles y edifi cios 
públicos sin uso que pueden 
albergar vida residencial. 

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios?

No creo que sea correcto re-
ducir la infl ación a una de-
cisión empresarial. Quien 
participa en una obra sabe 
perfectamente la cantidad de 
elementos que intervienen en 
un precio: energía, combusti-
bles, acero, cemento, made-
ra, transporte, fi nanciación, 
salarios, seguros, impuestos 
y multitud de suministros. 
Cuando cualquiera de esos 
componentes se encarece, el 
coste de producir también 
aumenta. Una empresa de-
cide unilateralmente cuánto 
van a costar todos esos facto-
res. Y luego intenta trasladar 
parte de sus costes al precio, 
pero no puede hacerlo en su 
totalidad porque existe com-
petencia y una capacidad de 
compra determinada. Afi r-
mar que «las empresas suben 
los precios» es demasiado 
simple.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta?

Tenemos capacidad pro-
fesional, conocimiento y 
empresas, pero aumentar 
rápidamente la producción 
requiere reforzar todo el sis-
tema. Después de la crisis 
de 2008 se perdió una parte 
importante del tejido em-
presarial y profesional de la 
construcción. Ahora faltan 
trabajadores cualifi cados en 
muchos ofi cios. Necesitamos 
atraer jóvenes y reforzar la 
Formación Profesional. La 
industrialización puede ser 
parte de la respuesta. Cons-
truir mejor y con procesos 
más previsibles puede ayu-
darnos a reducir plazos.

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empe-
zar a solucionar el pro-
blema?

Primero deberíamos con-
vertir el tiempo en un in-
dicador de la política de 
vivienda. Cuánto tarda un 
planeamiento, cuánto tarda 
un desarrollo, cuánto tarda 
una licencia y cuánto tiem-
po transcurre desde que un 
proyecto comienza hasta que 
una familia recibe las llaves. 
Si no medimos esos tiempos, 
difícilmente podremos mejo-
rarlos. Después necesitamos 
suelo preparado para las ne-
cesidades reales de cada mu-
nicipio, planeamientos con 
capacidad para adaptarse a 
la evolución de las ciudades, 
una tramitación administra-
tiva mucho más coordinada, 
sufi ciente vivienda pública y 
asequible, seguridad jurídi-
ca y condiciones que permi-
tan que la inversión privada 
participe en la solución. Y 
añadiría algo que desde los 
colegios profesionales con-
sideramos fundamental: las 
Administraciones no tienen 
que hacerlo todo solas, existe 
conocimiento técnico fuera 
de ellas y debemos utilizar-
lo. El convenio desarrollado 

en Toledo para colaborar en 
la agilización de licencias es 
precisamente un ejemplo de 
lo que puede hacerse cuan-
do las instituciones dejan 
de trabajar cada una por su 
lado. Me gustaría que esa 
cultura de cooperación pu-
diera extenderse también a 
Talavera e Illescas y, en ge-
neral, a todos aquellos muni-
cipios en los que resulte útil.

¿Qué mensaje trasladaría 
fi nalmente ante la huelga 
del 11 de noviembre?

Que la preocupación por la 
vivienda está plenamente 
justifi cada, pero cuanto más 
grave sea el problema, más 
rigurosos debemos ser con 
las soluciones. Podemos dis-
cutir sobre salarios, regula-
ción o fi scalidad, pero al fi nal 
una vivienda debe atravesar 
un proceso muy concre-
to hasta que alguien puede 
vivir en ella. Necesitamos 
planifi car suelo, proyectar, 
tramitar, conceder licencias 
y construir. Si cualquiera de 
esos pasos tarda demasiado, 
la oferta llega tarde. Por eso 
creo que debemos abando-
nar en parte el debate de los 
culpables y entrar en el deba-
te de los procedimientos y de 
los resultados. 

Desde la arquitectura sa-
bemos que es posible hacer 
las cosas de otra manera 
porque cuando existe cola-
boración encontramos so-
luciones. Toledo nos ofrece 
una experiencia concreta en 
materia de licencias. Ahora 
debemos seguir avanzando y 
procurar que esa misma dis-
posición al acuerdo pueda 
darse también en Talavera, 
Illescas y otros municipios 
de la provincia. La huelga es 
una actuación legítima que 
indica una preocupación de 
la gente por un problema 
que les angustia de manera 
acuciante. 

No es la solución, pero es una 
manera de que el problema 
de la vivienda salga a la luz.
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LA FISCALIDAD DE LA VIVIENDA 
DEBE SER COHERENTE CON EL 
OBJETIVO DE CONSTRUIR MÁS

a fi scalidad aparece 
con frecuencia en el 
debate sobre vivien-
da como una cues-

tión separada del precio fi nal, 
pero en cualquier actividad 
productiva los impuestos y 
las tasas forman parte de los 
costes que soporta el proyec-
to. Es necesario analizar la 
cadena tributaria que afecta 
a la promoción, la construc-
ción, la adquisición y poste-
riormente la propiedad. La 
cuestión no es defender una 
eliminación general de im-
puestos, sino examinar si su 
diseño es coherente con el 
objetivo público de facilitar la 
producción de vivienda.

Una promoción residencial 
empieza a generar costes mu-
cho antes de que exista una 
vivienda terminada. El suelo, 
la urbanización, los proyec-
tos, los equipos técnicos, la 
fi nanciación, las garantías, 
la construcción y la comer-
cialización se combinan con 
impuestos y tasas. Cuando 
cualquiera de esos elemen-
tos aumenta, la viabilidad de 
la operación cambia. El cos-
te puede reducir el margen, 
trasladarse parcialmente al 
precio, infl uir sobre el va-
lor que puede pagarse por el 
suelo o hacer que el proyecto 
deje de resultar viable. No 
existe una entidad abstracta 
que absorba indefi nidamente 
cualquier incremento sin que 
se modifi que el resultado eco-
nómico.

La plusvalía municipal cons-
tituye un ejemplo de una 
posible incoherencia. El ra-
zonamiento parte de distin-
guir entre una revalorización 
pasiva del suelo y el valor que 

se crea mediante la actividad 
de urbanizar, proyectar y 
construir. Si una empresa ad-
quiere un terreno para trans-
formarlo y soporta costes de 
urbanización, fi nanciación 
y obra, una parte del incre-
mento entre el valor inicial 
y el producto fi nal responde 
a un proceso productivo. La 
pregunta es si el diseño fi scal 
reconoce adecuadamente esa 
diferencia. Y la respuesta es 
que no por la voracidad fi scal 
(confi scatoria) del Estado.

La comparación con una ma-
teria prima ayuda a entender 
la cuestión. Que una vivienda 
terminada valga más que el 
terreno original no signifi -
ca que toda la diferencia sea 
una ganancia obtenida sim-
plemente por esperar. Entre 
ambos momentos se ha pro-
ducido una transformación 
que exige capital, trabajo y 
riesgo. Si el sistema fi scal tra-
ta como revalorización lo que 
en parte constituye coste de 
producción, puede elevar el 
precio de construir o reducir 
la rentabilidad hasta hacer 
que determinadas operacio-
nes no se ejecuten.

Esto no signifi ca que la pro-
moción deba quedar exen-
ta de tributación ni que los 

ayuntamientos deban renun-
ciar a ingresos necesarios 
para prestar servicios. La dis-
cusión seria consiste en anali-
zar qué se grava, con qué base 
y con qué efectos. Existen fór-
mulas como reconocer costes 
de urbanización y promoción 
en determinados cálculos o 
utilizar bonifi caciones cuan-
do la producción de vivienda 
nueva responda a objetivos 
de especial interés. Son pro-
puestas que deben evaluarse 
técnicamente, pero parten de 
la idea razonable de que, si 
se quiere aumentar la oferta, 
conviene evitar que los tribu-
tos penalicen precisamente la 
actividad que la crea.

La fi scalidad también infl u-
ye sobre el alquiler y la pro-
piedad a lo largo del tiempo. 
Una vivienda queda sometida 
a distintas fi guras tributarias 
durante su ciclo de vida. Sin 
necesidad de convertir esa 
observación en una cifra agre-
gada que los documentos no 
aportan, sí puede afi rmarse 
que la carga fi scal forma parte 
de las decisiones de compra-
dores, propietarios y empre-
sas. Por tanto, debe analizarse 
junto con el resto de costes 
cuando se pretende explicar el 
precio o incentivar determina-
das conductas.

La clave es la coherencia. No 
resulta consistente exigir que 
las empresas produzcan más 
vivienda y, al mismo tiempo, 
ignorar cómo impuestos, ta-
sas y retrasos administrativos 
afectan a la viabilidad de esa 
producción. Tampoco resulta 
razonable atribuir automáti-
camente cualquier subida de 
precio a una decisión discre-
cional del promotor sin con-
siderar el conjunto de costes 
que soporta. El margen em-
presarial existe y debe some-
terse a competencia, pero no 
es el único componente del 
precio.

La revisión fi scal debe orien-
tarse a resultados. Si una bo-
nifi cación o una modifi cación 
de la base logra que una vi-
vienda se produzca antes, se 
incorpore al mercado y contri-
buya a aliviar la escasez, puede 
tener sentido. Si simplemente 
genera una ventaja sin efecto 
sobre la oferta, no cumpliría 
el objetivo. Por eso cualquier 
reforma debería vincularse a 
condiciones claras y evalua-
bles.

España necesita aumentar la 
cantidad de vivienda dispo-
nible y reducir los obstácu-
los que retrasan o encarecen 
su producción. La fi scalidad 
es una de esas variables y no 
puede quedar fuera del diag-
nóstico. Gravar de forma sufi -
ciente y justa es una necesidad 
pública; hacerlo de manera 
compatible con la creación de 
vivienda es una cuestión de 
diseño. Cuando ambos obje-
tivos se coordinan, la política 
fi scal deja de ser una carga 
aislada y se convierte en una 
herramienta coherente con la 
política de vivienda.

L
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La fi scalidad aparece con frecuencia 
en el debate sobre vivienda como una 

cuestión separada del precio fi nal, pero 
en cualquier actividad productiva los 
impuestos y las tasas forman parte 

de los costes que soporta el proyecto.
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LA HUELGA GENERAL PUEDE 
EXPRESAR MALESTAR Y DESVIAR LA 

ATENCIÓN DEL PROBLEMA, PERO SIN 
LAS REFORMAS ESTRUCTURALES EN 

ESPAÑA NO SE CONSTRUIRÁ MÁS
a convocatoria de 
huelga general del 
11 de noviembre in-
corpora entre sus 

reivindicaciones la vivienda, 
los salarios y el control de 
los precios. Respectando el 
derecho de huelga, debemos 
rechazar que un problema 
estructural como el de la vi-
vienda se traslade de forma 
automática al terreno de la 
confrontación entre empre-
sas y trabajadores. La cues-
tión no es negar el malestar, 
que tiene una base real, sino 
preguntarse si el marco ele-
gido ayuda a identifi car las 
causas y a poner en marcha 
las soluciones necesarias.

El problema residencial es 
sufi cientemente grave como 
para exigir un diagnóstico 
riguroso. Los datos ofi ciales 
muestran un fuerte deterio-
ro de la accesibilidad desde 
2015, una aceleración re-
ciente de los precios y, sobre 
todo, una oferta nueva que 
ha quedado por detrás de la 
creación de hogares. El dife-
rencial acumulado de 2021 a 
2025 es de 750.000 vivien-
das. Entre los límites de la 
oferta tenemos la falta de 
mano de obra, la lentitud de 
los desarrollos urbanísticos 
y la escasez de suelo fi nalis-
ta. España presenta además 
un parque de alquiler social 
muy inferior al promedio eu-
ropeo.

Ninguno de esos elementos 
encaja de forma sencilla en 
una explicación según la cual 
la empresa sea el principal 

responsable del encareci-
miento. El promotor no de-
cide por sí solo cuánto tarda 
un planeamiento, cuándo se 
resuelve una licencia, cuánto 
suelo fi nalista está disponi-
ble o cuál es el tamaño del 
parque público. Tampoco 
fi ja los tipos de interés ni 
controla buena parte de los 
costes regulatorios y fi scales 
que soporta. Puede tomar 
decisiones que infl uyen so-
bre la oferta y el precio, y 
debe competir y cumplir las 
normas, pero lo hace dentro 
de un marco defi nido en gran 
medida por decisiones públi-
cas.

La misma cautela debe 
aplicarse a los salarios. La 
pérdida de accesibilidad re-
sidencial no se resuelve sim-
plemente trasladando todo el 
ajuste a la nómina. La rela-
ción precio-renta demuestra 
que los precios han crecido 
más que la renta disponible 
desde 2015, pero la respues-
ta sostenible exige actuar so-
bre ambos lados, mejorando 
ingresos y productividad y, 
al mismo tiempo, conseguir 
que la oferta de vivienda 
crezca con mayor rapidez, 
para que una mayor oferta 
baje los precios. Si la esca-
sez permanece, una subida 
de capacidad de pago puede 
trasladarse parcialmente a 
los precios en los mercados 
más tensionados.

Por eso, convertir la vivienda 
en un confl icto laboral puede 
desviar la atención. La huel-
ga puede servir para expresar 

una demanda social y ejercer 
presión política, pero no crea 
suelo, no abre un expedien-
te administrativo, no forma 
a un profesional de la cons-
trucción, no amplía el parque 
social y no incorpora por sí 
misma una vivienda nueva al 
mercado. Esas tareas requie-
ren decisiones concretas, in-
versión y coordinación entre 
administraciones y agentes 
económicos.

El riesgo de la confronta-
ción es además romper una 
relación que en materia de 
vivienda es claramente inter-
dependiente. Las empresas 
necesitan trabajadores y los 
trabajadores necesitan poder 
vivir a una distancia razona-
ble de sus puestos. Cuando 
la vivienda se encarece hasta 
difi cultar la movilidad labo-
ral, la empresa también sufre 
vacantes difíciles de cubrir, 
rotación y mayores costes. 
Un mercado residencial ac-
cesible no es una reivindica-
ción contraria a la empresa; 
es también una condición de 
competitividad.

La solución exige responsa-
bilidades compartidas, aun-
que no idénticas. Las admi-
nistraciones deben preparar 
suelo, agilizar procedimien-
tos, ampliar la vivienda ase-
quible y social y ofrecer esta-
bilidad normativa. El sector 
privado debe invertir, cons-
truir, competir y cumplir las 
reglas. Los sindicatos pue-
den contribuir a identifi car 
los problemas que sufren los 
trabajadores y las organiza-

ciones empresariales deben 
reconocer que la vivienda 
condiciona la vida laboral. 
La utilidad del diálogo apa-
rece precisamente cuando 
cada parte abandona la bús-
queda de un culpable único y 
se concentra en aquello que 
puede hacer.

La política de vivienda tam-
poco puede depender de una 
sola medida. España necesita 
más oferta allí donde existe 
demanda, mayor seguridad 
para el alquiler, capacidad 
de construcción, profesio-
nales, rehabilitación y un 
parque público más amplio. 
También necesita recono-
cer la desigual distribución 
del problema y concentrar 
esfuerzos en los mercados y 
grupos más tensionados. Esa 
agenda es más compleja que 
una consigna, pero también 
más cercana a las causas que 
documentan las fuentes ofi -
ciales.

El malestar social merece 
respuesta. La cuestión es qué 
tipo de respuesta. Si el obje-
tivo es facilitar el acceso a la 
vivienda, el criterio de éxito 
no puede ser la intensidad de 
la confrontación, sino el nú-
mero de viviendas efectiva-
mente disponibles, el tiem-
po que tarda en producirse 
nueva oferta y la capacidad 
de proteger a quienes no 
pueden acceder al mercado. 
La huelga puede expresar el 
problema. Resolverlo exi-
ge reformas que continúan 
siendo necesarias al día si-
guiente de la movilización.

L
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ENTREVISTA
¿Cómo valora la convoca-
toria de la huelga general 
del 11 de noviembre y la 
incorporación de la vi-
vienda, los salarios y los 
precios entre sus reivin-
dicaciones?

Respetamos el derecho de 
huelga, pero rechazamos 
que la vivienda se convierta 
en una nueva línea de en-
frentamiento entre empre-
sarios y trabajadores. Para 
los jóvenes este problema es 
especialmente cercano. Afec-
ta a quienes intentan eman-
ciparse, formar un hogar, 
aceptar un empleo o poner 
en marcha una empresa. Los 
salarios han crecido, pero la 
vivienda se ha encarecido 
mucho más deprisa, en un 
mercado donde la oferta no 
responde a las necesidades. 
Mejorar las nóminas ayuda, 
pero no crea las viviendas 
que faltan. El debate debe 
centrarse en cómo conse-
guimos más vivienda, suelo 
disponible, menos bloqueos 
administrativos y seguridad 
para invertir y alquilar. Se-
ñalar a las empresas no re-
suelve ninguno de esos pro-
blemas.

¿Considera entonces que 
la crisis de la vivienda no 
es esencialmente un con-
fl icto laboral?

No lo es. Los jóvenes empre-
sarios lo entendemos muy 
bien porque muchas veces 
somos empleadores, traba-
jadores de nuestra propia 
empresa e inquilinos o com-
pradores de una primera 
vivienda al mismo tiempo. 
Una empresa puede mejorar 
salarios y seguir teniendo 
difi cultades para atraer tra-
bajadores porque no encuen-
tran dónde vivir. El proble-
ma afecta al empleo, pero sus 
causas y sus soluciones van 
mucho más allá de las rela-
ciones laborales. Convertirlo 
en un confl icto entre empre-
sarios y trabajadores desvía 

la atención de las decisiones 
urbanísticas, administrativas 
y económicas que llevan años 
pendientes.

¿Cuál es, a su juicio, el 
verdadero diagnóstico 
del problema de la vi-
vienda?

Las necesidades residencia-
les han crecido más rápido 
que la oferta en muchas zo-
nas de España y las políti-
cas aplicadas no han dado 
la respuesta necesaria. Fal-
ta suelo listo para edifi car, 
los desarrollos urbanísticos 
se eternizan y el sector en-
cuentra difi cultades para 
incorporar mano de obra 
cualifi cada. A ello se suman 
costes de construcción y car-
gas que condicionan la viabi-
lidad de las promociones. El 
resultado es una generación 
que quiere iniciar su vida y 
encuentra un mercado inca-
paz de atenderla. Las polí-
ticas deben juzgarse por las 
viviendas que llegan a estar 
disponibles y por las posibi-
lidades reales de acceso. En 
eso están fallando y hay que 
corregirlas.

¿Es España realmente 
una anomalía inmobilia-
ria dentro de Europa?

No somos el único país eu-
ropeo con un problema de 
acceso a la vivienda. Pero eso 

no justifi ca nuestra situación 
ni reduce la urgencia de ac-
tuar. Quien intenta comprar 
o alquilar por primera vez 
ve cómo la vivienda se aleja 
de sus posibilidades, y no le 
sirve de consuelo saber que 
ocurre también en otros paí-
ses. La comparación europea 
debe ayudarnos a identifi car 
soluciones y mejorar nuestra 
respuesta. Lo importante es 
que España sea capaz de pro-
ducir y movilizar la vivienda 
que necesita, con condicio-
nes que permitan a los jóve-
nes acceder a ella.

¿Qué importancia tiene 
el desequilibrio entre la 
creación de hogares y la 
construcción de nuevas 
viviendas?

Es una prueba de que la po-
lítica de vivienda no está res-
pondiendo a las necesidades 
del país. El Banco de España 
sitúa cerca de 750.000 vi-
viendas el desfase acumula-
do entre los nuevos hogares 
y las viviendas terminadas 
durante 2021–2025. Si cada 
año crecen las necesidades 
y no incorporamos sufi cien-
te oferta, la presión sobre 
los precios se acumula. Hay 
que recuperar edifi cios y 
aprovechar mejor la vivien-
da existente, pero eso no 
basta: necesitamos aumen-
tar la producción donde hay 
demanda real. No podemos 

seguir dejando que el des-
equilibrio crezca y pretender 
corregirlo únicamente con 
ayudas o restricciones.

Los sindicatos reclaman 
mejores salarios. ¿No 
resolvería eso una parte 
importante del proble-
ma?

Mejorar los salarios es nece-
sario y exige una economía 
más productiva, con empre-
sas capaces de sostener esa 
mejora. Pero entre 2015 y 
2024 el precio de compra 
de la vivienda aumentó cer-
ca de un 60%, mientras el 
salario medio bruto anual 
creció alrededor de un 28%. 
Esa distancia no se corrige 
únicamente desde la nómi-
na. Si aumenta la capacidad 
de compra y la oferta sigue 
bloqueada, la presión sobre 
los precios continúa y puede 
absorber parte de la mejora 
salarial. Necesitamos mejo-
res ingresos y más viviendas. 
Exigir a las empresas que 
compensen indefi nidamen-
te la falta de una política de 
oferta no es una solución.

¿Se está culpando injus-
tamente al promotor y a 
las empresas del precio 
de la vivienda?

Sí. Se está señalando a quie-
nes necesitamos para produ-
cir las viviendas que faltan, 
como si el promotor pudie-
ra decidir por sí solo cuánto 
cuesta el suelo, cuánto tarda 
una licencia o a qué precio se 
fi nancia una obra. Quien ha 
emprendido sabe que una 
inversión depende de costes, 
plazos y reglas previsibles. 
En vivienda, además, habla-
mos de proyectos que pueden 
durar años. Las empresas de-
ben cumplir sus obligaciones 
y competir, pero necesitamos 
que haya más dispuestas a 
invertir, promover y cons-
truir. También la vivienda 
pública necesita empresas y 
profesionales que la hagan 

Javier Redondo Soria
Secretario de Organización de CEAJE

y Presidente de AJE CLM



FEDETO • Nº 453 / 2026 44

ESPECIAL POLÍTICA DE VIVIENDA



 45FEDETO • Nº 453 / 2026

ESPECIAL POLÍTICA DE VIVIENDA

realidad. Desincentivar esa 
actividad agrava la escasez.

¿Qué peso tienen el sue-
lo, el planeamiento urba-
nístico y las licencias?

Son decisivos. Como arqui-
tecto, considero inaceptable 
que transformar urbanística-
mente un suelo pueda llevar 
diez o quince años, e incluso 
más, como recogen las es-
timaciones de la Comisión 
Nacional de los Mercados y 
la Competencia. Una cosa es 
asumir el riesgo empresarial 
y otra comprometer recursos 
sin saber cuándo llegará una 
respuesta administrativa. 
Durante esa espera se enca-
rece la fi nanciación, se pier-
de inversión y las viviendas 
no llegan. Necesitamos suelo 
preparado para edifi car, in-
formes coordinados, equipos 
técnicos sufi cientes y licen-
cias con plazos previsibles. 
Agilizar manteniendo las ga-
rantías es una obligación de 
las administraciones.

¿Debería revisarse la fi s-
calidad relacionada con 
la vivienda?

Sí, y con urgencia. Si quere-
mos más vivienda y facilitar 
su acceso, debemos revisar 
las cargas que soportan tanto 
la promoción como el com-
prador. Según la operación, 
el promotor afronta impues-
tos por adquirir el suelo, ac-
tos jurídicos documentados 
por la obra nueva y la división 
horizontal, el impuesto sobre 
construcciones, instalacio-
nes y obras, tasas municipa-
les, IBI y, cuando procede, 
plusvalía municipal. Sobre 
el benefi cio empresarial tri-
buta también en Sociedades. 
A esos tributos se añaden 
gastos de notaría y registro, 
honorarios técnicos, visados 
colegiales, otros servicios y 
urbanización. Pero la recau-
dación no termina ahí: una 
vivienda nueva de 250.000 
euros antes de impuestos, 
sometida a los tipos genera-
les de Castilla-La Mancha, 
exige al comprador otros 
28.750 euros entre IVA y ac-
tos jurídicos documentados. 

Para quien está reuniendo 
el ahorro necesario para su 
primera casa, esa cantidad es 
una barrera importante. De-
fendemos una fi scalidad que 
favorezca la primera vivien-
da y la promoción asequible, 
con incentivos que se traduz-
can en más oferta y mejores 
condiciones de acceso.

¿Qué papel desempeñan 
la seguridad jurídica y el 
pequeño propietario?

Son fundamentales. En 2024, 
el 76,1% de los arrendadores 
particulares del territorio 
fi scal común tenía una sola 
vivienda destinada al alquiler 
habitual. Si ese propietario 
considera que alquilar supo-
ne un riesgo difícil de gestio-
nar, puede vender, retirar la 
vivienda o buscar otra mo-
dalidad de arrendamiento. 
Quien termina encontrando 
menos opciones es la persona 
que necesita alquilar. Defen-
der la seguridad jurídica es 
defender que los contratos se 
cumplan y que haya respues-
tas efi caces ante el impago. 
La protección de las familias 
vulnerables corresponde a la 
sociedad a través de políticas 
públicas y recursos sufi cien-
tes; no puede descansar inde-
fi nidamente sobre un parti-
cular. El inquilino debe tener 
sus derechos garantizados 
y el propietario debe poder 
confi ar en el cumplimiento 
del contrato. Sin esa confi an-
za, la oferta se resiente.

¿Necesita España más vi-
vienda pública y asequi-
ble?

Sí, mucha más, porque hay 
jóvenes y familias que no 
pueden acceder al mercado 
incluso aunque mejore su 
funcionamiento. Necesita-
mos inversión sostenida y un 
parque de alquiler asequible 
que conserve su función so-
cial durante décadas. Tam-
bién debemos inventariar los 
edifi cios sin uso de las admi-
nistraciones y convertir en 
viviendas aquellos que sean 
adecuados y viables. La co-
laboración público-privada 
debe formar parte de la res-

puesta, con condiciones cla-
ras de precio, adjudicación y 
permanencia. Lo importante 
es que esas viviendas se ha-
gan realidad y lleguen a quie-
nes las necesitan.

¿Es justo responsabilizar 
a las empresas de la pér-
dida de poder adquisitivo 
y del aumento general de 
los precios?

No. Culpar de forma gene-
ral a las empresas ignora 
cómo se forma el coste de 
una actividad. La energía, 
la financiación, las materias 
primas, los impuestos, los 
alquileres, el transporte y 
los costes laborales influyen 
en el precio final, y muchos 
de ellos escapan al control 
del empresario. En cons-
trucción se ve con claridad: 
cuando suben la electricidad 
o los carburantes, el efecto 
llega a la fabricación de ma-
teriales, a su transporte y a 
la propia obra. Presentar al 
empresario como si pudie-
ra decidir unilateralmente 
cuánto cuesta todo es una 
simplificación injusta, espe-
cialmente para las pequeñas 
empresas que también su-
fren esas subidas.

¿Existe capacidad sufi -
ciente para construir to-
das las viviendas que ha-
cen falta?

El sector puede y debe cons-
truir más, pero necesita con-
diciones que le permitan am-
pliar su capacidad. La falta 
de mano de obra cualifi cada 
es un obstáculo que hay que 
abordar directamente: nece-
sitamos formación en ofi cios 
conectada con las empresas, 
atraer jóvenes a la construc-
ción y mejorar los sistemas 
productivos. También hacen 
falta nuevos promotores, fi -
nanciación y oportunidades 
para las empresas de rehabi-
litación y los servicios vincu-
lados a la vivienda. Apoyar al 
sector signifi ca permitir que 
crezca para responder a la 
demanda. No podemos exi-
girle más viviendas mientras 
mantenemos los obstáculos 
que le impiden producirlas.

¿Cuáles deberían ser las 
prioridades para empe-
zar a solucionar el pro-
blema?

Aumentar la oferta donde 
existe demanda real. Eso 
exige disponer de suelo lis-
to para edificar, agilizar los 
desarrollos urbanísticos y 
resolver las licencias en pla-
zos previsibles. Debemos 
acompañarlo de una fisca-
lidad que facilite producir y 
acceder a la vivienda, segu-
ridad jurídica para el alqui-
ler y mucha más vivienda 
pública y asequible. La cola-
boración público-privada y 
la recuperación de edificios 
sin uso pueden acelerar esa 
respuesta. Y necesitamos 
formar a los profesionales 
que van a ejecutarla. Las 
medidas deben actuar jun-
tas, con responsables y ca-
lendarios concretos: anun-
ciar viviendas no equivale a 
entregarlas.

¿Qué mensaje traslada-
ría fi nalmente ante la 
huelga del 11 de noviem-
bre?

Que los jóvenes tenemos 
motivos de sobra para pre-
ocuparnos por la vivienda y 
precisamente por eso exigi-
mos soluciones que funcio-
nen. Rechazamos que nues-
tra dificultad para acceder 
a una casa se utilice para 
enfrentar a trabajadores y 
empresarios. Esa confronta-
ción no prepara suelo, no re-
suelve licencias y no entrega 
viviendas.

Defendemos un pacto de 
Estado por la vivienda que 
comprometa al Estado, las 
comunidades autónomas y 
los ayuntamientos, dé conti-
nuidad a la inversión y per-
mita exigir resultados más 
allá de las elecciones. Las 
empresas y los profesionales 
tenemos que formar parte de 
ese esfuerzo. Llevamos de-
masiado tiempo aplazando 
decisiones, y el precio de no 
construir lo están pagando 
quienes posponen su vida 
porque todavía no encuen-
tran dónde empezarla.





ESPECIAL POLÍTICA DE VIVIENDA

LA VIVIENDA NECESITA 
UNA POLÍTICA DE LARGO PLAZO

a crisis de vivienda 
reúne casi todos los 
ingredientes que 
favorecen los diag-

nósticos simplistas. Afecta a 
millones de personas, tiene 
un fuerte componente emo-
cional, produce ganadores y 
perdedores y depende de de-
cisiones públicas y privadas 
adoptadas durante muchos 
años. Por eso resulta tentador 
explicar el problema seña-
lando a un solo responsable. 
Sin embargo, la evidencia no 
permite asignar la crisis a un 
único actor ni resolverla me-
diante una medida aislada.

Por el lado de la demanda 
han aumentado la formación 
de hogares, la migración y la 
concentración de población 
y empleo en determinadas 
áreas urbanas y turísticas. 
En algunos mercados tam-
bién infl uye la demanda no 
residente y el uso turístico o 
de temporada. Por el lado de 
la oferta aparecen la insufi -
ciencia de vivienda nueva, la 
lentitud del planeamiento, la 
escasez de suelo fi nalista, los 
costes de construcción y la 
falta de profesionales. A ello 
se suma un parque social pe-
queño y un marco regulatorio 
y fi scal que infl uye sobre las 
decisiones de promotores y 
propietarios.

Tenemos que alrededor de 
750.000 viviendas de di-
ferencial acumulado entre 
vivienda nueva terminada y 
hogares creados entre 2021 
y 2025. La cifra se concentra 
especialmente en algunas 
provincias, lo que confi rma 
que el problema es también 
territorial. Los procesos de 
planeamiento son largos y 
complejos. Esta combinación 
obliga a abandonar solucio-

nes universales. Regular el 
alquiler turístico puede ser 
importante en barrios o mu-
nicipios donde ese uso detrae 
una parte signifi cativa de la 
oferta residencial, pero no ex-
plica la escasez en toda Espa-
ña. Movilizar vivienda vacía 
puede aportar oferta, pero 
un inmueble desocupado en 
una zona con poca demanda 
no resuelve la presión de un 
gran polo de empleo. Ayudar 
a la compra puede facilitar el 
acceso de un hogar que tiene 
ingresos, pero carece de aho-
rro inicial, aunque si la oferta 
no crece existe el riesgo de 
que parte de esa mayor ca-
pacidad de compra termine 
presionando el precio.

La misma lógica se aplica a la 
intervención sobre el alquiler. 
Proteger a un inquilino frente 
a incrementos bruscos puede 
ser socialmente razonable, 
pero no crea nuevas vivien-
das para quienes todavía bus-
can. Exigir más al propietario 
puede reforzar derechos en 
una relación concreta, pero si 
aumenta de forma excesiva el 
riesgo percibido puede indu-

cir a retirar oferta o a selec-
cionar perfi les de mayor sol-
vencia. La política efi caz debe 
evaluar siempre los efectos 
sobre la cantidad de vivienda 
disponible, no solo la inten-
ción de la medida.

Aumentar la oferta tampoco 
signifi ca volver al modelo pre-
vio a 2008. El objetivo no es 
construir de forma desorde-
nada ni asumir que cualquier 
promoción encontrará de-
manda. Se trata de producir 
donde existe necesidad real, 
con fi nanciación responsa-
ble, planeamiento adecuado, 
infraestructuras sufi cientes y 
reglas estables. La situación 
actual demuestra los costes 
de permitir que la oferta per-
manezca demasiado tiempo 
por debajo del crecimiento de 
los hogares.

El largo plazo es inevitable 
porque la vivienda se produ-
ce lentamente. Un desarro-
llo urbanístico, una red de 
transporte o un parque social 
sufi ciente no se construyen 
dentro de los tiempos políti-
cos habituales. Por eso la es-

tabilidad normativa importa. 
Quien inicia una inversión 
necesita prever las reglas 
fundamentales que encontra-
rá años después, y la Admi-
nistración necesita sostener 
programas de suelo, vivienda 
pública y formación más allá 
de una legislatura. La política 
residencial debería ser una 
de las materias en las que 
existan acuerdos básicos du-
raderos, aunque continúe el 
debate sobre los instrumen-
tos concretos.

También hace falta medir. La 
política no debería evaluarse 
por el número de viviendas 
anunciadas, sino por las ter-
minadas; no por el suelo po-
tencial, sino por el que está 
realmente preparado; no por 
el plazo legal de una licencia, 
sino por el tiempo efectivo 
que tarda; no por la cuantía 
presupuestada, sino por las 
viviendas asequibles que per-
manecen disponibles. Medir 
resultados permite distinguir 
entre medidas que producen 
oferta y medidas que solo 
desplazan el problema.

España necesita más vivienda 
disponible allí donde existe 
demanda y más vivienda so-
cial para quienes no pueden 
acceder al mercado. Con-
seguirlo requiere Adminis-
traciones efi caces, inversión 
privada, empresas capaces, 
trabajadores cualifi cados, 
seguridad jurídica, rehabili-
tación, fi scalidad coherente 
y reglas de alquiler que pro-
tejan sin expulsar oferta. No 
hay una causa única porque 
no existe una sola pieza que 
esté fallando. Precisamente 
por eso la respuesta debe ser 
sostenida, coordinada y me-
nos dependiente de la bús-
queda de culpables.

L
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El largo plazo es inevitable 
porque la vivienda se produce 

lentamente. Un desarrollo 
urbanístico, una red de 

transporte o un parque social 
sufi ciente no se construyen 

dentro de los tiempos 
políticos habituales.
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CUANDO LA OCUPACIÓN ILEGAL 
Y EL IMPAGO DE RENTAS SE 

CONVIERTEN EN DERECHOS SOCIALES
l derecho a una vi-
vienda digna merece 
una política pública 
seria, recursos sufi -

cientes y una respuesta 
efi caz para quienes atravie-
san situaciones de verdadera 
vulnerabilidad. Precisamente 
por eso resulta necesario esta-
blecer una frontera que nunca 
debería haberse difuminado. 
El derecho a la vivienda no es 
el derecho a ocupar la vivien-
da de otro, del mismo modo 
que una situación económica 
difícil no convierte el incum-
plimiento de un contrato de 
alquiler en un derecho social 
frente al propietario.

Durante demasiado tiempo 
hemos confundido protección 
social con traslado de res-
ponsabilidades. Cuando una 
Administración no dispone 
de vivienda social sufi ciente, 
no encuentra una alternativa 
habitacional o no llega a tiem-
po para atender a una familia 
vulnerable, la solución más 
cómoda consiste en hacer que 
los asuma el propietario espe-
re. El problema social conti-
núa existiendo, pero deja mo-
mentáneamente de aparecer 
en la cuenta de la Administra-
ción porque alguien distinto 
está soportando el problema y 
su coste.

Ahí reside una de las principa-
les críticas que merece la polí-
tica desarrollada durante estos 
años. Determinadas actitudes 
políticas, fundamentalmente 
del Gobierno, han favorecido 
o incentivando una conduc-
ta cuando reducen durante 
demasiado tiempo sus conse-
cuencias para quien la realiza 
y trasladan esas consecuencias 
a quien la sufre. Durante estos 
años la normativa ha permiti-
do, en determinados supues-
tos de vulnerabilidad, suspen-
der lanzamientos incluso de 

personas que se encontraban 
habitando viviendas sin título 
habilitante. El Real Decre-
to-ley 2/2026 todavía recogía 
expresamente esa posibilidad, 
sometida a requisitos y a de-
cisión judicial. No podemos 
fi ngir que eso no tiene efectos 
sobre la percepción de seguri-
dad jurídica del propietario. Si 
una persona sabe que alguien 
puede entrar o permanecer en 
un inmueble sin título y que la 
recuperación efectiva puede 
quedar condicionada durante 
un periodo prolongado a la 
existencia de una alternativa 
habitacional, resulta lógico 
que se pregunte quién está 
asumiendo realmente la res-
ponsabilidad de esa política 
social. Es ahí donde dejamos 
de combatir con sufi ciente 
claridad la ocupación ilegal y 
empezamos a generar incen-
tivos equivocados. La vulne-
rabilidad debe ser atendida. 
La ocupación ilegal no puede 
convertirse en el procedimien-
to mediante el cual se obtiene 
esa atención.

La ocupación ilegal es un pro-
blema. Los últimos datos del 
Ministerio del Interior regis-
tran 14.875 hechos conocidos 
por allanamiento o usurpa-
ción de inmuebles durante 

2025, frente a 16.426 en 2024, 
lo que supone una disminu-
ción del 9,4 %. La cifra debe 
interpretarse correctamente. 
No representa el número de 
viviendas ocupadas que exis-
ten en España en un momento 
determinado y agrupa delitos 
jurídicamente diferentes, fun-
damentalmente allanamiento 
y usurpación. El descenso de 
2025 es una buena noticia y 
sería absurdo negarlo. Ahora 
bien, tampoco debería ocul-
tar la evolución de fondo. En 
2010 se contabilizaban 2.702 
hechos de esta naturaleza y 
en 2025 fueron 14.875. La di-
mensión actual sigue, por tan-
to, muy por encima de la que 
existía quince años antes. 

También debemos distinguir 
situaciones. No es lo mismo 
que alguien entre en la vivien-
da que constituye la morada 
de una familia que la ocupa-
ción de un inmueble vacío. 
El Código Penal diferencia el 
allanamiento de morada de 
la usurpación y la actuación 
policial también puede ser 
diferente. El protocolo del Mi-
nisterio del Interior establece 
que, cuando existe fl agrancia, 
las Fuerzas de Seguridad pue-
den actuar inmediatamen-
te; cuando esa fl agrancia no 

existe en una usurpación, la 
recuperación puede requerir 
la correspondiente autoriza-
ción judicial. Además, desde 
2025 se introdujeron modi-
fi caciones procesales para 
que determinados delitos de 
allanamiento y usurpación 
pudieran tramitarse mediante 
procedimientos más rápidos. 
La Fiscalía ha precisado, no 
obstante, que la ocupación 
inmobiliaria leve del artículo 
245.2 del Código Penal conti-
núa por el procedimiento pre-
visto para delitos leves. Por 
tanto, tampoco sería cierto 
afi rmar que no se ha adoptado 
absolutamente ninguna me-
dida contra la ocupación. Se 
han producido reformas. La 
cuestión es si el conjunto del 
sistema ofrece una respuesta 
sufi cientemente rápida y si las 
políticas sociales aprobadas 
en paralelo terminan debili-
tando en determinados casos 
la protección efectiva de la 
propiedad. 

Hay una pregunta muy senci-
lla que debería ordenar todo 
este debate. Si una familia 
atraviesa una situación ex-
trema y necesita alojamiento, 
¿quién tiene la obligación de 
proporcionarle una solución? 
La respuesta debería ser evi-
dente. Los poderes públicos. 
Son las Administraciones las 
que deben disponer de vivien-
da social, alojamientos tempo-
rales, ayudas de emergencia, 
servicios sociales y presupues-
to para atender situaciones 
de vulnerabilidad. Lo que no 
resulta razonable es recono-
cer que existe un problema 
social y acto seguido colocar 
la factura sobre la persona a 
la que pertenece casualmente 
la vivienda. Porque el propie-
tario también existe y también 
tiene derechos. Puede ser una 
familia que compró una se-
gunda vivienda después de 

e La ocupación ilegal no puede 
convertirse en una vía tolerada 

de acceso a una vivienda. 
El impago tampoco puede 
presentarse como si fuera 
un derecho derivado de la 

vulnerabilidad.

SOMOS EMPRESARIOS
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décadas de ahorro o alguien 
que heredó el piso de sus pa-
dres o una persona que utiliza 
el alquiler para complementar 
su jubilación o para pagar una 
hipoteca. Durante el tiempo 
en que no recupera su inmue-
ble continúa soportando co-
munidad, impuestos, seguros, 
reparaciones y otros gastos 
vinculados a la propiedad. Por 
eso, la obligación colectiva de 
proteger a quien lo necesita no 
debería transformarse en una 
obligación individual de ceder 
gratuitamente el uso de un pa-
trimonio privado. El proble-
ma, por tanto, no está en pro-
teger a los vulnerables, está en 
quién paga esa protección.

La misma confusión aparece 
en otro fenómeno distinto, el 
impago de la renta. Los datos 
judiciales muestran la rele-
vancia del problema. Durante 
2025 se practicaron en España 
24.540 lanzamientos, de ellos, 
18.317 estuvieron vinculados 
a procedimientos derivados 
de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos, el 71,7 % del total. 
La cifra descendió respecto 
al año anterior, y los lanza-
mientos asociados al alquiler 
se redujeron un 10,9 %. Con-
viene igualmente no utilizar 
este dato para decir algo que 
no signifi ca. Los lanzamien-
tos no representan todos los 
impagos existentes y afectan 
a distintos tipos de inmuebles, 
no exclusivamente a viviendas 
habituales. Sí muestran que el 
incumplimiento relacionado 
con los arrendamientos tiene 
un peso muy importante en la 
actividad judicial de recupera-
ción posesoria. 

Lo preocupante es el relato 
político que se ha ido insta-
lando alrededor del impago. 
Jurídicamente no existe nin-
gún derecho a dejar de pagar 
el alquiler. La renta continúa 
siendo una obligación con-
tractual. Sin embargo, duran-
te años determinadas políticas 
han transmitido la impresión 
de que, cuando aparece una 
situación de vulnerabilidad, 
el cumplimiento del contrato 
pasa a segundo plano y es el 
propietario quien debe espe-
rar hasta que la Administra-
ción encuentre una solución. 

Dicho de otra manera, el im-
pago se ha terminado elevan-
do políticamente a una especie 
de categoría de derecho social 
que jurídicamente no existe.

Una persona vulnerable puede 
no tener recursos para pagar. 
Esa circunstancia merece toda 
la atención de los servicios 
sociales. Lo que no convierte 
es la deuda en inexistente ni 
debería transformar al propie-
tario en el fi nanciador forzoso 
de esa situación.

Aquí se ha producido precisa-
mente una novedad legislativa 
muy reciente que merece ser 
explicada porque afecta direc-
tamente a esta crítica. El Real 
Decreto-ley 29/2026, publica-
do el pasado 7 de octubre, ha 
establecido para determina-
dos procedimientos de des-
ahucio por falta de pago en los 
que exista vulnerabilidad eco-
nómica un mecanismo nuevo. 
La Administración compe-
tente dispone de dos meses 
para proporcionar una alter-
nativa habitacional o pagar 
al arrendador las cantidades 
reclamadas y las que se hayan 
acumulado. Si no proporciona 
alternativa ni paga dentro de 
ese plazo, la norma establece 
que la Administración queda 
subrogada automáticamen-
te en la posición deudora del 
arrendatario. Resulta signi-
fi cativo porque, en el fondo, 
la propia regulación termina 
reconociendo un principio 
elemental. Si una decisión de 
política social impide recupe-
rar una vivienda porque exis-
te una persona vulnerable, el 
coste de esa decisión no debe 
quedarse indefi nidamente so-
bre el propietario.

Ahora bien, tampoco debe-
mos presentar este nuevo 
mecanismo como si el Estado 
garantizara de manera ge-
neral, automática y desde el 
primer día todas las rentas de 
todos los contratos de alqui-
ler. No lo hace. Estamos ha-
blando de un procedimiento 
condicionado a determinados 
supuestos, ligado a la acre-
ditación de vulnerabilidad y 
que entra en funcionamiento 
cuando ya existe un confl icto y 
un procedimiento de desahu-

cio. La cuestión decisiva será 
comprobar además cómo res-
ponden en la práctica las Ad-
ministraciones competentes, 
cuánto tardan realmente los 
pagos y qué ocurre cuando se 
producen retrasos.

La nueva regulación contie-
ne igualmente mecanismos 
de suspensión vinculados a 
la vulnerabilidad y a la falta 
de alternativa habitacional, 
aunque introduce diferencias 
relevantes según quién sea el 
propietario. Entre ellas, esta-
blece una mayor protección 
para la persona física titular 
de dos o menos viviendas en 
determinados supuestos. 

Es un matiz importante. Tam-
bién demuestra que durante 
demasiado tiempo se legisló 
como si todos los propietarios 
fueran iguales. No lo son.

Todo esto tiene además una 
consecuencia: si el propietario 
considera que alquilar signifi -
ca asumir la posibilidad de de-
jar de cobrar durante un largo 
periodo, afrontar un procedi-
miento costoso y desconocer 
cuándo podrá recuperar ple-
namente la vivienda, puede 
concluir que no quiere asumir 
ese riesgo. Entonces venderá, 
buscará una modalidad de 
arrendamiento diferente, exi-
girá más garantías o sencilla-
mente mantendrá el inmueble 
fuera del alquiler residencial. 
El resultado es menos oferta. 
Y cuando tenemos más per-
sonas buscando vivienda que 
viviendas disponibles, retirar 
oferta no perjudica únicamen-
te a los propietarios. Perju-
dica sobre todo a los futuros 
inquilinos. Cuantas menos 
viviendas existen, mayor es 
la competencia para acceder 
a ellas y mayores pueden ser 
las exigencias de solvencia, 
avales, estabilidad laboral o 
garantías.

La paradoja resulta evidente. 
Una política diseñada para 
proteger al inquilino que ya 
está dentro puede terminar 
difi cultando el acceso del in-
quilino que todavía está fue-
ra. Por eso seguridad jurídica 
y protección social no son 
conceptos enfrentados. El 

inquilino necesita derechos, 
estabilidad y protección frente 
a abusos. El propietario ne-
cesita saber que el contrato 
se cumple y que, cuando deja 
de cumplirse, existe una res-
puesta rápida. Si aparece una 
situación de vulnerabilidad, 
debe entrar inmediatamente 
la Administración y asumir la 
responsabilidad económica 
y habitacional que le corres-
ponde.

Lo que es un hecho es que 
España necesita mucha más 
vivienda pública y asequible 
precisamente para evitar que 
cada situación de emergencia 
termine trasladándose al mer-
cado privado. Necesitamos 
que quien pierde temporal-
mente su capacidad de pagar 
un alquiler encuentre ayudas 
antes de acumular una deu-
da imposible. Necesitamos 
procedimientos rápidos que 
distingan la vulnerabilidad 
real del incumplimiento opor-
tunista y una Administración 
capaz de intervenir antes de 
que un problema social termi-
ne convertido en un confl icto 
judicial entre dos particulares. 
También necesitamos recupe-
rar una idea muy sencilla. La 
propiedad privada conlleva 
obligaciones, pero continúa 
siendo propiedad privada. 
Una persona puede ser solida-
ria, puede contribuir median-
te sus impuestos a las políticas 
sociales y puede aceptar las 
reglas razonables que regulan 
el alquiler. Lo que no debería 
exigírsele es que sustituya al 
Estado cuando la política pú-
blica de vivienda no dispone 
de soluciones sufi cientes.

La ocupación ilegal no puede 
convertirse en una vía tolera-
da de acceso a una vivienda. 
El impago tampoco puede 
presentarse como si fuera un 
derecho derivado de la vul-
nerabilidad. Una familia que 
necesita ayuda debe recibirla, 
pero debe recibirla de quien 
tiene la responsabilidad y los 
recursos públicos para pro-
porcionarla.

Porque una cosa es garantizar 
el derecho a la vivienda y otra 
muy distinta garantizarlo con 
la vivienda de otro.
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CUANDO LA PROPIEDAD SE DEBILITA, 
TAMBIÉN SE DEBILITAN LA LIBERTAD 
CUANDO LA PROPIEDAD SE DEBILITA, 
TAMBIÉN SE DEBILITAN LA LIBERTAD 
CUANDO LA PROPIEDAD SE DEBILITA, 

Y LA DEMOCRACIA
a propiedad es bastan-
te más que una institu-
ción económica, forma 
parte de la arquitectu-

ra de una sociedad libre 
y democrática porque determi-
na hasta qué punto una persona 
dispone de un espacio propio 
frente a los demás y también 
frente al poder. Por eso la rela-
ción entre propiedad y libertad 
y entre propiedad y democracia 
es mucho más profunda de lo 
que parece. Una democracia no 
consiste únicamente en votar 
cada cierto número de años, 
implica derechos, que han de 
ser protegidos frente al poder 
mediante la seguridad jurídica. 
Nuestra propia Constitución lo 
expresa con bastante claridad, 
en su artículo 33, al reconocer el 
derecho a la propiedad privada, 
estableciendo que su función 
social delimitará su contenido 
de acuerdo con las leyes y que 
nadie puede ser privado de sus 
bienes y derechos salvo por 
causa justifi cada de utilidad pú-
blica o interés social, mediante 
la correspondiente indemni-
zación y conforme a la ley. No 
estamos, por tanto, ante un de-
recho absoluto, pero tampoco 
ante una concesión provisional 
del poder público. Ese equili-
brio es esencial para compren-
der todo el debate.

La cuestión democrática 
consiste en determinar qué 
puede exigir legítimamente 
la sociedad a un propietario 
y hasta dónde puede llegar 
el poder público sin vaciar de 
contenido aquello que afi rma 
proteger. El problema apa-
rece cuando las limitaciones 
se acumulan de tal manera 
que el propietario conserva 
formalmente el título, pero 
pierde las facultades que dan 
contenido real a ese derecho.

Es aquí donde cobra relevancia 
otro concepto inseparable de la 

democracia: la seguridad jurí-
dica. No basta con que una ley 
diga que una persona es propie-
taria. La Constitución garantiza 
la seguridad jurídica y la prohi-
bición de la arbitrariedad de los 
poderes públicos. El Tribunal 
Constitucional ha relacionado 
esa seguridad con la certeza 
del Derecho, de manera que el 
ciudadano pueda saber a qué 
atenerse. Esta cuestión resulta 
fundamental porque el dete-
rioro de la propiedad rara vez 
comienza con una expropiación 
solemne. Puede comenzar mu-
cho antes. Comienza cuando 
las reglas cambian constante-
mente y el ciudadano deja de 
saber qué podrá hacer mañana 
con aquello que hoy es suyo. 
Comienza cuando un contrato 
existe, pero hacerlo cumplir 
resulta extraordinariamente di-
fícil. Comienza cuando una Ad-
ministración puede retrasar du-
rante años una decisión justa. 
Comienza cuando se imponen 
nuevas obligaciones sin que 
quien debe soportarlas pueda 
preverlas al tomar su decisión 
de inversión. Comienza cuan-
do una persona descubre que 
formalmente continúa siendo 
propietaria, pero cada vez tiene 
menos capacidad efectiva para 
disponer de sus bienes. Porque 
si la ley deja de proporcionar 
certeza, la relación entre ciuda-
dano y poder cambia porque la 
persona deja de tomar decisio-
nes conforme a reglas previa-
mente conocidas y empieza a 
tomarlas intentando anticipar 
qué decidirá en el futuro quien 
tenga capacidad para modifi car 
esas reglas. Eso es exactamente 
lo contrario de lo que pretende 
un Estado de Derecho.

Existe además una paradoja 
importante. Cuando se debilita 
la protección de la propiedad 
suele pensarse que el perjudi-
cado es exclusivamente quien 
ya tiene patrimonio. No es ne-

cesariamente así. Pensemos en 
una vivienda destinada al alqui-
ler. Si quien la posee considera 
que el contrato será respetado, 
que un impago grave encon-
trará una respuesta razonable-
mente rápida y que las reglas 
permanecerán estables, tendrá 
más incentivos para ofrecerla. 
Si percibe lo contrario, puede 
venderla, mantenerla fuera del 
mercado o buscar otros usos.

Una cosa es establecer obliga-
ciones razonables a los propie-
tarios. Otra muy diferente es 
utilizar de manera sistemática 
el patrimonio de un particular 
para suplir la ausencia de una 
política pública sufi ciente. La 
función social de la propiedad 
no puede signifi car que el pro-
pietario se convierta en sustitu-
to obligatorio del Estado. Si la 
sociedad decide proteger eco-
nómicamente a una persona 
vulnerable, esa protección debe 
fi nanciarse mediante mecanis-
mos colectivos, con presupues-
to público y reglas transparen-
tes. De lo contrario se produce 
una situación extraña. La socie-
dad adopta una decisión solida-
ria, pero selecciona a un ciuda-
dano concreto para pagarla.

El deterioro de la propiedad 
puede ser gradual y precisa-
mente por eso puede pasar 
desapercibido. Basta con acos-
tumbrar a la sociedad a pensar 
que poseer un bien no genera 
una posición jurídica protegi-
da, sino una especie de permiso 
condicionado cuya extensión 
puede modifi carse continua-
mente. Cuando esa mentalidad 
avanza, también cambia la for-
ma en que concebimos otros 
derechos, porque los derechos 
dejan de ser límites frente al 
poder y empiezan a parecer 
concesiones otorgadas por el 
poder. La diferencia es enor-
me. Un derecho constitucional 
no existe porque un Gobierno 

concreto esté de acuerdo con 
él, existe precisamente para que 
continúe protegido cuando el 
Gobierno no lo esté. Lo mismo 
ocurre con la libertad de expre-
sión, la libertad de asociación, 
la intimidad o la tutela judicial. 
Ninguno de esos derechos es 
absoluto. Todos tienen límites. 
Pero reconocer esos límites no 
signifi ca permitir que pierdan 
su contenido esencial. Con la 
propiedad debería aplicarse la 
misma lógica. El problema co-
mienza cuando, acumulando 
regulaciones, incertidumbre, 
difi cultades para hacer cumplir 
los contratos y cargas impre-
visibles, terminamos conser-
vando el nombre del derecho 
mientras reducimos progresi-
vamente su sustancia.

Al fi nal, la cuestión de la propie-
dad nos devuelve a un principio 
mucho más amplio la seguridad 
de la permanencia del derecho 
(de propiedad) no es un privi-
legio concedido al ciudadano 
(propietario) sino una de las ga-
rantías esenciales de que el po-
der está sometido al Derecho y 
de que la libertad del individuo 
no depende de la voluntad ar-
bitraria de quien gobierna. Por 
eso deteriorar progresivamente 
la propiedad reduce la confi an-
za en las instituciones, aumenta 
la percepción de la provisiona-
lidad de las reglas, desincentiva 
el ahorro y la inversión y modi-
fi ca la relación psicológica del 
ciudadano con el Estado. Por-
que una democracia en la que el 
ciudadano puede votar, pero no 
puede confi ar en la estabilidad 
de sus derechos acaba siendo 
una democracia más débil. Y 
cuando la propiedad deja de 
entenderse como un derecho 
sometido a la ley y comienza a 
percibirse como una concesión 
revocable del poder, el proble-
ma ya no afecta únicamente al 
propietario, empieza a afectar a 
la libertad de todos.

L
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LAS EMPRESAS ANTE LA 
HUELGA GENERAL DEL 11-N

a convocatoria de 
huelga general del 11 
de noviembre exige 
a las empresas pre-

parar la jornada y conocer 
los límites de su actuación. 
La organización de la acti-
vidad debe respetar tanto el 
derecho de quienes decidan 
secundar el paro como la li-
bertad de quienes opten por 
acudir a trabajar. Ambas 
decisiones están protegidas 
y deben poder ejercerse sin 
presiones ni coacciones.

El punto de partida es, por 
tanto, la libertad individual 
de cada trabajador. La par-
ticipación en una huelga 
general no requiere una con-
vocatoria específi ca dentro 
de la empresa ni obliga a co-
municar anticipadamente la 
intención de secundarla. Por 
ello, la empresa debe abste-
nerse de solicitar declaracio-
nes previas de participación 
o compromisos de asistencia 
que puedan interpretarse 
como una forma de intimida-
ción o disuasión.

Esta libertad de decisión no 
impide que la empresa pre-
pare la jornada e informe a 
la plantilla sobre cuestiones 
objetivas de organización. 
Puede comunicar la apertura 
de los centros, los horarios y 
accesos, las medidas de segu-
ridad, los servicios mínimos 
aplicables, los servicios de 
mantenimiento y los trámi-
tes administrativos necesa-
rios. También puede explicar 
las consecuencias salariales 
legalmente asociadas a la 
participación en la huelga, 
siempre mediante una comu-
nicación neutral.

En este último aspecto, el 
ejercicio del derecho de huel-
ga suspende el contrato de 
trabajo y el derecho a perci-

bir el salario correspondiente 
al tiempo no trabajado. Si el 
paro es parcial, el descuento 
debe ajustarse a su duración, 
sin extenderse a toda la jor-
nada. Durante el periodo de 
huelga, el trabajador perma-
nece en situación de alta es-
pecial en la Seguridad Social 
y se suspende la obligación de 
cotizar.

Por su parte, quienes decidan 
no secundar el paro podrán 
acudir a su puesto y desa-
rrollar su actividad sin sufrir 
intimidaciones, coacciones ni 
impedimentos. La empresa 
podrá organizar el trabajo de 
este personal dentro de sus 
funciones ordinarias, respe-
tando los límites que impi-
den utilizarlo para sustituir 
de forma extraordinaria a los 
huelguistas y neutralizar los 
efectos del paro. Tampoco 
podrá contratar personal ex-
terno con esa fi nalidad.

El respeto a ambas opciones 
debe presidir también las 
actuaciones informativas du-
rante la jornada. Los traba-
jadores y sus representantes 
pueden difundir la convoca-
toria y explicar sus reivindi-
caciones de forma pacífi ca. 

Esa actividad no ampara los 
actos violentos, los daños, 
las amenazas ni las coaccio-
nes dirigidas a impedir el ac-
ceso al centro o el trabajo de 

quienes no participen en la 
huelga. Si se producen estas 
conductas, deberán denun-
ciarse.

Del mismo modo, la empresa 
podrá exigir el cumplimiento 
de los servicios mínimos que 
resulten aplicables y actuar 
frente a conductas ilícitas o 
incumplimientos laborales 
ajenos al ejercicio legítimo 
del derecho de huelga. Cual-
quier medida disciplinaria 
deberá responder a esos he-
chos y nunca a la mera parti-
cipación en el paro.

Límites de la actuación 
empresarial

De acuerdo con estos crite-
rios, durante la huelga gene-
ral la empresa deberá abste-
nerse de:

• Exigir de forma coactiva 
compromisos previos de 
asistencia u ofrecer ven-
tajas específi camente vin-
culadas a no secundar la 
huelga.

• Sancionar a un trabajador 
por participar en el paro o 
adoptar represalias poste-
riores por ese motivo.

• Contratar personal externo 
o recurrir a empresas de 
trabajo temporal, contratas 
o subcontratas para susti-
tuir a los huelguistas.

• Encomendar funciones ex-
traordinarias al personal 
no huelguista, incluidos 
directivos y mandos, para 
sustituir a quienes secun-
den la huelga.

• Implantar medios tecno-
lógicos u organizativos ex-
traordinarios destinados a 
evitar los efectos del paro.

• Impedir injustifi cadamen-
te el acceso al centro a 
quienes quieran trabajar.

• Fijar unilateralmente ser-
vicios mínimos cuya deter-
minación corresponda a la 
autoridad competente.

Cómo preparar la jornada

Para organizar la actividad 
dentro de estos límites, con-
viene revisar con antelación 
las necesidades de la empresa 
y establecer criterios claros 
de actuación. En particular, 
se recomienda:

1. Comprobar si existe alguna 
resolución de servicios mí-
nimos aplicable a la activi-
dad de la empresa.

2. Identifi car, cuando proce-
da, los servicios indispen-
sables de seguridad y man-
tenimiento.

3. Preparar una comunica-
ción objetiva y neutral para 
la plantilla sobre la organi-
zación de la jornada.

4. Establecer un procedi-
miento para registrar las 
incidencias relevantes que 
puedan producirse.

5. Someter a revisión jurídica 
cualquier medida extraor-
dinaria que afecte al perso-
nal, los turnos, la produc-
ción o los medios técnicos.

L
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Quienes decidan no secundar el 
paro podrán acudir a su puesto 

y desarrollar su actividad 
sin sufrir intimidaciones, 

coacciones ni impedimentos.





Convenios

Seguridad

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Condiciones económicas preferenciales en 
sus servicios de alta seguridad en sistemas 
de Alarma Anti-Intrusión, Protección contra 
incendios y Videovigilancia.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Ciberseguridad

Análisis online de vulnerabilidades de su empre-
sa, exposición al riesgo de ataques informáticos, 
valoración de riesgos en instalaciones y disposi-
tivos informáticos o smartphones.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Consultora Energética

Soluciones que mejoran la eficiencia energéti-
ca y refuerzan su competitividad.

Telecomunicaciones para 
Pymes y Autónomos

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Operador de la provincia de Toledo con el que 
pymes y autónomos pagan hasta un 50% 
menos que con su operador actual. Además, 
aplicará un descuento directo del 5% con un 
paquete integral en servicios de telefonía a las 
empresas asociadas a Fedeto.

Digitalización

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Digitaliza tu empresa y mejora tus conexiones 
de conectividad. Accede al Bono Pyme, 
Conectividad, digitalización, Acelera Pyme.

Ahorro factura energética

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Reduce tus costes energéticos con la 
consultora Arsem.

Seguros de crédito, caución y 
gestión de riesgos comerciales

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Minimiza tus riesgos con Solunion.  De la 
mano de MAPFRE y Allianz Trade, dos de las 
aseguradoras de mayor prestigio mundial. 
Benefícite de su catálogo de servicios para 
cubrir los riesgos de tu actividad emprendedora.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Club Deportivo

En el CLUB MONTEVERDE de Toledo puedes 
realizar eventos corporativos,encuentros 
empresariales y reputacionales. Condiciones 
preferenciales en el ámbito del deporte y ocio.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Instalaciones
Fotovoltáicas

Instalaciones fotovoltaicas con Afandecor.  6% 
de descuento por contrato. Proceso integral 
de trabajo: subvenciones, licencias, estudio 
energético.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Espectáculos

Las empresas asociadas podrán disfrutar de 
tarifas especiales en la compra de entradas y 
celebración de eventos corporativos. 

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros
Sanitarios

SegurCaixa Adeslas ofrece condiciones pre-
ferenciales en su portfolio de servicios sani-
tarios a las pymes y autónomos asociados a 
Fedeto, así como a los trabajadores de las em-
presas asociadas (incluidos cónyuges e hijos).

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros
Sanitarios

Rubricae es la plataforma de firma electróni-
ca y certificación digital que te aporta fuerza 
legal en el ámbito profesional y  personal. Fir-
ma de documentos, E-mail certificados y SMS 
certificados.

Gasolineras

Benefíciate de descuentos entre los 0,06 €/
litro y 0.11 €/litro por respostar en las gaso-
lineras Galp

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros Sanitarios

Ofrecen a los socios de Fedeto una póliza de 
salud con coberturas y condiciones especiales 
e importantes ofertas de contratación. + info 
en Correduría de Seguros García-Ochoa Tel. 
925 38 28 38 - info@segurostoledo.es

Digitalización

5% de descuento en proyectos tecnológicos 
y de transformación digital de su empresa. 
Nexora Solutions Servicios de consultoría, 
diseño y desarrollo de portales web, aplica-
ciones móviles (app), campañas de marke-
ting y comunicación digital.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros

En colaboración con la correduría toledana de 
seguros García Ochoa, se aplicarán descuen-
tos a tres productos de Santalucia Seguros: 
Vida-riesgo, Hogar y Decesos.

Ciberseguridad

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

La póliza de Responsabilidad Civil de Directivos 
y Administradores (D&O) protege el patrimonio 
personal de los administradores, gerentes y 
altos cargos frente a reclamaciones derivadas 
de decisiones de gestión, asegurando la esta-
bilidad de la empresa y de quienes la dirigen.

SEGUROS CIBER D&O 
PARA DIRECTIVOS 

Y ADMINISTRADORES

Ciberseguridad

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguro de nueva generación que protege a las 
empresas frente a incidentes cibernéticos, in-
ternos o externos, ofreciendo además servicios 
preventivos y de respuesta inmediata.

SEGUROS CIBER 
PARA EMPRESA

AUTOMOCIÓN 
Y MOVILIDAD

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Promociones de BMW y Mini, para pymes 
y autónomos asociados a Fedeto, con 
descuentos directos y ofertas en vehículos de 
movilidad eléctrica y combustión.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Recuperación del 
Patrimonio

Esta asociación es el puente de unidad entre 
la sociedad civil y los 33 conventos de clau-
sura femeninos pertenecientes a la Archidió-
cesis de Toledo.  Ayudan en el mantenimiento 
del patrimonio histórico conventual.



Gasolineras

Descuentos en combustibles en la red estacio-
nes de servicio SOLRED.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Exportación

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

Aplicación de la consultora Oftex, que reali-
za una selección de países a los que vender, 
utilizando algoritmos, Inteligencia Artificial y 
varios modelos económicos. Diagnóstico de
internacionalización en estructura de su em-
presa, producto, marketing, competencia, 
procesos, tecnología, barreras de entrada y 
networking

ITV

ATISAE ITV Illescas y Toledo, ofrece descuen-
tos preferenciales a las pymes, autónomos, 
asociados a Fedeto. El convenio es extensi-
ble a los trabajadores de dichas empresas.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

ATISAE ITV 
Illescas y Toledo

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Convenios Viveros 
de Empresas

Espacio físcio y virtual con lo que necesitas 
para tu negocio. Más información en www.
viveroscamaratoledo.es

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Inspección 
de Vehículos

Convenio con ITV TALAVERA (VICENTE HESSE 
MONGE S.A.) empresa especializada en la 
Inspección Técnica de Vehículos, con insta-
laciones en Talavera de la Reina. Se aplicará 
al titular de la empresa y a los trabajadores 
y familiares de empresas asociadas a Fedeto.

SI ESTÁ INTERESADO EN ALGUNO DE NUESTROS CONVENIOS PUEDE CONTACTAR CON NOSOTROS PARA AMPLIAR INFORMACIÓN 
Y GESTIONAR SU ADHESIÓN. PARA MAYOR INFORMACIÓN: www.fedeto.es / Toledo: comercial@fedeto.es 

ConveniosConvenios

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros Sanitarios

Seguros sanitarios privados. 
10% Dto para pymes asociadas a Fedeto.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Planes de Igualdad

Fedeto facilita a través de la consultora Casma 
la implantación de los Planes de Igualdad.
La Ley es obligatoria para las empresas con 
más de 50 trabajadores.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Consultora Energética

Consultoría energética, consumos, eficiencia, 
análisis de facturación, análisis y medición del 
factor de potencia para energía reactiva...

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Protección de Datos

Implantación de los mecanismos necesarios 
para el cumplimiento de la Ley de Protección 
de Datos de carácter personal. Hasta el 50% 
de descuento.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Convenio Escolar

Consulta las condiciones preferenciales para 
el acceso a San Patricio International School. 
Para empresas asociadas y trabajadores de 
las mismas.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Solidaridad

El objetivo de dicha colaboración es la ayuda a 
personas en riesgo de exclusión social. Pymes 
y autónomos reciben el certificado fiscal para 
su desgravación.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros de 
Responsabilidad Civil 

Directivos y Consejeros

CHUBB INSURANCE

Oferta especial asociados en la contratación 
del seguro D&C que cubre la responsabilidad 
civil de directivos y consejeros. Dtos. del 15%

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Destrucción de 
Documentos

Confidenciales

Destrucción de documentos confidenciales 
de acuerdo con la normativa establecida en la 
Ley de Protección de Datos de Carácter Perso-
nal. Dtos. de hasta el 7%

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros Sanitarios

Soluciones en Salud y Seguridad para empre-
sas en materia de Cardioprotección. Instala-
ción de equipos, mantenimiento, planificación 
y seguimiento de formación específica en 
cardioprotección

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros Sanitarios

Asisa pone a disposición de Pymes y Autóno-
mos una infraestructura dotada con la tecno-
logía de vanguardia, una amplia red de hospi-
tales y consultas, y el compromiso de atención 
en todas sus especialidades médicas. Cober-
tura disponible en lo viajes empresariales fue-
ra de España.

Prevención
de Riesgos Laborales

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

Servicios ajenos en materia 
de Prevención de Riesgos Laborales.

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE

Seguros

Condiciones preferenciales en todo el catálo-
go de seguros de la correduría García Ochoa. 
Salud, vida, hogar, vehículos…

Reduce tus costes 
fijos (energía, telefonía, 

alarmas...)

Agente Più es el «ahorro inteligente». Reducirá 
tus costes en luz, gas, telecomunicaciones y 
alarmas

AFFINITY

Pago Con Tarjeta
0000 0200 000

A
PP

s

SOFTWARE






